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I. Introducción 

 

Desde la entrada en vigor de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y 

de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, el 

ordenamiento tributario ha distinguido un doble régimen de tributación con exención 

parcial: uno que podría denominarse especial y privilegiado, aplicable a las entidades 

pertenecientes al ámbito definido por la referida Ley; y otro, por defecto, que podría 

considerarse como general, pero menos beneficioso desde el punto de vista de la 

carga tributaria, aplicable al resto de entidades sin ánimo de lucro excluidas del ámbito 

de aplicación de la Ley 30/1994 por no cumplir alguno de los requisitos en ella 

establecidos, y que viene regulado en el capítulo XV del Título VIII (arts. 133 a 135) de 

la Ley del Impuesto sobre Sociedades . 

 

La entrada en vigor de la Ley 49/2002, que deroga y sustituye el régimen fiscal de la 

Ley 30/1994, mantiene ese doble régimen siquiera que rebajando el rigor de los 

requisitos para la aplicación del régimen que he venido en llamar especial, lo que 

puede derivar en una notable ampliación de su ámbito de aplicación.  

 

 

II. Régimen aplicable al periodo 2002 

 

El artículo 9.2 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades 

establece que: “Estarán parcialmente exentas del Impuesto, en los términos previstos 

en el Título II de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 

Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, las entidades e 

instituciones sin ánimo de lucro a las que sea de aplicación dicho Título”. 

 

A continuación, el apartado 3 del mismo artículo 9.3 establece que: “Estarán 

parcialmente exentos del Impuesto en los términos previstos en el Capítulo XV del 

Título VIII de esta Ley: a)  Las entidades e instituciones sin ánimo de lucro no incluidas 

en el apartado anterior. (...)” 
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II. 1. Ley 30/1994, de 24 de noviembre 

 

Su ámbito de aplicación se limita a fundaciones inscritas y a asociaciones declaradas de 

utilidad pública: “Son entidades sin fines lucrativos a efectos de este Titulo las 

fundaciones inscritas en el Registro correspondiente y las asociaciones declaradas de 

utilidad pública que cumplan los requisitos establecidos en este Título” (art. 41 de la 

Ley 30/1994).  

 

Los requisitos establecidos para el disfrute del régimen fiscal se delimitan 

restrictivamente: “ a) ... deberán cumplir los siguientes requisitos: perseguir fines de 

asistencia social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sanitarios, de 

cooperación para el desarrollo, de defensa del medio ambiente, de fomento de la 

economía social o de la investigación, de promoción del voluntariado social o 

cualesquiera otros fines de interés general de naturaleza análoga; b) Destinar a la 

realización de dichos fines, al menos el 70 por 100 de las rentas netas y otros ingresos 

que obtengan por cualquier concepto (...) en el plazo de tres años a partir del 

momento de su obtención; c) Acreditar la titularidad directa o indirecta de 

participaciones mayoritarias en sociedades mercantiles, así como que esta 

circunstancia coadyuva al mejor cumplimiento de los fines perseguidos; d) Rendición 

anual de cuentas ante  los órganos correspondientes; y e) Aplicar el patrimonio, en 

caso de disolución, a la realización de fines de interés general  análogos a los 

realizados por las mismas” (Art.  42.1 de la Ley 30/1994).  

 

El régimen de tributación de estas entidades en el Impuesto sobre Sociedades del 

ejercicio 2002 puede resumirse en los siguientes puntos: 

 

A) Ámbito de la exención. 
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La exención ampara los resultados obtenidos en el ejercicio de las actividades que 

constituyen su objeto social o finalidad específica, así como los incrementos 

patrimoniales derivados de las adquisiciones y transmisiones a título lucrativo, siempre 

que se obtengan o realicen en cumplimiento de su objeto o finalidad específica. A 

solicitud de la entidad interesada el Ministerio de Hacienda podrá extender la exención 

a los resultados de una explotación económica siempre y cuando coincida con el objeto 

o finalidad específica de la entidad (si persiguen el cumplimiento de los fines 

contemplados en el ámbito objetivo de la Ley, el disfrute de la exención no produce 

distorsiones en la competencia en relación con empresas que realicen la misma 

actividad y sus destinatarios son colectividades genéricas de personas). 

 

La exención comprende, por tanto, las cuotas satisfechas por los asociados, las 

subvenciones públicas aplicadas a los fines de la entidad y no a financiar la realización 

de explotaciones económicas, las adquisiciones lucrativas para colaborar en los fines 

de la entidad, el producto de los convenios de colaboración en actividades de interés 

general y los rendimientos de actividades que constituyan su objeto social o finalidad 

específica (arts. 48 y 49 de la Ley 30/1994).       

 

B) Tributación de las rentas sujetas. 

1º. La base tributable se forma con los rendimientos, positivos o negativos, de las 

explotaciones económicas no exentas, del propio patrimonio y de los incrementos y 

disminuciones sujetos, así como con los gastos a ellos imputables, si bien se prevén 

reducciones del 30 por 100 para los intereses procedentes de la cesión a terceros de 

capitales propios, y del 100 por 100 para los rendimientos derivados del arrendamiento 

de inmuebles patrimoniales de la entidad. 

2º. Los incrementos patrimoniales por ventas de inmovilizado o de participaciones en 

el capital de entidades (no inferior al 5 por 100) se eximen de tributación si el producto 

total obtenido se reinvierte en actividades relacionadas. 

3º. El tipo de gravamen aplicable es el 10 por 100. 

4º. Son de aplicación las deducciones y bonificaciones previstas en la Ley del Impuesto 

sobre Sociedades. 
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5º. Es aplicable, adicionalmente, una reducción sobre cuota líquida de 200.000 ptas. 

cuando se trate de fundaciones o asociaciones de utilidad pública que realicen 

exclusivamente prestaciones gratuitas. 

6º. Las entidades deben presentar declaración por la totalidad de sus rentas, exentas y 

no exentas. 

 

C) Régimen de las aportaciones a estas entidades. 

El tratamiento fiscal de las donaciones y aportaciones en la imposición personal de 

quienes las efectúan es, básicamente, el siguiente: 

 

a) Los sujetos pasivos de IRPF tienen derecho a deducir de la cuota el 20 por 100 de 

las cantidades donadas o aportadas, incluyéndose en éstas las cuotas de afiliación, 

siempre que no se correspondan con una prestación de servicios a favor del asociado. 

b) Para los sujetos del Impuesto sobre Sociedades estas donaciones o aportaciones 

son partidas deducibles, aunque sometidas a límite sobre base imponible previa. 

c) Las rentas puestas de manifiesto en los donantes con ocasión de sus aportaciones 

no se someten a tributación. 

 

Los donativos se justifican mediante certificación de la entidad donataria en que conste 

identificación completa del donante y de la donataria, con identificación de que ésta se 

encuentra incluida entre las que constituyen el ámbito objetivo de aplicación de la 

norma, la fecha y el importe del donativo, cuando sea dinerario, documento público o 

auténtico acreditativo de la entrega del bien, cuando no se trate de donativos en 

dinero, destino que la donataria haya de dar a lo donado en cumplimiento de su 

finalidad específica y mención expresa del carácter irrevocable de la donación. 

 

La Ley 30/1994 regula, además, los denominados convenios de colaboración en 

actividades de interés general en los que las fundaciones y asociaciones, a cambio de 

una ayuda económica para la realización de las actividades que efectúen en 

cumplimiento de sus fines específicos, se comprometen por escrito a difundir la 

participación del colaborador en dicha actividad, sin que el compromiso pueda consistir 

en participación en ventas o beneficios. Estas cantidades son gasto deducible para la 
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entidad colaboradora con el límite del 5 por 100 de su base imponible o del 0,5 por 

1.000 de su volumen de ventas. 

 

 

II. 2. Capítulo XV del Título VIII (arts. 133 a 135) de la Ley del 
Impuesto sobre Sociedades 

 

A falta de cumplimiento de alguno de los requisitos exigidos por la ley 30/1994, las 

entidades sin ánimo de lucro se sujetan al régimen de exención parcial regulado por el 

Capítulo XV del Título VIII (arts. 133 a 135) de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, 

cuya regulación, a grandes rasgos, es la siguiente: 

 

a) La exención abarca a las rentas: 

- Procedentes de actividades que constituyan su objeto social o finalidad 

específica. 

- Derivadas de adquisiciones o transmisiones a título lucrativo en 

cumplimiento de su objeto social o finalidad específica. 

- Puestas de manifiesto en la transmisión onerosa de bienes afectos al objeto 

social o finalidad específica cuyo producto total se destine a nuevas 

inversiones con él relacionadas, que se realicen en el plazo establecido y se 

mantengan durante siete años. 

b) La exención no alcanza a los rendimientos derivados de explotaciones económicas, 

del patrimonio ni a otros incrementos patrimoniales. 

c) La base imponible formada con las rentas no exentas tributa al 25 por 100, aun 

cuando la entidad debe presentar declaración incluyendo la totalidad de las rentas 

obtenidas, exentas y no exentas. 

d) Resulta de aplicación el régimen de incentivos a las actividades económicas que 

con carácter general regula la Ley del Impuesto sobre Sociedades, en particular, 

las deducciones en cuota por actividades de investigación científica e innovación 

tecnológica (30%/15%) –art. 33-; por fomento de tecnologías de la información y 

de la comunicación (10%) –art. 33.bis-; por gastos de formación profesional 

(5%/10%) –art. 36-; por creación de empleo de trabajadores minusválidos 

(800.000 ptas./persona-año de incremento medio) –art. 36.bis- y por reinversión 
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de beneficios de beneficios extraordinarios (de tal manera que el tipo de gravamen 

efectivo de estas rentas quede reducido al 18) –art. 36.ter-.       

 

Por vía de consulta la Dirección General de Tributos ha interpretado que: 

1º. Están exentos las subvenciones y donativos recibidos por la asociación para 

atender sus necesidades, aunque las cuotas y aportaciones de los socios estarán 

plenamente sujetas siempre que retribuyan servicios prestados a los mismos o 

utilización por ellos de bienes de la entidad (6-11-00). 

2º. Están exentas las contribuciones sin causa onerosa y sin consideración a las 

actividades económicas que desarrolle la entidad con el único objeto de coadyuvar a 

los fines de la misma (30-5-00). 

3º. La exención no alcanza a los rendimientos procedentes de la prestación onerosa de 

servicios (1-6-99). 

4º. Se consideran rendimientos de explotación económica sujetos los derivados de 

servicios de enseñanza prestados a terceros cuando medie contraprestación (20-10-

99). 

5º. También están sujetos y no exentos los rendimientos derivados de la organización 

de congresos y exposiciones (21-4-99). 

6º. También están sujetos los rendimientos provenientes de la cesión de los 

estudiantes a las empresas para la realización de prácticas formativas y los de 

organización de cursos en los que los asistentes hayan de pagar las correspondientes 

cuotas de inscripción. 

 

 

III. Régimen aplicable a los periodos 2003 y siguientes 

 

El 25 de diciembre de 2002 ha entrado en vigor la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, 

de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 

mecenazgo, con eficacia para los periodos impositivos que se inicien a partir de esa 

fecha, que deroga y sustituye el régimen especial regulado por la Ley 30/1994 e 
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introduce alguna modificación en el régimen general de exención parcial contenido en 

la Ley del Impuesto. 

 

Se mantiene, por tanto, el esquema básico de un régimen especial de exención parcial, 

ahora regulado por la Ley 49/2002, y otro general de exención parcial, aunque de 

beneficios fiscales más restringidos, que se sigue manteniendo en el Capítulo XV del 

Título VIII (arts. 133 a 135) de la Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

 

 

III. 1. Régimen de la Ley 49/2002 

 

A) Ámbito Subjetivo 

 

Se aplica indefinidamente, a opción de las entidades, salvo renuncia y mientras se 

cumplan los requisitos exigidos, a fundaciones y asociaciones declaradas de 

utilidad pública: 

 

1º. Que persigan fines de interés general, como pueden ser, entre otros, los de 

defensa de los derechos humanos, de las víctimas del terrorismo y actos violentos, los 

de asistencia social e inclusión social, cívicos, educativos, culturales, ... laborales, ... de 

promoción de la acción social, ... de fomento de la economía social, de desarrollo de la 

sociedad de la información o de investigación científica y desarrollo tecnológico. 

 

2º. Que destinen a la realización de dichos fines, al menos, el 70 por 100 de las rentas 

de sus explotaciones, de la transmisión de bienes y derechos de su titularidad y de los 

ingresos por cualquier otro concepto. 

 

3º. Que la cifra de negocio de las explotaciones ajenas a su objeto o finalidad 

estatutaria no exceda del 40 por 100 del volumen de ingresos totales de la entidad. 
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4º. Que los fundadores, asociados, patronos, representantes y miembros de los 

órganos de gobierno y sus cónyuges o parientes hasta el cuarto grado inclusive no 

sean destinatarios principales de las actividades que realicen las entidades ni se 

beneficien de condiciones especiales. 

 

5º. Que los cargos de patrono, representante y miembro del órgano de gobierno sean 

gratuitos. 

 

6º. Que en caso de disolución su patrimonio se destine a entidades consideradas por la 

ley como beneficiarias del mecenazgo o a entidades públicas de naturaleza no 

fundacional que persigan fines de interés general, y así se prevea en el negocio 

fundacional o en los estatutos de la entidad disuelta. 

 

7º. Que estén inscritas en el Registro correspondiente. 

 

8º. Que cumplan las obligaciones contables que les sean de aplicación. 

 

9º. Que cumplan las obligaciones de rendición de cuentas establecidas por su 

legislación específica. 

 

10º. Que elaboren anualmente una memoria económica en la que se especifiquen los 

ingresos y gastos del ejercicio, de manera que puedan identificarse por categorías y 

por proyectos, así como el porcentaje de participación que mantenga en entidades 

mercantiles.       

 

B) Contenido 
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El régimen fiscal consiste en una amplia exención parcial que alcanza una serie de 

rentas objetivamente exentas y otras procedentes de explotaciones económicas, 

siempre que en este último caso “sean desarrolladas en cumplimiento de su objeto o 

finalidad específica”. En el primer grupo de rentas exentas, la Ley enumera: 

 

1º. Las derivadas de donativos y donaciones recibidos para colaborar en los fines de 

la entidad, incluidas las dotaciones patrimoniales y las ayudas económicas recibidas 

en virtud de los convenios de colaboración previstos en la propia Ley y de los 

contratos de patrocinio publicitario; las cuotas de asociados, colaboradores o 

benefactores, que no generen derecho a percibir prestaciones derivadas de la 

explotación exenta; y las subvenciones, salvo las que financien explotaciones 

económicas no exentas. 

 

2º. Las procedentes del patrimonio mobiliario e inmobiliario, como dividendos, 

participaciones en beneficios, intereses, cánones y alquileres. 

 

3º. Las derivadas de adquisiciones o transmisiones de bienes o derechos, incluidas las 

obtenidas con ocasión de la disolución y liquidación de la entidad. 

 

En el segundo grupo se incluirían como exentas las rentas, entre otras, de las 

siguientes explotaciones económicas, siempre y cuando sean desarrolladas en 

cumplimiento de su objeto o finalidad específica: 

 

1.º Las explotaciones económicas de prestación de servicios de promoción y gestión de 

la acción social, así como los de asistencia social e inclusión social que se indican a 

continuación, incluyendo las actividades auxiliares o complementarias de aquéllos, 

como son los servicios accesorios de alimentación, alojamiento o transporte: 

 

a) Protección de la infancia y de la juventud. 

b) Asistencia a la tercera edad. 

c) Asistencia a personas en riesgo de exclusión o dificultad social o víctimas de 

malos tratos. 
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d) Asistencia a personas con discapacidad, incluida la formación ocupacional, 

la inserción laboral y la explotación de granjas, talleres y centros especiales 

en los que desarrollen su trabajo. 

e) Asistencia a minorías étnicas. 

f) Asistencia a refugiados y asilados. 

g) Asistencia a emigrantes, inmigrantes y transeúntes. 

h) Asistencia a personas con cargas familiares no compartidas. 

i) Acción social comunitaria y familiar. 

j) Asistencia a ex reclusos. 

k) Reinserción social y prevención de la delincuencia. 

l) Asistencia a alcohólicos y toxicómanos. 

m) Cooperación para el desarrollo. 

n) Inclusión social de las personas a que se refieren los párrafos anteriores. 

 

2.º Las explotaciones económicas de prestación de servicios de hospitalización o 

asistencia sanitaria, incluyendo las actividades auxiliares o complementarias de los 

mismos, como son la entrega de medicamentos o los servicios accesorios de 

alimentación, alojamiento y transporte. 

 

3.º Las explotaciones económicas de investigación científica y desarrollo tecnológico. 

 

4.º Las explotaciones económicas de los bienes declarados de interés cultural 

conforme a la normativa del Patrimonio Histórico del Estado y de las Comunidades 

Autónomas, así como de museos, bibliotecas, archivos y centros de documentación, 

siempre y cuando se cumplan las exigencias establecidas en dicha normativa, en 

particular respecto de los deberes de visita y exposición pública de dichos bienes. 

 

5.º Las explotaciones económicas consistentes en la organización de representaciones 

musicales, coreográficas, teatrales, cinematográficas o circenses. 

 

6.º Las explotaciones económicas de parques y otros espacios naturales protegidos de 

características similares. 
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7.º Las explotaciones económicas de enseñanza y de formación profesional, en todos 

los niveles y grados del sistema educativo, así como las de educación infantil hasta los 

tres años, incluida la guarda y custodia de niños hasta esa edad, las de educación 

especial, las de educación compensatoria y las de educación permanente y de adultos, 

cuando estén exentas del Impuesto sobre el Valor Añadido, así como las explotaciones 

económicas de alimentación, alojamiento o transporte realizadas por centros docentes 

y colegios mayores pertenecientes a entidades sin fines lucrativos. 

 

8.º Las explotaciones económicas consistentes en la organización de exposiciones, 

conferencias, coloquios, cursos o seminarios. 

 

9.º Las explotaciones económicas de elaboración, edición, publicación y venta de 

libros, revistas, folletos, material audiovisual y material multimedia. 

 

10.º Las explotaciones económicas de prestación de servicios de carácter deportivo a 

personas físicas que practiquen el deporte o la educación física, siempre que tales 

servicios estén directamente relacionados con dichas prácticas y con excepción de los 

servicios relacionados con espectáculos deportivos y de los prestados a deportistas 

profesionales. 

 

11.º Las explotaciones económicas que tengan un carácter meramente auxiliar o 

complementario de las explotaciones económicas exentas o de las actividades 

encaminadas a cumplir los fines estatutarios o el objeto de la entidad sin fines 

lucrativos. 

 

No se considerará que las explotaciones económicas tienen un carácter meramente 

auxiliar o complementario cuando el importe neto de la cifra de negocios del ejercicio 

correspondiente al conjunto de ellas exceda del 20 por 100 de los ingresos totales de 

la entidad. 
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12.º Las explotaciones económicas de escasa relevancia. Se consideran como tales 

aquellas cuyo importe neto de la cifra de negocios del ejercicio no supere en conjunto 

20.000 euros. 

 

Las rentas exentas no están sometidas a retención o ingreso a cuenta, aunque habrá 

de acreditarse la condición de entidad no lucrativa por medio de un procedimiento que 

se regulará reglamentariamente. 

 

Con las rentas sujetas (diferentes de las anteriormente enumeradas) y los gastos 

deducibles a ellas imputables se forma la base imponible de la entidad, que tributa al 

tipo del 10 por 100. Sin embargo, las entidades que opten por la aplicación de este 

régimen estarán obligadas a declarar por el Impuesto sobre Sociedades la totalidad 

de sus rentas, exentas y no exentas. 

 

En el ámbito de los tributos locales, además de mantenerse las exenciones previstas 

en la normativa anterior para el Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI) y el Impuesto 

sobre Actividades Económicas (IAE) se introduce una nueva relativa al IIVTNU, cuando 

la obligación de satisfacer el impuesto recaiga sobre una ESFL, aunque solo se aplicará 

a los terrenos que cumplan los requisitos establecidos para aplicar la exención en el 

IBI.   

 

La aplicación de estas exenciones estarán condicionadas a que se comunique al 

Ayuntamiento afectado la opción de aplicación de este régimen especial.  

 

 

Las entidades sin fines lucrativos podrán acogerse a este régimen especial en el 

plazo y en la forma que se establezca reglamentariamente, y una vez ejercitada la 

opción quedarán vinculadas al régimen de forma indefinida durante los periodos 

impositivos siguientes, en tanto se cumplan los requisitos para que sea de aplicación y 

no se renuncie en la forma que se establezca. 
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C) Régimen fiscal de las donaciones y aportaciones en la imposición 

personal de quienes las realicen. 

 

- Gozan de una deducción en cuota del 25 por 100 en IRPF y del 35 por 

100, con el límite del 10 por 100 de la base imponible, en IS, calculada 

sobre el importe de lo aportado o donado, valorado según las normas que 

la Ley contiene. 

- Las rentas puestas de manifiesto en el donante o aportante con ocasión de 

la entrega a la entidad están exentas en el IRPF o  IS de aquel. 

 

D) Justificación de los donativos y aportaciones. 

 

Mediante certificación expedida por la entidad beneficiaria, con los requisitos que se 

establezcan reglamentariamente y, al menos, los siguientes: 

a) Identificación personal del donante y de la entidad donataria. 

b) Mención expresa de que la entidad donataria se encuentra entre las entidades 

beneficiarias del mecenazgo delimitadas por esta Ley. 

c) Fecha e importe del donativo cuando sea dinerario. 

d) Documento público o auténtico acreditativo de la entrega del bien donado cuando 

no se trate de dinero. 

e) Destino que la entidad donataria dará al objeto donado en el cumplimiento de su 

finalidad específica. 

f) Mención expresa del carácter irrevocable de la donación, sin perjuicio de la 

aplicación de las normas civiles imperativas. 

 

E) Régimen fiscal de otras formas de mecenazgo. 

  

a) Las cantidades satisfechas en el marco de convenios de colaboración con las 

entidades tendrán la consideración de gastos deducibles en IRPF o en el IS, si bien 

este régimen será incompatible con los demás incentivos fiscales previstos en esta 

Ley. Se entenderá por convenio de colaboración empresarial en actividades de 

interés general aquel por el cual las entidades beneficiarias del mecenazgo, a 
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cambio de una ayuda económica para la realización de las actividades que efectúen 

en cumplimiento del objeto o finalidad específica de la entidad, se comprometen 

por escrito a difundir, por cualquier medio, la participación del colaborador en 

dichas actividades. La difusión de la participación del colaborador en el marco de 

estos convenios no constituye una prestación de servicios. 

 

b) Los gastos realizados para los fines definidos por la Ley como de interés general 

serán deducibles en el IRPF o en el IS, si bien esta deducción será incompatible 

con los demás incentivos fiscales previstos en esta Ley. 

 

 

III. 2. Régimen del Capítulo XV del Título VIII (arts. 133 a 135) de la 
Ley del Impuesto sobre Sociedades. 

 

Aunque la Disposición Adicional Segunda de la Ley 49/2002 modifica los preceptos 

reguladores de este régimen de exención parcial, se trata en todos los casos de 

actualización de remisiones o rectificaciones de tipo técnico, sin afectar a lo 

fundamental de su contenido, por lo que puede darse por reproducido el esquema de 

tributación aplicable para el periodo 2002. Así, se mantienen: la cláusula de 

aplicabilidad por vía subsidiaria, en función de la carencia o incumplimiento por las 

entidades sin ánimo de lucro de alguno de los requisitos establecidos para acogerse al 

régimen de la Ley 49/2002, el tipo impositivo del 25 por 100 y el ámbito de las rentas 

exentas y no exentas.  

 

La principal novedad es la nueva redacción del artículo 135, que en materia de 

determinación de la base imponible efectúa remisión, sin más, a las normas generales 

del Impuesto sobre determinación de la base imponible y de deducibilidad de gastos, 

negando tal carácter, específicamente, a: 

 

1º. Los gastos correspondientes a las rentas exentas en la proporción a ellas 

imputable, y 
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2º. La aplicación de resultados, en particular los que se destinen al 

sostenimiento de las actividades exentas.  

 

El día 18 de julio se ha publicado en el B.O.E., entrando en vigor el 19, una 

modificación al artículo 142 de la Ley 43/1995 del Impuesto de Sociedades, 

eximiendo de la obligación de presentar declaración del Impuesto de Sociedades, 

a las Asociaciones y Fundaciones a las que no les sea de aplicación el régimen fiscal 

especial previsto en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 

entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, como por 

ejemplo, todas las Asociaciones que no tengan la condición de entidades de Utilidad 

Pública, y que cumplan los siguientes requisitos: 

- Que sus ingresos totales no superen 100.000 euros anuales 

- Que los ingresos correspondientes a rentas no exentas sometidas a retención no 

superen 2.000 euros anuales  

- Que todas las rentas no exentas que obtengan estén sometidas a retención 

Se aplicara a los períodos impositivos iniciados a partir del 1 de enero de 2.002, es 

decir, que este año, las entidades afectadas, no tendrán que presentar declaración del 

Impuesto de Sociedades. 
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IV.-  Cuadros y  resúmenes de tributación 

 

IVA 

 

EXENCION EN IVA 

En el Art. 20 de la Ley 37/1992 y en el Art. 5 del RD 1624/1992, queda regulada la 

exención, y en ellos se explica que existen, básicamente, cuatro tipos de exención:  

 

1.- Actividades exentas que no necesitan un reconocimiento expreso de 

Hacienda. (Puntos 1, 2, 3, 4, 5, 7, 10, 13, salvo 13.5, 15,16,17,18, 19,20, 21, 22, 23, 

24, 25, 26 y 27 del Apartado 1 del Art.20)  

 

2.- Actividades exentas que sí necesitan un reconocimiento expreso de 

Hacienda (Puntos 6 y 12 del Apartado 1 del Art.20), tal como se explica en el Art. 5 

del Reglamento.  

 

3.- Las prestaciones de servicios realizadas por entidades de Carácter Social 

(Puntos 8, 13.5 y 14 del Apartado 1 del Art.20), que requieren el reconocimiento 

de dicho carácter, tal como se explica en el Apartado 3 del Art.20, y se desarrolla en 

el Art. 6 del Reglamento.  

 

4.- Las actividades relativas a la Educación y la Enseñanza realizadas por 

Entidades Autorizadas por la Comunidad Autónoma (Ver Art. 7 del Reglamento). 

En caso de que en la Comunidad Autónoma no existiera ese reconocimiento, se 

entenderán como tales aquellas que impartan Educación o Enseñanza en cualquiera de 

los planes de estudios de cualquier nivel, según se argumenta en numerosas Consultas 

realizadas ante Hacienda. (Punto 9 del Apartado 1 del Art.20) 
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SOLICITUD DE EXENCIÓN DEL IVA 

 

Fundamento  Justificantes y Documentos 

Reconocimiento de la aplicación de la 

exención en el caso de prestaciones de 

servicios y entregas de bienes accesorios a 

las mismas, efectuados directamente a sus 

miembros por organismos o entidades que 

no tengan finalidad lucrativa. 

 

 

- Escritura de constitución de la entidad u 

organismo correspondiente, en la que, 

debidamente especificados, se mencionará, 

entre otros requisitos, el objeto social de 

dicho organismo, que carecerá en cualquier 

caso de finalidad lucrativa, siendo el mismo 

de naturaleza sindical, religiosa, patriótica, 

filantrópica o cívica. 

 

- Estatutos o Reglamentos del organismo o 

entidad correspondiente. 

 

- Certificado de inscripción de la entidad en 

el Registro Público correspondiente. 

 

Reconocimiento de la condición de entidad o 

establecimiento de carácter social. 
 

- Escritura de constitución del organismo, 

entidad o establecimiento con mención 

expresa del objeto social del mismo, que 

tendrá, en cualquier caso, carácter social. 

 

- Estatutos o reglamento del organismo o 

entidad. 

 

- Certificado de inscripción de la entidad en 

el Registro Público correspondiente. 

- Declaración expedida por el representante 

legal de la entidad, acreditando reunir los 

requisitos y condiciones especificados en el 

artículo 20.3 de la Ley del Impuesto 
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I. SOCIEDADES 

 

OBLIGACION DE DECLARAR 

 

Entidades Condiciones 
Obligación de 

declarar 

Asociaciones NO 

declaradas de 

Utilidad Pública 

 

- Que sus ingresos totales no superen 100.000 euros 

anuales.  

 

- Que los ingresos correspondientes a rentas 

no exentas sometidas a retención no superen 2.000 

euros anuales.  

 

- Que todas las rentas no exentas que obtengan estén 

sometidas a retención.  

 

No tienen que declarar. 

Asociaciones NO 

declaradas de 

Utilidad Pública 

- Que No cumplan las condiciones anteriores 

Declaran la totalidad de 

las rentas, aunque 

algunas o todas estén 

exentas de tributación.  

Asociaciones de 

Utilidad Pública y 

Fundaciones 

 

- No acogidas al Régimen Fiscal Especial establecido 

en la la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.   

 

- Que cumplan las condiciones anteriores 

 

No tienen que declarar.  

Asociaciones de 

Utilidad Pública y 

Fundaciones 

 

- No acogidas al Régimen Fiscal Especial establecido 

en la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.  

 

- Que No cumplan las condiciones anteriores 

 

Declaran la totalidad de 

las rentas, aunque 

algunas o todas estén 

exentas de tributación.  

Asociaciones de 

Utilidad Pública y 

Fundaciones 

 

- Acogidas al Régimen Fiscal Especial establecido en 

la la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.  

 

- Que No cumplan las condiciones anteriores 

 

Declaran la totalidad de 

las rentas, aunque 

algunas o todas estén 

exentas de tributación.  
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REGÍMENES APLICABLES Y EXENCIONES  

En lo que se refiere a las Fundaciones y Asociaciones sin ánimo de lucro, podemos 

distinguir entre dos regímenes de tributación con respecto al impuesto de Sociedades:  

• El primero es el establecido por la Ley 49/2002 de 23 de diciembre, de régimen 

fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 

mecenazgo. Este régimen es aplicable a Fundaciones y Asociaciones declaradas 

de Utilidad Pública.  

• El segundo es el régimen de entidades parcialmente exentas, establecido en el 

Art. 133 de la Ley 43/1995 del Impuesto de Sociedades, aplicable a las 

Asociaciones no declaradas de Utilidad Pública y a aquellas Fundaciones o 

Asociaciones de Utilidad Pública que no cumplan los requisitos establecidos en 

el Art. 3 de la Ley 49/2002 de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 

entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, exigidos 

para disfrutar las ventajas del primer régimen.  
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Fundaciones y Asociaciones de 
Utilidad Pública 

Resto de Asociaciones 
 

Requisitos: 
 

Deben cumplir los requisitos del Art. 3 de la Ley 

49/2002 de 23 de diciembre, de régimen fiscal 

de las entidades sin fines lucrativos y de los 

incentivos fiscales al mecenazgo  

 

Requisitos: 
 

Deben carecer de ánimo de lucro 

   

 

 

 

 

Actividad propia, NO Explotación 

Económica:  

  

· Exención en resultados  

 

Actividad propia, NO Explotación 

Económica:  

  

· Exención en resultados  

 

Actividad propia, SÍ Explotación Económica, 

incluida en el Art. 7 de la Ley 49/2002 de 23 de 

diciembre. 

 

· Exención en resultados 

 

Actividad propia, SÍ Explotación Económica: 

 

 

  

· NO se puede solicitar la exención  

 

 

Actividad NO propia, SÍ Explotación 

Económica:  

  

· No exenta  

 

Actividad NO propia, SÍ Explotación 

Económica:  

  

· No exenta 

 

Tipo impositivo  
10 % 

 

Tipo impositivo  
25 % 
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I.B.I. 

 

EXENCIONES 

A efectos de las entidades sin ánimo de lucro, las exención abarcan a todas las 

Fundaciones y Asociaciones de Utilidad Pública que cumplan los requisitos establecidos 

en el Art. 3 de la Ley 49/2002 de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 

sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, siempre y cuando los 

bienes de los que sean titulares no estén afectos a explotaciones económicas no 

exentas del Impuesto de Sociedades. 

Así mismo, existen otras exenciones en el Artículo 63 de la Ley 39/1988 de Haciendas 

Locales.  
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I.A.E 

 

EXENCIONES Y BONIFICACIONES  

Exenciones recogidas en la nueva redacción del Art. 83 de la Ley 39/1988, de 28 de 

Diciembre , Reguladora de las Haciendas Locales 

 

Situación de la entidad 

Alta en la 
matrícula del 

IAE 

Exención 

Primeros dos años de actividad  Alta en el IAE  

Exención rogada, prorrogable si se 

está tras el período de dos años, en 

alguna de las situaciones siguientes 

de exención.  

Personas físicas  Alta en el IAE  Exención automática  

Personas jurídicas con un importe neto 

de la cifra de negocio inferior a 1 mill. € 
Alta en el IAE  

Exención con comunicación a la 

Agencia Tributaria  

Organismos de investigación y/o 

enseñanza financiados con fondos 

públicos o por fundaciones o 

asociaciones de utilidad pública  

Alta en el IAE  Exención rogada.  

Asociaciones y Fundaciones de 

disminuidos psíquicos, físicos y 

sensoriales, por actividades de carácter 

pedagógico, científico, asistenciales y 

de empleo  

Alta en el IAE  Exención rogada.  

Cruz Roja Española  Sin alta  Exención automática  

Los sujetos pasivos a los que les sea 

aplicable la exención en virtud de 

tratados internacionales  

Sin alta  Exención automática  
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En cuanto a las bonificaciones, para aquellos casos en que no sea de aplicación 

ninguna exención, debemos acudir al Art. 89 de la Ley 39/1988, de 28 de Diciembre , 

Reguladora de las Haciendas Locales  
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I.T.P. y A.J.D. 

 

El Impuesto afecta tanto a personas físicas como jurídicas, por tanto, también las 

Asociaciones y Fundaciones son sujetos pasivos del impuesto de forma general. 

Sin embargo, hay que aclarar que en la constitución de la entidad, aunque se la 

dote de un determinado Fondo Social, esta operación no estará sujeta como operación 

societaria, ya que el Artículo 22 del Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 

septiembre de 1993, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, establece: 

"Artículo 22. A los efectos de este impuesto se equipararán a sociedades: 

1.º Las personas jurídicas no societarias que persigan fines lucrativos. 

2.º Los contratos de cuentas en participación. 

3.º La copropiedad de buques. 

4.º La comunidad de bienes, constituida por actos inter vivos, que realice actividades 
empresariales, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas. 

5.º La misma comunidad constituida u originada por actos mortis causa, cuando 
continúe en régimen de indivisión la explotación del negocio del causante por un plazo 
superior a tres años. La liquidación se practicará, desde luego, sin perjuicio del 
derecho a la devolución que proceda si la comunidad se disuelve antes de transcurrir el 
referido plazo."  

Es decir, las Asociaciones y Fundaciones, al no perseguir fines lucrativos, no serían 

sujetos pasivos, a efectos de la parte del ITP y AJD que afecta a las operaciones 

societarias. Por tanto no será necesario liquidar el impuesto a por el hecho de 

constituir la entidad aunque se dote de un determinado Fondo Social. 

Para evitar cualquier interpretación contraria, muchas Asociaciones, y en muchos 

textos se recomienda hacerlo así, cifran el Fondo Social inicial en 0 €., de manera que 

la base imponible sea también 0 € y la cuantía del Impuesto a pagar sea igualmente 0 

€.  
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En resumen, de los tres tipos de operaciones que quedan gravadas por el impuesto, 

las Asociaciones y Fundaciones sólo se verán afectadas por la primera y la tercera: 

1.º Las transmisiones patrimoniales onerosas. 

3.º Los actos jurídicos documentados. 

 

Exenciones 

Las exenciones a este Impuesto que afectan directamente a las Fundaciones y 
Asociaciones de Utilidad Pública, vienen determinadas por el Artículo 45.I.A.b, c y d., 
que dice: 

"Artículo 45. Los beneficios fiscales aplicables en cada caso a las tres modalidades de 
gravamen a que se refiere el artículo 1.º de la presente Ley serán los siguientes: 

I. A) Estarán exentos del impuesto:: 

.......... 

b) Las entidades sin fines lucrativos a que se refiere el artículo 2 de la Ley 49/2002, de 
23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, que se acojan al régimen fiscal especial en la forma 
prevista en el artículo 14 de dicha Ley. 

A la autoliquidación en que se aplique la exención se acompañará la documentación 
que acredite el derecho a la exención. 

.......... 

f) La Cruz Roja Española y la Organización Nacional de Ciegos Españoles." 

 

Y por el Artículo 45.II. que limita el alcance de la exención de la siguiente 
manera: 

"II. Los beneficios fiscales no se aplicarán, en ningún caso, a las letras de cambio, a 
los documentos que suplan a éstas o realicen función de giro, ni a escrituras, actas o 
testimonios notariales gravados por el artículo 31, apartado primero." 
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2.  Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin 

fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

 

Sumario: 

 

• TÍTULO I. OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN. 

o Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.  

 

• TÍTULO II. RÉGIMEN FISCAL ESPECIAL DE LAS ENTIDADES SIN FINES LUCRATIVOS. 

 

o CAPÍTULO I. NORMAS GENERALES. 

 Artículo 2. Entidades sin fines lucrativos.  

 Artículo 3. Requisitos de las entidades sin fines lucrativos.  

 Artículo 4. Domicilio fiscal.  

 

o CAPÍTULO II. IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES. 

 Artículo 5. Normativa aplicable.  

 Artículo 6. Rentas exentas.  

 Artículo 7. Explotaciones económicas exentas.  

 Artículo 8. Determinación de la base imponible.  

 Artículo 9. Normas de valoración.  

 Artículo 10. Tipo de gravamen.  

 Artículo 11. Obligaciones contables.  

 Artículo 12. Rentas no sujetas a retención.  

 Artículo 13. Obligación de declarar.  

 Artículo 14. Aplicación del régimen fiscal especial.  

 

o CAPÍTULO III. TRIBUTOS LOCALES. 

 Artículo 15. Tributos locales.  

 

• TÍTULO III. INCENTIVOS FISCALES AL MECENAZGO. 

 

o CAPÍTULO I. ENTIDADES BENEFICIARIAS. 

 Artículo 16. Entidades beneficiarias del mecenazgo.  
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o CAPÍTULO II. RÉGIMEN FISCAL DE LAS DONACIONES Y APORTACIONES. 

 Artículo 17. Donativos, donaciones y aportaciones deducibles.  

 Artículo 18. Base de las deducciones por donativos, donaciones y 

aportaciones.  

 Artículo 19. Deducción de la cuota del Impuesto sobre la Renta de las 

Personas Físicas.  

 Artículo 20. Deducción de la cuota del Impuesto sobre Sociedades.  

 Artículo 21. Deducción de la cuota del Impuesto sobre la Renta de no 

Residentes.  

 Artículo 22. Actividades prioritarias de mecenazgo.  

 Artículo 23. Exención de las rentas derivadas de donativos, donaciones y 

aportaciones.  

 Artículo 24. Justificación de los donativos, donaciones y aportaciones 

deducibles.  

 

o CAPÍTULO III. RÉGIMEN FISCAL DE OTRAS FORMAS DE MECENAZGO. 

 Artículo 25. Convenios de colaboración empresarial en actividades de interés 

general.  

 Artículo 26. Gastos en actividades de interés general.  

 Artículo 27. Programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés 

público.  

 

• DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Modificación de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarías.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Modificación de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, 

del Impuesto sobre Sociedades.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Modificación del Real Decreto legislativo 1/1993, de 24 

de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 

Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Régimen fiscal de los bienes integrantes del Patrimonio 

Histórico de las Comunidades Autónomas.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. Régimen tributario de la Cruz Roja Española y de la 

Organización Nacional de Ciegos Españoles.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. Régimen tributario de la Obra Pía de los Santos Lugares.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL SÉPTIMA. Régimen tributario de los consorcios Casa de América, 

Casa Asia e Institut Europeu de la Mediterránea.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL OCTAVA. Fundaciones de entidades religiosas.  
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• DISPOSICIÓN ADICIONAL NOVENA. Régimen tributario de la Iglesia Católica y de otras 

iglesias, confesiones y comunidades religiosas.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DÉCIMA. Régimen tributario del Instituto de España y las Reales 

Academias integradas en el mismo, así como de las instituciones de las Comunidades Autónomas 

que tengan fines análogos a los de la Real Academia Española.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOPRIMERA. Obra social de las cajas de ahorro.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSEGUNDA. Federaciones deportivas, Comité Olímpico 

Español y Comité Paralímpico Español.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOTERCERA. Régimen tributario de las entidades benéficas 

de construcción.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOCUARTA. Consultas vinculantes.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOQUINTA. Ciudades, conjuntos y bienes declarados 

Patrimonio Mundial por la Unesco situados en España.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSEXTA. Haciendas locales.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL DECIMOSÉPTIMA. Remisiones normativas.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Régimen transitorio de las exenciones concedidas al 

amparo de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la 

Participación Privada en Actividades de Interés General.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Régimen transitorio de los administradores de 

sociedades mercantiles nombrados por entidades sin fines lucrativos.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA. Adaptación de los estatutos.  

• DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.  

• DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Habilitación a la Ley de Presupuestos Generales del Estado.  

• DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Habilitación normativa.  

• DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Entrada en vigor.  

• ANEXO. Ciudades y conjuntos arquitectónicos, arqueológicos, naturales o 

paisajísticos y bienes declarados Patrimonio Mundial por la Unesco situados en 

España. 
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Texto Legal:  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

La importancia alcanzada en los últimos 
años por el denominado «tercer sector», así 
como la experiencia acumulada desde la 
aprobación de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General, hace 
necesaria una nueva regulación de los 
incentivos fiscales que se contenían en el 
Título II de la citada norma legal. 

Cuando en 1994 se promulgó la citada Ley 
30/1994, el legislador ya era consciente de 
las dimensiones alcanzadas por el 
fenómeno de la participación privada en 
actividades de interés general, en sus 
diversas formas jurídicas, si bien no pudo 
prever entonces que dicho fenómeno, lejos 
de atenuar su crecimiento, tendría en 
España un gran desarrollo en menos de una 
década. 

La consecuencia lógica de este desarrollo 
ha sido que el marco normativo fiscal 
diseñado en el Título II de la Ley 30/1994 
ha quedado desfasado, siendo necesario un 
nuevo régimen fiscal para las entidades sin 
fines lucrativos que, adaptado a la presente 
realidad, flexibilice los requisitos para 
acogerse a los incentivos que prevé esta 
Ley y dote de seguridad jurídica suficiente 
a tales entidades en el desarrollo de las 
actividades que realicen en cumplimiento 
de los fines de interés general que 
persiguen. 

La finalidad que persigue la Ley es más 
ambiciosa que la mera regulación de un 
régimen fiscal propio de las entidades sin 
fines lucrativos, ya que, como su propio 
título indica, esta norma viene a establecer 
también el conjunto de incentivos que son 
aplicables a la actividad de mecenazgo 
realizada por particulares. En efecto, si bien 
la Ley 30/1994 contenía ya una serie de 
preceptos destinados a estimular la 
participación del sector privado en las 

actividades de interés general, la realidad 
permite constatar que su eficacia ha sido 
limitada. 

Se hace necesaria, por tanto, una Ley como 
la presente, que ayude a encauzar los 
esfuerzos privados en actividades de interés 
general de un modo más eficaz, 
manteniendo y ampliando algunos de los 
incentivos previstos en la normativa 
anterior y estableciendo otros nuevos, más 
acordes con las nuevas formas de 
participación de la sociedad en la 
protección, el desarrollo y el estímulo del 
interés general. 

En consecuencia, esta Ley, dictada al 
amparo del artículo 149.1.14.ª de la 
Constitución y sin perjuicio de los 
regímenes tributarios forales, tiene una 
finalidad eminentemente incentivadora de 
la colaboración particular en la consecución 
de fines de interés general, en atención y 
reconocimiento a la cada vez mayor 
presencia del sector privado en la tarea de 
proteger y promover actuaciones 
caracterizadas por la ausencia de ánimo de 
lucro, cuya única finalidad es de naturaleza 
general y pública. 

II 

La Ley está estructurada en tres Títulos, 
veintisiete artículos y las correspondientes 
disposiciones adicionales, transitorias, 
derogatoria y finales. 

El Título I define el objeto de la Ley y su 
ámbito de aplicación, introduciendo, como 
novedad, una mención expresa a los 
regímenes forales en vigor en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco y en la 
Comunidad Foral de Navarra, así como a 
los convenios y tratados internacionales que 
han pasado a formar parte del ordenamiento 
interno español. 

En el Título II se regula el régimen fiscal 
especial aplicable a las entidades sin fines 
lucrativos, el cual se apoya sobre tres 
pilares básicos: el concepto de entidad sin 
fines lucrativos a los efectos de la Ley, la 
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tributación de dichas entidades por el 
Impuesto sobre Sociedades y la fiscalidad 
en materia de tributos locales. 

Así, se fijan unas normas generales en 
virtud de las cuales se establece el concepto 
de entidad sin fines lucrativos a efectos de 
esta Ley. 

El régimen fiscal especial es voluntario, de 
tal manera que podrán aplicarlo las 
entidades que, cumpliendo determinados 
requisitos, opten por él y comuniquen la 
opción al Ministerio de Hacienda. 

La justificación de estos requisitos obedece 
a la intención de asegurar que el régimen 
fiscal especial que se establece para las 
entidades sin fines lucrativos se traduce en 
el destino de las rentas que obtengan a fines 
y actividades de interés general. 

En relación con tales requisitos, merece 
destacar los siguientes: 

Se mantiene el requisito, previsto en la 
legislación anterior, de destinar a la 
realización de los fines de interés general al 
menos el 70 por 100 del resultado de las 
explotaciones económicas que realicen y de 
los ingresos que obtengan por cualquier 
otro concepto minorados en los gastos 
realizados para su obtención. Se establece 
el requisito de que el importe restante, el 
que no ha sido aplicado a los fines de 
interés general, se destine a incrementar la 
dotación patrimonial o las reservas de las 
entidades sin fines lucrativos. 

Se aclara que los gastos realizados para la 
obtención de tales ingresos podrán estar 
integrados, en su caso, por la parte 
proporcional de los gastos por servicios 
exteriores, de los gastos de personal, de 
otros gastos de gestión, de los gastos 
financieros y de los tributos, en cuanto que 
contribuyan a la obtención de los ingresos y 
excluyendo de este cálculo los gastos 
realizados para el cumplimiento de los fines 
estatutarios o del objeto de la entidad sin 
fines lucrativos. 

A efectos del requisito a que se refiere el 
primer párrafo, se excluye del cómputo de 
los ingresos, junto con lo recibido en 
concepto de dotación patrimonial, el 
importe de los ingresos obtenidos en la 
enajenación de bienes inmuebles en los que 
la entidad desarrolle su actividad propia, 
siempre que el importe total de la 
transmisión se reinvierta en bienes 
inmuebles en que concurra también tal 
circunstancia. 

El plazo general para destinar las rentas 
obtenidas por la entidad sin fines lucrativos 
a fines de interés general será el 
comprendido entre el inicio del ejercicio en 
que se hayan obtenido los respectivos 
resultados e ingresos y los cuatro años 
siguientes al cierre de dicho ejercicio. 

Las entidades sin fines lucrativos podrán 
adquirir libre mente participaciones en 
sociedades mercantiles. 

Se establece como nuevo requisito que el 
importe neto de la cifra de negocios del 
ejercicio correspondiente al conjunto de las 
actividades económicas no exentas del 
Impuesto sobre Sociedades no supere el 40 
por 100 de los ingresos totales de la 
entidad, y el desarrollo de estas actividades 
no vulnere las normas reguladoras de 
defensa de la competencia. 

Para acogerse al régimen fiscal especial, los 
órganos rectores deben ser gratuitos, 
aunque puedan ser retribuidos por el 
desempeño de servicios distintos de los 
propios del cargo. 

Dicha gratuidad también se extiende a los 
administradores de entidades mercantiles 
que representen a las entidades sin fines 
lucrativos que participen en su capital, 
estableciéndose que, en estos casos, la 
retribución percibida por el administrador 
estará exenta del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, y no existirá 
obligación de practicar retención a cuenta 
de este impuesto. 

Esta Ley regula de forma mucho más 
minuciosa el requisito relativo al destino del 
patrimonio de estas entidades en caso de 
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disolución, que habrá de ser, en cualquier 
caso, otra entidad beneficiaria del 
mecenazgo de las definidas en la Ley, o una 
entidad pública, de naturaleza no 
fundacional, que persiga también el interés 
general. Esta regulación se complementa 
con la previsión expresa de la pérdida del 
régimen fiscal especial para las entidades 
cuyo régimen jurídico permita la reversión 
del patrimonio de la entidad, salvo que, 
como es lógico, la reversión está prevista en 
favor de alguna entidad beneficiaria del 
mecenazgo. 

La rendición de cuentas, en ausencia de 
legislación específica, antes de 
transcurridos seis meses desde el cierre de 
su ejercicio, ante el organismo público 
encargado del registro en que deban estar 
inscritas. 

La elaboración de una memoria económica 
anual que especifique, por categorías y por 
proyectos, los ingresos y gastos del 
ejercicio y que incluya el porcentaje de 
participación que mantengan en entidades 
mercantiles. 

Como es lógico, la aplicación del régimen 
fiscal especial está condicionada al 
cumplimiento de los requisitos y supuestos 
de hecho relativos al mismo, de manera que 
el incumplimiento de cualquiera de ellos 
con la pérdida del régimen fiscal especial y 
la obligación de ingresar las cuotas de los 
tributos devengados durante el ejercicio 
fiscal en que se produzca el 
incumplimiento, junto con los intereses de 
demora que procedan. 

Por lo que se refiere a la tributación de las 
entidades sin fines lucrativos por el 
impuesto sobre Sociedades, la Ley 
introduce novedades significativas. 

Así, se declara la exención de las siguientes 
rentas: las derivadas de los ingresos 
obtenidos sin contraprestación; las 
procedentes del patrimonio mobiliario e 
inmobiliario de la entidad, como los 
dividendos, intereses, cánones y alquileres; 
las derivadas de adquisiciones o de 
transmisiones, por cualquier título, de 
bienes o derechos; las obtenidas en el 

ejercicio de las explotaciones económicas 
exentas; y, finalmente, las que de acuerdo 
con la normativa tributaria deban ser 
atribuidas o imputadas a las entidades sin 
fines lucrativos. 

En relación con las rentas derivadas del 
ejercicio de explotaciones económicas, la 
Ley sustituye el anterior sistema de 
exención rogada por una lista cerrada de 
explotaciones económicas, de tal manera 
que las rentas derivadas de las 
explotaciones económicas incluidas en la 
lista estarán exentas «ex lege». La exención 
se extiende a las rentas obtenidas de las 
explotaciones complementarias y auxiliares 
de las dirigidas a cumplir los fines que 
persiguen estas entidades, siempre que 
respeten los límites establecidos en la 
propia norma, así como a las derivadas de 
las explotaciones económicas consideradas 
de escasa relevancia. 

En cuanto a la base imponible del Impuesto 
sobre Sociedades de estas entidades, se 
establece que en su determinación 
únicamente serán computables los ingresos 
y los gastos correspondientes a las 
explotaciones económicas no exentas. 
Adicionalmente, se regulan los efectos de la 
transmisión del patrimonio resultante de la 
disolución de entidades sin fines lucrativos 
a otras entidades, disponiéndose la 
conservación de los valores y la antigüedad 
que tenían en la entidad transmitente los 
bienes y derechos transmitidos. 

La base imponible del Impuesto sobre 
Sociedades será gravada a un tipo único del 
10 por 100. La determinación de las rentas 
exentas que quedan sujetas a retención e 
ingreso a cuenta se remite a un ulterior 
desarrollo reglamentario. 

Por lo que respecta a la fiscalidad de las 
entidades sin fines lucrativos en materia de 
tributos locales, el legislador ha decidido 
mantener las exenciones previstas en la Ley 
30/1994, ampliando su ámbito. De este 
modo, estarán exentos del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles todos aquellos bienes 
sujetos a este impuesto de los que sean 
titulares las entidades sin fines lucrativos, 
con la excepción de los afectados a 
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explotaciones económicas no exentas del 
Impuesto sobre Sociedades. Asimismo, 
estarán exentas del Impuesto sobre 
Actividades Económicas las explotaciones 
económicas que desarrollen estas entidades 
cuando hayan sido calificadas como exentas 
por la propia Ley. 

Como novedad, y en consonancia con la 
finalidad de favorecer la actividad que 
desarrollan estas entidades en beneficio del 
interés general, se introduce la exención en 
el Impuesto sobre el Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
cuando la obligación legal de satisfacer el 
impuesto recaiga sobre una entidad sin fines 
lucrativos, así como en las donaciones 
realizadas en favor de las entidades 
beneficiarias del mecenazgo. 

En cuanto a la aplicación del régimen fiscal 
especial merece destacarse la sustitución 
del régimen de discrecionalidad 
administrativa por el de opción por el 
régimen por la propia entidad y 
comunicación a la Administración 
tributaria, afectando esta opción también al 
Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados. 

III 

El Título III, dedicado a la regulación de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, comienza 
estableciendo, mediante una enumeración 
cerrada, las entidades que pueden ser 
beneficiarias de esta colaboración. 

A continuación se concretan los incentivos 
fiscales aplicables a donativos, donaciones 
y aportaciones realizadas en favor de las 
entidades beneficiarias. A este respecto, 
interesa destacar la novedad que supone la 
concesión de incentivos fiscales a la 
donación de derechos y a la constitución, 
sin contraprestación, de derechos reales de 
usufructo sobre bienes, derechos y valores. 
En cualquier caso, y como es lógico 
teniendo en cuenta la finalidad de estos 
incentivos, las ganancias patrimoniales y 
rentas positivas que se pongan de 
manifiesto con ocasión de estas donaciones 

o aportaciones estarán exentas en el 
impuesto personal del donante. 

De este modo, los donativos, donaciones o 
aportaciones realizadas en favor de las 
entidades beneficiarias de la actividad de 
mecenazgo darán derecho a practicar una 
deducción en la cuota del impuesto personal 
sobre la renta del donante o aportante. Esta 
deducción será del 25 por 100 del importe 
de los donativos, donaciones y aportaciones 
realizadas en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y en el Impuesto sobre 
la Renta de no Residentes para los 
contribuyentes sin establecimiento 
permanente en España, y del 35 por 100 en 
el Impuesto sobre Sociedades y en el 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
para los contribuyentes con establecimiento 
permanente en España. Para garantizar la 
aplicación de este incentivo fiscal por las 
personas jurídicas y entidades no residentes 
que operen en España mediante 
establecimiento permanente, se permite que 
las deducciones no practicadas puedan 
aplicarse en los períodos impositivos que 
finalicen en los 10 años inmediatos y 
sucesivos. Los porcentajes de deducción y 
los límites pueden incrementarse en un 
máximo de cinco puntos porcentuales si la 
actividad de mecenazgo desarrollada por las 
entidades beneficiarias se encuentra 
comprendida en la relación de actividades 
prioritarias de mecenazgo que establezca la 
Ley de Presupuestos Generales del Estado. 

El Título III, por último, regula los 
beneficios fiscales aplicables a otras 
actuaciones de mecenazgo distintas de la 
realización de donativos, donaciones y 
aportaciones. A este respecto interesa 
destacar las siguientes novedades: 

Los gastos derivados de convenios de 
colaboración empresarial en actividades de 
interés general celebrados con las entidades 
calificadas como beneficiarias del 
mecenazgo por esta Ley tendrán la 
consideración de gasto deducible a efectos 
de la determinación de la base imponible de 
los Impuestos sobre Sociedades y sobre la 
Renta de no Residentes, y del rendimiento 
neto de las actividades económicas en 
régimen de estimación directa del Impuesto 
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sobre la Renta de las Personas Físicas, 
suprimiendo en esta materia los límites que 
fijaba la Ley 30/1994. 

La supresión de los límites para la 
deducibilidad de los gastos en actividades 
de interés general en que incurran las 
empresas. 

La creación del marco jurídico al que 
deberán ajustarse los programas de apoyo a 
acontecimientos de excepcional interés 
público que pueda establecer por Ley, 
fijando su contenido máximo, duración y 
reglas básicas. 

IV 

Las disposiciones adicionales 
complementan la Ley recogiendo diversas 
previsiones entre las que se encuentra, en 
primer lugar, una nueva regla especial de 
imputación de rentas en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas aplicable a 
las ayudas públicas destinadas a la 
conservación y rehabilitación de bienes de 
interés cultural; una novedosa regulación de 
las deducciones por gastos e inversiones en 
bienes del Patrimonio Histórico Español 
contenidas en la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y en la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades, 
extendiéndose el derecho a practicar la 
deducción a las cantidades invertidas en 
entornos protegidos de ciudades españolas 
o en con juntos declarados Patrimonio 
Mundial por la Unesco, que se relacionan 
en un anexo de la propia Ley. 

A continuación, se recogen las 
modificaciones que se introducen en el 
régimen de las entidades parcial mente 
exentas del Impuesto sobre Sociedades, con 
la finalidad de establecer la necesaria 
coherencia entre las previsiones en él 
contenidas y los preceptos de esta Ley, y en 
el régimen de exenciones previsto en el 
texto refundido del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, al objeto de hacer 
introducir también en este impuesto el 
automatismo en la aplicación de las 
exenciones que puedan corresponder a las 
entidades sin fines lucrativos por el 

ejercicio de la opción por el régimen fiscal 
especial y su comunicación a la 
Administración tributaria. De igual modo, 
se regula el régimen fiscal de los bienes 
integrantes del Patrimonio Histórico de las 
Comunidades Autónomas, así como el 
aplicable a la Cruz Roja Española, a la 
Organización Nacional de Ciegos 
Españoles, a la Obra Pía de los Santos 
Lugares, al Consorcio de la Casa de 
América, a las fundaciones de entidades 
religiosas, a la Iglesia Católica y a las 
demás iglesias, confesiones o comunidades 
religiosas que tengan suscritos acuerdos de 
cooperación con el Estado español, y al 
Instituto de España y a las Reales 
Academias integradas en el mismo, así 
como a las instituciones de las 
Comunidades Autónomas con lengua 
oficial propia que tengan fines análogos a 
los de la Real Academia Española. 

Asimismo, la Ley recoge la posibilidad de 
que las entidades sin fines lucrativos 
puedan destinar su patrimonio en caso de 
disolución a la obra social de las cajas de 
ahorro, no siendo de aplicación en este 
supuesto el número 6.° del artículo 3. 

Del mismo modo, la Ley establece una 
excepción al requisito previsto en el número 
3.° de su artículo 3 en relación con los 
ingresos obtenidos en espectáculos 
deportivos por las federaciones deportivas, 
el Comité Olímpico Español y el Comité 
Paralímpico Español. 

Por otro lado, la Ley regula el régimen 
tributario de las entidades benéficas de 
construcción constituidas al amparo del 
artículo 5 de la Ley de 15 de julio de 1954, 
de manera que estas entidades podrán optar 
por el régimen fiscal especial previsto en la 
presente Ley, siempre que cumplan los 
requisitos establecidos en su propia 
normativa reguladora, se encuentren 
debidamente inscritas en el registro 
correspondiente de la Administración 
central o autonómica, y cumplan el 
requisito establecido en el número 5.° del 
artículo 3 de esta Ley. 

Por último, se regula, en aras de satisfacer 
las exigencias derivadas del principio de 
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seguridad jurídica, el derecho, durante los 
primeros seis meses siguientes a su entrada 
en vigor, a formular consultas a la 
Administración tributaria sobre su 
aplicación cuya contestación tendrá carácter 
vinculante. 

En relación con la exención de tributos 
locales, y al igual que la Ley 30/1994, se 
dispone la no aplicación de lo previsto en el 
apartado 2 del artículo 9 de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales y 
aclara que las remisiones normativas que en 
cualquier texto se hagan al Título II de la 
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de 
Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la 
Participación Privada en Actividades de 
Interés General, se entenderán hechas a esta 
Ley. 

Las disposiciones transitorias de la Ley 
establecen la vigencia, durante los dos años 
siguientes a la entrada en vigor de esta Ley, 
de las exenciones en el Impuesto sobre 
Sociedades concedidas al amparo de la Ley 
30/1994, así como la concesión de un plazo 
de un año para que las entidades ya 
existentes puedan cumplir los requisitos en 
relación con la retribución de los 
administradores en entidades mercantiles 
que hayan nombrado, y de dos años para 
que adapten sus estatutos al requisito 
relativo a la disolución. 

La disposición derogatoria única de la Ley 
prevé la derogación, desde su entrada en 
vigor, de todas las disposiciones que se 
opongan a lo establecido en ella. 

Las disposiciones finales establecen una 
habilitación a la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado para modificar el tipo 
de gravamen y las deducciones contenidos 
en esta Ley, a la vez que habilitan al 
Gobierno para dictar el oportuno desarrollo 
reglamentario y regulan su entra da en 
vigor. 

TÍTULO I 

Objeto y ámbito de aplicación 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. Esta Ley tiene por objeto regular el 
régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos definidas en la misma, en 
consideración a su función social, 
actividades y características. 

De igual modo, tiene por objeto regular los 
incentivos fiscales al mecenazgo. A efectos 
de esta Ley, se entiende por mecenazgo la 
participación privada en la realización de 
actividades de interés general. 

2. En lo no previsto en esta Ley se aplicarán 
las normas tributarias generales. 

3. Lo establecido en esta Ley se entenderá 
sin perjuicio de los regímenes tributarios 
forales de Concierto y Convenio 
Económico en vigor, respectivamente, en 
los Territorios Históricos del País Vasco y 
en la Comunidad Foral de Navarra y sin 
perjuicio de lo dispuesto en los tratados y 
convenios internacionales que hayan pasado 
a formar parte del ordenamiento interno, de 
conformidad con el artículo 96 de la 
Constitución Española. 

TÍTULO II 

Régimen fiscal especial de las entidades 
sin fines lucrativos 

CAPÍTULO I 

Normas generales 

Artículo 2. Entidades sin fines lucrativos. 

Se consideran entidades sin fines lucrativos 
a efectos de esta Ley, siempre que cumplan 
los requisitos establecidos en el artículo 
siguiente: 

a) Las fundaciones. 

b) Las asociaciones declaradas de utilidad 
pública. 

c) Las organizaciones no gubernamentales 
de desarrollo a que se refiere la Ley 
23/1998, de 7 de julio, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, siempre 
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que tengan alguna de las formas jurídicas a 
que se refieren los párrafos anteriores. 

d) Las delegaciones de fundaciones 
extranjeras inscritas en el Registro de 
Fundaciones. 

e) Las federaciones deportivas españolas, 
las federaciones deportivas territoriales de 
ámbito autonómico integradas en aquéllas, 
el Comité Olímpico Español y el Comité 
Paralímpico Español. 

f) Las federaciones y asociaciones de las 
entidades sin fines lucrativos a que se 
refieren los párrafos anteriores. 

Artículo 3. Requisitos de las entidades sin 
fines lucrativos. 

Las entidades a que se refiere el artículo 
que cumplan los siguientes requisitos, serán 
radas, a efectos de esta Ley, como entidades 
lucrativos: 

1.º Que persigan fines de interés general, 
como pueden ser, entre otros, los de defensa 
de los derechos humanos, de las víctimas 
del terrorismo y actos violentos, los de 
asistencia social e inclusión social, cívicos, 
educativos, culturales, científicos, 
deportivos, sanitarios, laborales, de 
fortalecimiento institucional, de 
cooperación para el desarrollo, de 
promoción del voluntariado, de promoción 
de la acción social, de defensa del medio 
ambiente, de promoción y atención a las 
personas en riesgo de exclusión por razones 
físicas, económicas o culturales, de 
promoción de los valores constitucionales y 
defensa de los principios democráticos, de 
fomento de la tolerancia, de fomento de la 
economía social, de desarrollo de la 
sociedad de la información, o de 
investigación científica y desarrollo 
tecnológico. 

2.° Que destinen a la realización de dichos 
fines al menos el 70 por 100 de las 
siguientes rentas e ingresos: 

a) Las rentas de las explotaciones 
económicas que desarrollen. 

b) Las rentas derivadas de la transmisión de 
bienes o derechos de su titularidad. En el 
cálculo de estas rentas no se incluirán las 
obtenidas en la transmisión onerosa de 
bienes inmuebles en los que la entidad 
desarrolle la actividad propia de su objeto o 
finalidad específica, siempre que el importe 
de la citada transmisión se reinvierta en 
bienes y derechos en los que concurra dicha 
circunstancia. 

c) Los ingresos que obtengan por cualquier 
otro concepto, deducidos los gastos 
realizados para la obtención de tales 
ingresos. Los gastos realizados para la 
obtención de tales ingresos podrán estar 
integrados, en su caso, por la parte 
proporcional de los gastos por ser vicios 
exteriores, de los gastos de personal, de 
otros gastos de gestión, de los gastos 
financieros y de los tributos, en cuanto que 
contribuyan a la obtención de los ingresos, 
excluyendo de este cálculo los gastos 
realizados para el cumplimiento de los fines 
estatutarios o del objeto de la entidad 
sinfines lucrativos. En el cálculo de los 
ingresos no se incluirán las aportaciones o 
donaciones recibidas en concepto de 
dotación patrimonial en el momento de su 
constitución o en un momento posterior. 

Las entidades sin fines lucrativos deberán 
destinar el resto de las rentas e ingresos a 
incrementar la dotación patrimonial o las 
reservas. 

El plazo para el cumplimiento de este 
requisito será el comprendido entre el inicio 
del ejercicio en que se hayan obtenido las 
respectivas rentas e ingresos y los cuatro 
años siguientes al cierre de dicho ejercicio. 

3.° Que la actividad realizada no consista 
en el desarrollo de explotaciones 
económicas ajenas a su objeto o finalidad 
estatutaria. Se entenderá cumplido este 
requisito si el importe neto de la cifra de 
negocios del ejercicio correspondiente al 
conjunto de las explotaciones económicas 
no exentas ajenas a su objeto o finalidad 
estatutaria no excede del 40 por 100 de los 
ingresos totales de la entidad, siempre que 
el desarrollo de estas explotaciones 
económicas no exentas no vulnere las 
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normas reguladoras de defensa de la 
competencia en relación con empresas que 
realicen la misma actividad. 

A efectos de esta Ley, se considera que las 
entidades sin fines lucrativos desarrollan 
una explotación eco nómica cuando 
realicen la ordenación por cuenta propia de 
medios de producción y de recursos 
humanos, o de uno de ambos, con la 
finalidad de intervenir en la producción o 
distribución de bienes o servicios. El 
arrendamiento del patrimonio inmobiliario 
de la entidad no constituye, a estos efectos, 
explotación económica. 

4.° Que los fundadores, asociados, 
patronos, representantes estatutarios, 
miembros de los órganos de gobierno y los 
cónyuges o parientes hasta el cuarto grado 
inclusive de cualquiera de ellos no sean los 
destinatarios principales de las actividades 
que se realicen por las entidades, ni se 
beneficien de condiciones especiales para 
utilizar sus servicios. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se 
aplicará a las actividades de investigación 
científica y desarrollo tecnológico, ni a las 
actividades de asistencia social o deportivas 
a que se refiere el artículo 20, apartado uno, 
en sus números 8.° y 13.º, respectivamente, 
de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, ni a las 
fundaciones cuya finalidad sea la 
conservación y restauración de bienes del 
Patrimonio Histórico Español que cumplan 
las exigencias de la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español, o 
de la Ley de la respectiva Comunidad 
Autónoma que le sea de aplicación, en 
particular respecto de los deberes de visita y 
exposición pública de dichos bienes. 

Lo dispuesto en el primer párrafo de este 
número no resultará de aplicación a las 
entidades a que se refiere el párrafo e) del 
artículo anterior. 

5.° Que los cargos de patrono, representante 
estatutario y miembro del órgano de 
gobierno sean gratuitos, sin perjuicio del 
derecho a ser reembolsados de los gas tos 
debidamente justificados que el desempeño 

de su función les ocasione, sin que las 
cantidades percibidas por este concepto 
puedan exceder de los límites previstos en 
la normativa del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas para ser consideradas 
dietas exceptuadas de gravamen. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no 
resultará de aplicación a las entidades a que 
se refiere el párrafo e) del artículo anterior y 
respetará el régimen específico establecido 
para aquellas asociaciones que, de acuerdo 
con la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de 
marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación, hayan sido declaradas de 
utilidad pública. 

Los patronos, representantes estatutarios y 
miembros del órgano de gobierno podrán 
percibir de la entidad retribuciones por la 
prestación de servicios, incluidos los 
prestados en el marco de una relación de 
carácter laboral, distintos de los que implica 
el desempeño de las funciones que les 
corresponden como miembros del Patronato 
u órgano de representación, siempre que se 
cumplan las condiciones previstas en las 
normas por las que se rige la entidad. Tales 
personas no podrán participar en los 
resultados económicos de la entidad, ni por 
sí mismas, ni a través de persona o entidad 
interpuesta. 

Lo dispuesto en este número será de 
aplicación igualmente a los administradores 
que representen a la entidad en las 
sociedades mercantiles en que participe, 
salvo que las retribuciones percibidas por la 
condición de administrador se reintegren a 
la entidad que representen. 

En este caso, la retribución percibida por el 
administrador estará exenta del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, y no 
existirá obligación de practicar retención a 
cuenta de este impuesto. 

6.° Que, en caso de disolución, su 
patrimonio se destine en su totalidad a 
alguna de las entidades consideradas como 
entidades beneficiarias del mecenazgo a los 
efectos previstos en los artículos 16 a 25, 
ambos inclusive, de esta Ley, o a entidades 
públicas de naturaleza no fundacional que 
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persigan fines de interés general, y esta 
circunstancia esté expresamente 
contemplada en el negocio fundacional o en 
los estatutos de la entidad disuelta, siendo 
aplicable a dichas entidades sin fines 
lucrativos lo dispuesto en el párrafo c) del 
apartado 1 del artículo 97 de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sociedades. 

En ningún caso tendrán la condición de 
entidades sin fines lucrativos, a efectos de 
esta Ley, aquellas entidades cuyo régimen 
jurídico permita, en los supuestos de 
extinción, la reversión de su patrimonio al 
aportante del mismo o a sus herederos o 
legatarios, salvo que la reversión esté 
prevista en favor de alguna entidad 
beneficiaria del mecenazgo a los efectos 
previstos en los artículos 16 a 25, ambos 
inclusive, de esta Ley. 

7.° Que estén inscritas en el registro 
correspondiente. 

8.° Que cumplan las obligaciones contables 
previstas en las normas por las que se rigen 
o, en su defecto, en el Código de Comercio 
y disposiciones complementarias. 

9.° Que cumplan las obligaciones de 
rendición de cuentas que establezca su 
legislación específica. En ausencia de 
previsión legal específica, deberán rendir 
cuentas antes de transcurridos seis meses 
desde el cierre de su ejercicio ante el 
organismo público encargado del registro 
correspondiente. 

10.° Que elaboren anualmente una memoria 
eco nómica en la que se especifiquen los 
ingresos y gastos del ejercicio, de manera 
que puedan identificarse por categorías y 
por proyectos, así como el porcentaje de 
participación que mantengan en entidades 
mercantiles. 

Las entidades que estén obligadas en virtud 
de la normativa contable que les sea de 
aplicación a la elaboración anual de una 
memoria deberán incluir en dicha memoria 
la información a que se refiere este número. 

Reglamentariamente, se establecerán el 
contenido de esta memoria económica, su 
plazo de presentación y el órgano ante el 
que debe presentarse. 

Artículo 4. Domicilio fiscal. 

El domicilio fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos será el del lugar de su domicilio 
estatutario, siempre que en él esté 
efectivamente centralizada la gestión 
administrativa y dirección de la entidad. En 
otro caso, dicho domicilio será el lugar en 
que se realice dicha gestión y dirección. 

Si no pudiera establecerse el lugar del 
domicilio fiscal de acuerdo con los criterios 
anteriores, se considerará como tal el lugar 
donde radique el mayor valor del 
inmovilizado. 

CAPÍTULO II 

Impuesto sobre Sociedades 

Artículo 5. Normativa aplicable. 

En lo no previsto en este capítulo, serán de 
aplicación a las entidades sin fines 
lucrativos las normas del Impuesto sobre 
Sociedades. 

Artículo 6. Rentas exentas. 

Están exentas del Impuesto sobre 
Sociedades las siguientes rentas obtenidas 
por entidades sin fines lucrativos: 

1.º Las derivadas de los siguientes ingresos: 

a) Los donativos y donaciones recibidos 
para colaborar en los fines de la entidad, 
incluidas las aportaciones o donaciones en 
concepto de dotación patrimonial, en el 
momento de su constitución o en un 
momento posterior, y las ayudas 
económicas recibidas en virtud de los 
convenios de colaboración empresarial 
regulados en el artículo 25 de esta Ley y en 
virtud de los contratos de patrocinio 
publicitario a que se refiere la Ley 34/1998, 
de 11 de noviembre, General de Publicidad. 
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b) Las cuotas satisfechas por los asociados, 
colaboradores o benefactores, siempre que 
no se correspondan con el derecho a 
percibir una prestación derivada de una 
explotación económica no exenta. 

c) Las subvenciones, salvo las destinadas a 
financiar la realización de explotaciones 
económicas no exentas. 

2.° Las procedentes del patrimonio 
mobiliario e inmobiliario de la entidad, 
como son los dividendos y participaciones 
en beneficios de sociedades, intereses, 
cánones y alquileres. 

3.° Las derivadas de adquisiciones o de 
transmisiones, por cualquier título, de 
bienes o derechos, incluidas las obtenidas 
con ocasión de la disolución y liquidación 
de la entidad. 

4.° Las obtenidas en el ejercicio de las 
explotaciones económicas exentas a que se 
refiere el artículo siguiente. 

5.° Las que, de acuerdo con la normativa 
tributaria, deban ser atribuidas o imputadas 
a las entidades sin fines lucrativos y que 
procedan de rentas exentas incluidas en 
alguno de los apartados anteriores de este 
artículo. 

Artículo 7. Explotaciones económicas 
exentas. 

Están exentas del Impuesto sobre 
Sociedades las rentas obtenidas por 
entidades sin fines lucrativos que procedan 
de las siguientes explotaciones económicas, 
siempre y cuando sean desarrolladas en 
cumplimiento de su objeto o finalidad 
específica: 

1.º Las explotaciones económicas de 
prestación de servicios de promoción y 
gestión de la acción social, así como los de 
asistencia social e inclusión social que se 
indican a continuación, incluyendo las 
actividades auxiliares o complementarias de 
aquéllos, como son los servicios accesorios 
de alimentación, alojamiento o transporte: 

a) Protección de la infancia y de la 
juventud. 

b) Asistencia a la tercera edad. 

c) Asistencia a personas en riesgo de 
exclusión o dificultad social o víctimas de 
malos tratos. 

d) Asistencia a personas con discapacidad, 
incluida la formación ocupacional, la 
inserción laboral y la explotación de 
granjas, talleres y centros especiales en los 
que desarrollen su trabajo. 

e) Asistencia a minorías étnicas. 

f) Asistencia a refugiados y asilados. 

g) Asistencia a emigrantes, inmigrantes y 
transeúntes. 

h) Asistencia a personas con cargas 
familiares no compartidas. 

i) Acción social comunitaria y familiar. 

j) Asistencia a ex reclusos. 

k) Reinserción social y prevención de la 
delincuencia. 

l) Asistencia a alcohólicos y toxicómanos. 

m) Cooperación para el desarrollo. 

n) Inclusión social de las personas a que se 
refieren los párrafos anteriores. 

2.° Las explotaciones económicas de 
prestación de servicios de hospitalización o 
asistencia sanitaria, incluyendo las 
actividades auxiliares o complementarias de 
los mismos, como son la entrega de 
medicamentos o los servicios accesorios de 
alimentación, alojamiento y transporte. 

3.° Las explotaciones económicas de 
investigación científica y desarrollo 
tecnológico. 
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4.° Las explotaciones económicas de los 
bienes declarados de interés cultural 
conforme a la normativa del Patrimonio 
Histórico del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, así como de museos, 
bibliotecas, archivos y centros de 
documentación, siempre y cuando se 
cumplan las exigencias establecidas en 
dicha normativa, en particular respecto de 
los deberes de visita y exposición pública 
de dichos bienes. 

5.° Las explotaciones económicas 
consistentes en la organización de 
representaciones musicales, coreo gráficas, 
teatrales, cinematográficas o circenses. 

6.° Las explotaciones económicas de 
parques y otros espacios naturales 
protegidos de características similares. 

7.° Las explotaciones económicas de 
enseñanza y de formación profesional, en 
todos los niveles y grados del sistema 
educativo, así como las de educación 
infantil hasta los tres años, incluida la 
guarda y custodia de niños hasta esa edad, 
las de educación especial, las de educación 
compensatoria y las de educación 
permanente y de adultos, cuando estén 
exentas del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, así como las explotaciones 
económicas de alimentación, alojamiento o 
transporte realizadas por centros docentes y 
colegios mayores pertenecientes a entidades 
sin fines lucrativos. 

8.° Las explotaciones económicas 
consistentes en la organización de 
exposiciones, conferencias, coloquios, 
cursos o seminarios. 

9.° Las explotaciones económicas de 
elaboración, edición, publicación y venta de 
libros, revistas, folletos, material 
audiovisual y material multimedia. 

10.º Las explotaciones económicas de 
prestación de servicios de carácter 
deportivo a personas físicas que practiquen 
el deporte o la educación física, siempre 
que tales servicios estén directamente 
relacionados con dichas prácticas y con 
excepción de los servicios relacionados con 

espectáculos deportivos y de los prestados a 
deportistas profesionales. 

11.º Las explotaciones económicas que 
tengan un carácter meramente auxiliar o 
complementario de las explotaciones 
económicas exentas o de las actividades 
encaminadas a cumplir los fines estatutarios 
o el objeto de la entidad sin fines lucrativos. 

No se considerará que las explotaciones 
económicas tienen un carácter meramente 
auxiliar o complementario cuando el 
importe neto de la cifra de negocios del 
ejercicio correspondiente al conjunto de 
ellas exceda del 20 por 100 de los ingresos 
totales de la entidad. 

12.° Las explotaciones económicas de 
escasa relevancia. Se consideran como tales 
aquellas cuyo importe neto de la cifra de 
negocios del ejercicio no supere en 
conjunto 20.000 euros. 

Artículo 8. Determinación de la base 
imponible. 

1. En la base imponible del Impuesto sobre 
Sociedades de las entidades sin fines 
lucrativos sólo se incluirán las rentas 
derivadas de las explotaciones económicas 
no exentas. 

2. No tendrán la consideración de gastos 
deducibles, además de los establecidos por 
la normativa general del Impuesto sobre 
Sociedades, los siguientes: 

a) Los gastos imputables exclusivamente a 
las rentas exentas. 

Los gastos parcialmente imputables a las 
rentas no exentas serán deducibles en el 
porcentaje que representen los ingresos 
obtenidos en el ejercicio de explotaciones 
económicas no exentas respecto de los 
ingresos totales de la entidad. 

b) Las cantidades destinadas a la 
amortización de elementos patrimoniales no 
afectos a las explotaciones económicas 
sometidas a gravamen. 
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En el caso de elementos patrimoniales 
afectos parcialmente a la realización de 
actividades exentas, no resultarán 
deducibles las cantidades destinadas a la 
amortización en el porcentaje en que el 
elemento patrimonial se encuentre afecto a 
la realización de dicha actividad. 

c) Las cantidades que constituyan 
aplicación de resultados y, en particular, de 
los excedentes de explotaciones económicas 
no exentas. 

Artículo 9. Normas de valoración. 

Los bienes y derechos integrantes del 
patrimonio resultante de la disolución de 
una entidad sin fines lucrativos que se 
transmitan a otra entidad sin fines 
lucrativos, en aplicación de lo previsto en el 
número 6.° del artículo 3 de esta Ley, se 
valorarán en la adquirente, a efectos 
fiscales, por los mismos valores que tenían 
en la entidad disuelta antes de realizarse la 
transmisión, manteniéndose igualmente la 
fecha de adquisición por parte de la entidad 
disuelta. 

Artículo 10. Tipo de gravamen. 

La base imponible positiva que corresponda 
a las rentas derivadas de explotaciones 
económicas no exentas será gravada al tipo 
del 10 por 100. 

Artículo 11. Obligaciones contables. 

Las entidades sin fines lucrativos que 
obtengan rentas de explotaciones 
económicas no exentas del Impuesto sobre 
Sociedades tendrán las obligaciones 
contables previstas en las normas 
reguladoras de dicho impuesto. La 
contabilidad de estas entidades se llevará de 
tal forma que permita identificar los 
ingresos y gastos correspondientes a las 
explotaciones económicas no exentas. 

Artículo 12. Rentas no sujetas a retención. 

Las rentas exentas en virtud de esta Ley no 
estarán sometidas a retención ni ingreso a 
cuenta. Reglamentariamente, se 

determinará el procedimiento de 
acreditación de las entidades sin fines 
lucrativos a efectos de la exclusión de la 
obligación de retener. 

Artículo 13. Obligación de declarar. 

Las entidades que opten por el régimen 
fiscal establecido en este Título estarán 
obligadas a declarar por el Impuesto sobre 
Sociedades la totalidad de sus rentas, 
exentas y no exentas. 

Artículo 14. Aplicación del régimen fiscal 
especial 

1. Las entidades sin fines lucrativos podrán 
acogerse al régimen fiscal especial 
establecido en este Título en el plazo y en la 
forma que reglamentariamente se 
establezca. 

Ejercitada la opción, la entidad quedará 
vinculada a este régimen de forma 
indefinida durante los períodos impositivos 
siguientes, en tanto se cumplan los 
requisitos del artículo 3 de esta Ley y 
mientras no se renuncie a su aplicación en 
la forma que reglamentariamente se 
establezca. 

2. La aplicación del régimen fiscal especial 
estará condicionada al cumplimiento de los 
requisitos y supuestos de hecho relativos al 
mismo, que deberán ser probados por la 
entidad. 

3. El incumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 3 de esta Ley 
determinará para la entidad la obligación de 
ingresar la totalidad de las cuotas 
correspondientes al ejercicio en que se 
produzca el incumplimiento por el 
Impuesto sobre Sociedades, los tributos 
locales y el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, de acuerdo con la 
normativa reguladora de estos tributos, 
junto con los intereses de demora que 
procedan. 

La obligación establecida en este apartado 
se referirá a las cuotas correspondientes al 
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ejercicio en que se obtuvieron los resultados 
e ingresos no aplicados correcta mente, 
cuando se trate del requisito establecido en 
el número 2.° del artículo 3 de esta Ley, y a 
las cuotas correspondientes al ejercicio en 
que se produzca el incumplimiento y a los 
cuatro anteriores, cuando se trate del 
establecido en el número 6.° del mismo 
artículo, sin perjuicio de las sanciones que, 
en su caso, procedan. 

CAPÍTULO III 

Tributos locales 

Artículo 15. Tributos locales. 

1. Estarán exentos del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles los bienes de los que sean 
titulares, en los términos previstos en la 
normativa reguladora de las Haciendas 
Locales, las entidades sin fines lucrativos, 
excepto los afectos a explotaciones 
económicas no exentas del Impuesto sobre 
Sociedades. 

2. Las entidades sin fines lucrativos estarán 
exentas del Impuesto sobre Actividades 
Económicas por las explotaciones 
económicas a que se refiere el artículo 7 de 
esta Ley. No obstante, dichas entidades 
deberán presentar declaración de alta en la 
matrícula de este impuesto y declaración de 
baja en caso de cese en la actividad. 

3. Estarán exentos del Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana los incrementos 
correspondientes cuando la obligación legal 
de satisfacer dicho impuesto recaiga sobre 
una entidad sin fines lucrativos. 

En el supuesto de transmisiones de terrenos 
o de constitución o transmisión de derechos 
reales de goce limitativos del dominio sobre 
los mismos, efectuadas a título oneroso por 
una entidad sin fines lucrativos, la exención 
en el referido impuesto estará condicionada 
a que tales terrenos cumplan los requisitos 
establecidos para aplicar la exención en el 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

4. La aplicación de las exenciones previstas 
en este artículo estará condicionada a que 
las entidades sin fines lucrativos 
comuniquen al ayuntamiento 
correspondiente el ejercicio de la opción 
regulada en el apartado 1 del artículo 
anterior y al cumplimiento de los requisitos 
y supuestos relativos al régimen fiscal 
especial regulado en este Título. 

5. Lo dispuesto en este artículo se entenderá 
sin perjuicio de las exenciones previstas en 
la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales. 

  

TÍTULO III 

Incentivos fiscales al mecenazgo 

CAPÍTULO I 

Entidades beneficiarias 

Artículo 16. Entidades beneficiarias de 
mecenazgo. 

Los incentivos fiscales previstos en este 
Título serán aplicables a los donativos, 
donaciones y aportaciones que, cumpliendo 
los requisitos establecidos en este Título, se 
hagan en favor de las siguientes entidades: 

a) Las entidades sin fines lucrativos a las 
que sea de aplicación el régimen fiscal 
establecido en el Título II de esta Ley. 

b) El Estado, las Comunidades Autónomas 
y las Entidades Locales, así como los 
Organismos autónomos del Estado y las 
entidades autónomas de carácter análogo de 
las Comunidades Autónomas y de las 
Entidades Locales. 

c) Las universidades públicas y los colegios 
mayores adscritos a las mismas. 

d) El Instituto Cervantes, el Institut Ramon 
Llull y las demás instituciones con fines 
análogos de las Comunidades Autónomas 
con lengua oficial propia. 
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CAPÍTULO II 

Régimen fiscal de las donaciones y 
aportaciones 

Artículo 17. Donativos, donaciones y 
aportaciones deducibles. 

1. Darán derecho a practicar las 
deducciones previstas en este Título los 
siguientes donativos, donaciones y 
aportaciones irrevocables, puros y simples, 
realizados en favor de las entidades a las 
que se refiere el artículo anterior: 

a) Donativos y donaciones dinerarios, de 
bienes o de derechos. 

b) Cuotas de afiliación a asociaciones que 
no se correspondan con el derecho a 
percibir una prestación presente o futura. 

c) La constitución de un derecho real de 
usufructo sobre bienes, derechos o valores, 
realizada sin contraprestación. 

d) Donativos o donaciones de bienes que 
formen parte del Patrimonio Histórico 
Español, que estén inscritos en el Registro 
general de bienes de interés cultural o 
incluidos en el Inventario general a que se 
refiere la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español. 

e) Donativos o donaciones de bienes 
culturales de calidad garantizada en favor 
de entidades que persigan entre sus fines la 
realización de actividades museísticas y el 
fomento y difusión del patrimonio histórico 
artístico. 

2. En el caso de revocación de la donación 
por alguno de los supuestos contemplados 
en el Código Civil, el donante ingresará, en 
el período impositivo en el que dicha 
revocación se produzca, las cuotas 
correspondientes a las deducciones 
aplicadas, sin perjuicio de los intereses de 
demora que procedan. 

Lo establecido en el párrafo anterior se 
aplicará en los supuestos a los que se refiere 
el apartado 2 del artículo 23 de la Ley 

Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, 
reguladora del Derecho de Asociación. 

Artículo 18. Base de las deducciones por 
donativos, donaciones y aportaciones. 

1. La base de las deducciones por 
donativos, donaciones y aportaciones 
realizados en favor de las entidades a las 
que se refiere el artículo 16 será: 

a) En los donativos dinerarios, su importe. 

b) En los donativos o donaciones de bienes 
o derechos, el valor contable que tuviesen 
en el momento de la transmisión y, en su 
defecto, el valor determinado conforme a 
las normas del Impuesto sobre el 
Patrimonio. 

c) En la constitución de un derecho real de 
usufructo sobre bienes inmuebles, el 
importe anual que resulte de aplicar, en 
cada uno de los períodos impositivos de 
duración del usufructo, el 2 por 100 al valor 
catastral, determinándose 
proporcionalmente al número de días que 
corresponda en cada período impositivo. 

d) En la constitución de un derecho real de 
usufructo sobre valores, el importe anual de 
los dividendos o intereses percibidos por el 
usufructuario en cada uno de los períodos 
impositivos de duración del usufructo. 

e) En la constitución de un derecho real de 
usufructo sobre otros bienes y derechos, el 
importe anual resultante de aplicar el interés 
legal del dinero de cada ejercicio al valor 
del usufructo determinado en el momento 
de su constitución conforme a las normas 
del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados. 

f) En los donativos o donaciones de obras 
de arte de calidad garantizada y de los 
bienes que formen parte del Patrimonio 
Histórico Español a que se refieren los 
párrafos d) y e) del apartado 1 del artículo 1 
7 de esta Ley, la valoración efectuada por la 
Junta de Calificación, Valoración y 
Exportación. En el caso de los bienes 
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culturales que no formen parte del 
Patrimonio Histórico Español, la Junta 
valorará, asimismo, la suficiencia de la 
calidad de la obra. 

2. El valor determinado de acuerdo con lo 
dispuesto en el apartado anterior tendrá 
como límite máximo el valor normal en el 
mercado del bien o derecho transmitido en 
el momento de su transmisión. 

Artículo 19. Deducción de la cuota del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. 

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas tendrán 
derecho a deducir de la cuota íntegra el 25 
por 100 de la base de la deducción 
determinada según lo dispuesto en el 
artículo 18. 

2. La base de esta deducción se computará a 
efectos del límite previsto en el artículo 56, 
apartado 1, de la Ley 40/1998, de 9 de 
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y otras Normas 
Tributarias. 

Artículo 20. Deducción de la cuota del 
Impuesto sobre Sociedades. 

1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Sociedades tendrán derecho a deducir de la 
cuota íntegra, minorada en las deducciones 
y bonificaciones previstas en los capítulos 
II, III y IV del Título VI de la Ley 43/1995, 
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, el 35 por 100 de la base de la 
deducción determinada según lo dispuesto 
en el artículo 18. Las cantidades 
correspondientes al período impositivo no 
deducidas podrán aplicarse en las 
liquidaciones de los períodos impositivos 
que concluyan en los 10 años inmediatos y 
sucesivos. 

 2. La base de esta deducción no podrá 
exceder del 10 por 100 de la base imponible 
del período impositivo. Las cantidades que 
excedan de este límite se podrán aplicar en 
los períodos impositivos que concluyan en 
los diez años inmediatos y sucesivos. 

Artículo 21. Deducción de la cuota del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes. 

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes que operen en 
territorio español sin establecimiento 
permanente podrán aplicar la deducción 
establecida en el apartado 1 del artículo 19 
de esta Ley en las declaraciones que por 
dicho impuesto presenten por hechos 
imponibles acaecidos en el plazo de un año 
desde la fecha del donativo, donación o 
aportación. 

La base de esta deducción no podrá exceder 
del 10 por 100 de la base imponible del 
conjunto de las declaraciones presentadas 
en ese plazo. 

2. Los contribuyentes del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes que operen en 
territorio español mediante establecimiento 
permanente podrán aplicar la deducción 
establecida en el artículo anterior. 

Artículo 22. Actividades prioritarias de 
mecenazgo. 

La Ley de Presupuestos Generales del 
Estado podrá establecer una relación de 
actividades prioritarias de mecenazgo en el 
ámbito de los fines de interés general 
citados en el número 1.° del artículo 3 de 
esta Ley, así como las entidades 
beneficiarias, de acuerdo con su artículo 16. 

En relación con dichas actividades y 
entidades, la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado podrá elevar en cinco puntos 
porcentuales, como máximo, los 
porcentajes y límites de las deducciones 
establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de 
esta Ley. 

Artículo 23. Exención de las rentas 
derivadas de donativos, donaciones y 
aportaciones. 

1. Estarán exentas del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, del Impuesto 
sobre Sociedades o del Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes que grave la renta 
del donante o aportante las ganancias 
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patrimoniales y las rentas positivas que se 
pongan de manifiesto con ocasión de los 
donativos, donaciones y aportaciones a que 
se refiere el artículo 17 de esta Ley. 

2. Estarán exentos del Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana los incrementos que se 
pongan de manifiesto en las transmisiones 
de terrenos, o en la constitución o 
transmisión de derechos reales de goce 
limitativos del dominio, realizadas con 
ocasión de los donativos, donaciones y 
aportaciones a que se refiere el artículo 17 
de esta Ley. 

Artículo 24. Justificación de los donativos, 
donaciones y aportaciones deducibles. 

1. La efectividad de los donativos, 
donaciones y aportaciones deducibles se 
justificará mediante certificación expedida 
por la entidad beneficiaria, con los 
requisitos que se establezcan 
reglamentariamente. 

2. La entidad beneficiaria deberá remitir a 
la Administración tributaria, en la forma y 
en los plazos que se establezcan 
reglamentariamente, la información sobre 
las certificaciones expedidas. 

3. La certificación a la que se hace 
referencia en los apartados anteriores 
deberá contener, al menos, los siguientes 
extremos: 

a) El número de identificación fiscal y los 
datos de identificación personal del donante 
y de la entidad donataria. 

b) Mención expresa de que la entidad 
donataria se encuentra incluida en las 
reguladas en el artículo 16 de esta Ley. 

c) Fecha e importe del donativo cuando éste 
sea dinerario. 

d) Documento público u otro documento 
auténtico que acredite la entrega del bien 
donado cuando no se trate de donativos en 
dinero. 

e) Destino que la entidad donataria dará al 
objeto donado en el cumplimiento de su 
finalidad específica. 

f) Mención expresa del carácter irrevocable 
de la donación, sin perjuicio de lo 
establecido en las normas imperativas 
civiles que regulan la revocación de 
donaciones. 

CAPÍTULO III 

Régimen fiscal de otras formas de 
mecenazgo 

Artículo 25. Convenios de colaboración 
empresarial en actividades de interés 
general 

1. Se entenderá por convenio de 
colaboración empresarial en actividades de 
interés general, a los efectos previstos en 
esta Ley, aquel por el cual las entidades a 
que se refiere el artículo 16, a cambio de 
una ayuda económica para la realización de 
las actividades que efectúen en 
cumplimiento del objeto o finalidad 
específica de la entidad, se comprometen 
por escrito a difundir, por cualquier medio, 
la participación del colaborador en dichas 
actividades. 

La difusión de la participación del 
colaborador en el marco de los convenios 
de colaboración definidos en este artículo 
no constituye una prestación de servicios. 

2. Las cantidades satisfechas o los gastos 
realizados tendrán la consideración de 
gastos deducibles para determinar la base 
imponible del Impuesto sobre Sociedades 
de la entidad colaboradora o del Impuesto 
sobre la Renta de no Residentes de los 
contribuyentes que operen en territorio 
español mediante establecimiento 
permanente o el rendimiento neto de la 
actividad económica de los contribuyentes 
acogidos al régimen de estimación directa 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. 

3. El régimen fiscal aplicable a las 
cantidades satisfechas en cumplimiento de 
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estos convenios de colaboración será 
incompatible con los demás incentivos 
fiscales previstos en esta Ley. 

Artículo 26. Gastos en actividades de 
interés general 

1. Para la determinación de la base 
imponible del Impuesto sobre Sociedades, 
del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes de los contribuyentes que 
operen en territorio español mediante 
establecimiento permanente o del 
rendimiento neto de la actividad económica 
de los contribuyentes acogidos al régimen 
de estimación directa del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, tendrán la 
consideración de deducibles los gastos 
realizados para los fines de interés general a 
que se refiere el número 1.º del artículo 3 de 
esta Ley. 

2. La deducción de los gastos en actividades 
de interés general a que se refiere el 
apartado anterior será incompatible con los 
demás incentivos fiscales previstos en esta 
Ley. 

Artículo 27. Programas de apoyo a 
acontecimientos de excepcional interés 
público. 

1. Son programas de apoyo a 
acontecimientos de excepcional interés 
público el conjunto de incentivos fiscales 
específicos aplicables a las actuaciones que 
se realicen para asegurar el adecuado 
desarrollo de los acontecimientos que, en su 
caso, se determinen por Ley. 

2. La Ley que apruebe cada uno de estos 
programas regulará, al menos, los 
siguientes extremos: 

a) La duración del programa, que podrá ser 
de hasta tres años. 

b) La creación de un consorcio o la 
designación de un órgano administrativo 
que se encargue de la ejecución del 
programa y que certifique la adecuación de 
los gastos e inversiones realizadas a los 
objetivos y planes del mismo. 

En dicho consorcio u órgano estarán 
representadas, necesariamente, las 
Administraciones públicas interesa das en 
el acontecimiento y, en todo caso, el 
Ministerio de Hacienda. 

Para la emisión de la certificación será 
necesario el voto favorable de la 
representación del Ministerio de Hacienda. 

c) Las líneas básicas de las actuaciones que 
se vayan a organizar en apoyo del 
acontecimiento, sin perjuicio de su 
desarrollo posterior por el consorcio o por 
el órgano administrativo correspondiente en 
planes y programas de actividades 
específicas. 

d) Los beneficios fiscales aplicables a las 
actuaciones a que se refiere el párrafo 
anterior, dentro de los límites del apartado 
siguiente. 

3. Los beneficios fiscales establecidos en 
cada pro grama serán, como máximo, los 
siguientes: 

Primero. Los sujetos pasivos del Impuesto 
sobre Sociedades, los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas que realicen actividades económicas 
en régimen de estimación directa y los 
contribuyentes del Impuesto sobre la Renta 
de no Residentes que operen en territorio 
español mediante establecimiento 
permanente podrán deducir de la cuota 
íntegra del impuesto el 15 por 100 de los 
gastos e inversiones que, en cumplimiento 
de los planes y programas de actividades 
establecidos por el consorcio o por el 
órgano administrativo correspondiente, 
realicen en los siguientes conceptos: 

a) Adquisición de elementos del 
inmovilizado mate rial nuevos, sin que, en 
ningún caso, se consideren como tales los 
terrenos. 

Se entenderá que no están realizadas en 
cumplimiento de los planes y programas de 
actividades establecidos por el consorcio o 
por el órgano administrativo 
correspondiente las inversiones efectuadas 
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para la instalación o ampliación de redes de 
servicios de telecomunicaciones o de 
electricidad, así como para el 
abastecimiento de agua, gas u otros 
suministros. 

b) Rehabilitación de edificios y otras 
construcciones que contribuyan a realzar el 
espacio físico afectado, en su caso, por el 
respectivo programa. 

Las citadas obras deberán cumplir los 
requisitos establecidos en la normativa 
sobre financiación de actuaciones 
protegidas en materia de vivienda y, 
además, las normas arquitectónicas y 
urbanísticas que al respecto puedan 
establecer los ayuntamientos afectados por 
el respectivo programa y el consorcio o el 
órgano administrativo encargado de su 
organización y ejecución. 

c) Realización de gastos de propaganda y 
publicidad de proyección plurianual que 
sirvan directamente para la promoción del 
respectivo acontecimiento. 

Cuando el contenido del soporte 
publicitario se refiera de modo esencial a la 
divulgación del acontecimiento, la base de 
la deducción será el importe total de la 
inversión realizada. En caso contrario, la 
base de la deducción será el 25 por 100 de 
dicha inversión. 

Esta deducción, conjuntamente con las 
reguladas en el capítulo IV del Título VI de 
la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, no podrá 
exceder del 35 por 100 de la cuota íntegra, 
minorada en las deducciones para evitar la 
doble imposición interna e internacional y 
en las bonificaciones, y será incompatible 
para los mismos bienes o gastos con las 
previstas en la citada Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre. Las cantidades no deducidas 
podrán aplicarse, respetando igual límite, en 
las liquidaciones de los períodos 
impositivos que concluyan en los 10 años 
inmediatos y sucesivos. 

El cómputo de los plazos para la aplicación 
de las deducciones previstas en este número 
podrá diferirse hasta el primer ejercicio en 

que, dentro del período de prescripción, se 
produzcan resultados positivos, en los 
siguientes casos: 

a) En las entidades de nueva creación. 

b) En las entidades que saneen pérdidas de 
ejercicios anteriores mediante la aportación 
efectiva de nuevos recursos, sin que se 
considere como tal la aplicación o 
capitalización de reservas. 

Segundo. Los contribuyentes del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, los 
sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Sociedades y los contribuyentes del 
Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
que operen en territorio español mediante 
establecimiento permanente tendrán 
derecho a las deducciones previstas, 
respectivamente, en los artículos 19, 20 y 
21 de esta Ley, por las donaciones y 
aportaciones que realicen a favor del 
consorcio que, en su caso, se cree con 
arreglo a lo establecido en el apartado 
anterior. 

El régimen de mecenazgo prioritario 
previsto en el artículo 22 de esta Ley será 
de aplicación a los programas y actividades 
relacionados con el acontecimiento, 
siempre que sean aprobados por el 
consorcio u órgano administrativo 
encargado de su ejecución y se realicen por 
las entidades a que se refiere el artículo 2 de 
esta Ley o por el citado consorcio, 
elevándose en cinco puntos porcentuales los 
porcentajes y límites de las deducciones 
establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de 
esta Ley. 

Tercero. Las transmisiones sujetas al 
Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados tendrán una bonificación del 
95 por 100 de la cuota cuando los bienes y 
derechos adquiridos se destinen, directa y 
exclusivamente, por el sujeto pasivo a la 
realización de inversiones con derecho a 
deducción a que se refiere el punto primero 
de este apartado. 

Cuarto. Los sujetos pasivos del Impuesto 
sobre Actividades Económicas tendrán una 
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bonificación del 95 por 100 en las cuotas y 
recargos correspondientes a las actividades 
de carácter artístico, cultural, científico o 
deportivo que hayan de tener lugar durante 
la celebración del respectivo 
acontecimiento y que se enmarquen en los 
planes y programas de actividades 
elaborados por el consorcio o por el órgano 
administrativo correspondiente. 

Quinto. Las empresas o entidades que 
desarrollen los objetivos del respectivo 
programa tendrán una bonificación del 95 
por 100 en todos los impuestos y tasas 
locales que puedan recaer sobre las 
operaciones relacionadas exclusivamente 
con el desarrollo de dicho programa. 

Sexto. A los efectos previstos en los 
números anteriores no será de aplicación lo 
dispuesto en el primer párrafo del apartado 
2 del artículo 9 de la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, reguladora de las Haciendas 
Locales. 

4. La Administración tributaria comprobará 
la concurrencia de las circunstancias o 
requisitos necesarios para la aplicación de 
los beneficios fiscales, practicando, en su 
caso, la regularización que resulte 
procedente. 

5. Reglamentariamente, se establecerá el 
procedimiento para la aplicación de los 
beneficios fiscales previstos en los 
programas de apoyo a acontecimientos de 
excepcional interés público. 

 Disposición adicional primera. 
Modificación de la Ley 40/1998, de 9 de 
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y otras Normas 
Tributarias. 

1. Se añade un nuevo párrafo j) al apartado 
2 del artículo 14 de la Ley 40/1998, de 9 de 
diciembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y otras Normas 
Tributarias, que queda redactado en los 
siguientes términos: 

«j) Las ayudas públicas otorgadas por las 
Administraciones competentes a los 

titulares de bienes integrantes del 
Patrimonio Histórico Español inscritos en el 
Registro general de bienes de interés 
cultural a que se refiere la Ley 16/1985, de 
25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español, y des tinadas exclusivamente a su 
conservación o rehabilitación, podrán 
imputarse por cuartas partes en el período 
impositivo en que se obtengan y en los tres 
siguientes, siempre que se cumplan las 
exigencias establecidas en dicha Ley, en 
particular respecto de los deberes de visita y 
exposición pública de dichos bienes.» 

2. Se modifica el apartado 3 del artículo 55 
de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y otras Normas Tributarias, que 
queda redactado en los siguientes términos: 

«3. Deducciones por donativos. 

Los contribuyentes podrán aplicar, en este 
concepto: 

a) Las deducciones previstas en la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo. 

b) El 10 por 100 de las cantidades donadas 
a las fundaciones legalmente reconocidas 
que rindan cuentas al órgano del 
protectorado correspondiente, así como a 
las asociaciones declaradas de utilidad 
pública, no comprendidas en el párrafo 
anterior.» 

3. Se modifica el apartado 5 del artículo 55 
de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y otras Normas Tributarias, que 
queda redactado en los siguientes términos: 

«5. Deducción por actuaciones para la 
protección y difusión del Patrimonio 
Histórico Español y de las ciudades, 
conjuntos y bienes declarados Patrimonio 
Mundial. 

Los contribuyentes tendrán derecho a una 
deducción en la cuota del 15 por 100 del 
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importe de las inversiones o gastos que 
realicen para: 

a) La adquisición de bienes del Patrimonio 
Histórico Español, realizada fuera del 
territorio español para su introducción 
dentro de dicho territorio, siempre que los 
bienes permanezcan en él y dentro del 
patrimonio del titular durante al menos tres 
años. 

La base de esta deducción será la 
valoración efectuada por la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación. 

b) La conservación, reparación, 
restauración, difusión y exposición de los 
bienes de su propiedad que estén declarados 
de interés cultural conforme a la normativa 
del Patrimonio Histórico del Estado y de las 
Comunidades Autónomas, siempre y 
cuando se cumplan las exigencias 
establecidas en dicha normativa, en 
particular respecto de los deberes de visita y 
exposición pública de dichos bienes. 

c) La rehabilitación de edificios, el 
mantenimiento y reparación de sus tejados 
y fachadas, así como la mejora de 
infraestructuras de su propiedad situados en 
el entorno que sea objeto de protección de 
las ciudades españolas o de los conjuntos 
arquitectónicos, arqueológicos, naturales o 
paisajísticos y de los bienes declarados 
Patrimonio Mundial por la Unesco situados 
en España.» 

Disposición adicional segunda. 
Modificación de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. 

1. Se modifica el apartado 2 del artículo 9 
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, que quedará 
redactado en los siguientes términos: 

«2. Estarán parcialmente exentas del 
impuesto, en los términos previstos en el 
Título II de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo, las 

entidades e instituciones sin ánimo de lucro 
a las que sea de aplicación dicho Título.» 

2. Se modifica el apartado 2 del artículo 26 
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, que quedará 
redactado en los siguientes términos: 

«2. Tributarán al tipo del 25 por 100: 

a) Las mutuas de seguros generales, las 
mutualidades de previsión social y las 
mutuas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales de la Seguridad 
Social que cumplan los requisitos 
establecidos por su normativa reguladora. 

b) Las sociedades de garantía recíproca y 
las sociedades de reafianzamiento reguladas 
en la Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre el 
Régimen Jurídico de las Sociedades de 
Garantía Recíproca, inscritas en el registro 
especial del Banco de España. 

c) Las sociedades cooperativas de crédito y 
cajas rurales, excepto por lo que se refiere a 
los resultados extracooperativos, que 
tributarán al tipo general. 

d) Los colegios profesionales, las 
asociaciones empresariales, las cámaras 
oficiales, los sindicatos de trabajadores y 
los partidos políticos. 

e) Las entidades sin fines lucrativos a las 
que no sea de aplicación el régimen fiscal 
establecido en la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo. 

f) Los fondos de promoción de empleo 
constituidos al amparo del artículo 22 de la 
Ley 27/1984, de 26 de julio, sobre 
Reconversión y Reindustrialización. 

g) Las uniones, federaciones y 
confederaciones de cooperativas.» 

3. Se modifica el apartado 4 del artículo 26 
de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, que quedará 
redactado en los siguientes términos: 
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«4. Tributarán al 10 por 100 las entidades a 
las que sea de aplicación el régimen fiscal 
establecido en la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.» 

4. Se modifican la rúbrica del artículo 35 de 
la Ley43/1995, de 27 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sociedades, y el apartado 1 
de dicho artículo, que quedan redactados en 
los siguientes términos: 

«Artículo 35. Deducción por actuaciones 
para la protección y difusión del Patrimonio 
Histórico Español y de las ciudades, 
conjuntos y bienes declarados Patrimonio 
Mundial, así como por inversiones en 
producciones cinematográficas y en edición 
de libros. 

1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre 
Sociedades tendrán derecho a una 
deducción en la cuota íntegra del 15 por 
100 del importe de las inversiones o gastos 
que realicen para: 

a) La adquisición de bienes del Patrimonio 
Histórico Español, realizada fuera del 
territorio español para su introducción 
dentro de dicho territorio, siempre que los 
bienes permanezcan en él y dentro del 
patrimonio del titular durante al menos tres 
años. 

La base de esta deducción será la 
valoración efectuada por la Junta de 
Calificación, Valoración y Exportación. 

b) La conservación, reparación, 
restauración, difusión y exposición de los 
bienes de su propiedad que estén declarados 
de interés cultural conforme a la normativa 
del Patrimonio Histórico del Estado y de las 
Comunidades Autónomas, siempre y 
cuando se cumplan las exigencias 
establecidas en dicha normativa, en 
particular respecto de los deberes de visita y 
exposición pública de dichos bienes. 

c) La rehabilitación de edificios, el 
mantenimiento y reparación de sus tejados 
y fachadas, así como la mejora de 

infraestructuras de su propiedad situados en 
el entorno que sea objeto de protección de 
las ciudades españolas o de los conjuntos 
arquitectónicos, arqueológicos, naturales o 
paisajísticos y de los bienes declarados 
Patrimonio Mundial por la Unesco situados 
en España.» 

«Artículo 134. Rentas exentas. 

1. Estarán exentas las siguientes rentas 
obtenidas por las entidades que se citan en 
el artículo anterior: 

a) Las que procedan de la realización de 
actividades que constituyan su objeto social 
o finalidad específica. 

A efectos de la aplicación de este régimen a 
la Entidad de Derecho Público Puertos del 
Estado y a las Autoridades Portuarias se 
considerará que no proceden de la 
realización de explotaciones económicas los 
ingresos de naturaleza tributaria y los 
procedentes del ejercicio de la potestad 
sanciona dora y de la actividad 
administrativa realizadas por las 
Autoridades Portuarias, así como los 
procedentes de la actividad de coordinación 
y control de eficiencia del sistema portuario 
realizada por el Ente Público Puertos del 
Estado. 

b) Las derivadas de adquisiciones y de 
transmisiones a título lucrativo, siempre 
que unas y otras se obtengan o realicen en 
cumplimiento de su objeto o finalidad 
específica. 

c) Las que se pongan de manifiesto en la 
transmisión onerosa de bienes afectos a la 
realización del objeto o finalidad específica 
cuando el total producto obtenido se destine 
a nuevas inversiones relacionadas con dicho 
objeto o finalidad específica. 

Las nuevas inversiones deberán realizarse 
dentro del plazo comprendido entre el año 
anterior a la fecha de la entrega o puesta a 
disposición del elemento patrimonial y los 
tres años posteriores y deban tenerse en el 
patrimonio de la entidad durante siete años, 
excepto que su vida útil conforme al 
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método de amortización, de los admitidos 
en el artículo 11.1 de esta Ley, que se 
aplique fuere inferior. 

En caso de no realizarse la inversión dentro 
del plazo señalado, la parte de cuota íntegra 
correspondiente a la renta obtenida se 
ingresará, además de los intereses de 
demora, conjuntamente con la cuota 
correspondiente al período impositivo en 
que venció aquél. 

La transmisión de dichos elementos antes 
del término del mencionado plazo 
determinará la integración en la base 
imponible de la parte de renta no gravada, 
salvo que el importe obtenido sea objeto de 
una nueva reinversión. 

2. La exención a que se refiere el apartado 
anterior no alcanzará a los rendimientos de 
explotaciones económicas, ni a las rentas 
derivadas del patrimonio, ni a las rentas 
obtenidas en transmisiones, distintas de las 
señaladas en él. 

3. Se considerarán rendimientos de una 
explotación económica todos aquellos que 
procediendo del trabajo personal y del 
capital conjuntamente, o de uno solo de 
estos factores, supongan por parte del sujeto 
pasivo la ordenación por cuenta propia de 
los medios de producción y de recursos 
humanos o de uno de ambos con la 
finalidad de intervenir en la producción o 
distribución de bienes o servicios.» 

6. Se modifica el artículo 135 de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sociedades, que queda redactado en 
los siguientes términos: 

«Artículo 135. Determinación de la base 
imponible. 

1. La base imponible se determinará 
aplicando las normas previstas en el Título 
IV de esta Ley. 

2. No tendrán la consideración de gastos 
fiscalmente deducibles, además de los 
establecidos en el artículo 14 de esta Ley, 
los siguientes: 

a) Los gastos imputables exclusivamente a 
las rentas exentas. Los gastos parcialmente 
imputables a las rentas no exentas serán 
deducibles en el porcentaje que representen 
los ingresos obtenidos en el ejercicio de 
explotaciones económicas no exentas 
respecto de los ingresos totales de la 
entidad. 

b) Las cantidades que constituyan 
aplicación de resultados y, en particular, de 
los que se destinen al sostenimiento de las 
actividades exentas a que se refiere el 
párrafo a) del apartado 1 del artículo 
anterior.» 

7. Se añade un nuevo párrafo al apartado 1 
del artículo 139 de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, 
que queda redactado en los siguientes 
términos: 

«1. Los sujetos pasivos de este impuesto 
deberán llevar su contabilidad de acuerdo 
con lo previsto en el Código de Comercio o 
con lo establecido en las normas por las que 
se rigen. 

En todo caso, los sujetos pasivos a que se 
refiere el Título VIII, capítulo XV, de esta 
Ley llevarán su contabilidad de tal forma 
que permita identificar los ingresos y gastos 
correspondientes a las rentas y 
explotaciones económicas no exentas.» 

 Disposición adicional tercera. 
Modificación del Real Decreto legislativo 
1/1993, de 24 de septiembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados. 

Se modifica la letra A) del artículo 45.1 del 
texto refundido del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados, aprobado por el 
Real Decreto legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre, que quedará redactado en los 
siguientes términos: 

«1. A) Estarán exentos del impuesto: 
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a) El Estado y las Administraciones 
públicas territoriales e institucionales y sus 
establecimientos de beneficencia, cultura, 
Seguridad Social, docentes o de fines 
científicos. 

Esta exención será igualmente aplicable a 
aquellas entidades cuyo régimen fiscal haya 
sido equiparado por una Ley al del Estado o 
al de las Administraciones públicas citadas. 

b) Las entidades sin fines lucrativos a que 
se refiere el artículo 2 de la Ley 49/2002, 
de..., de régimen fiscal de las entidades sin 
fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo, que se acojan al régimen 
fiscal especial en la forma prevista en el 
artículo 14 de dicha Ley. 

A la autoliquidación en que se aplique la 
exención se acompañará la documentación 
que acredite el derecho a la exención. 

c) Las cajas de ahorro, por las adquisiciones 
directamente destinadas a su obra social. 

d) La Iglesia Católica y las iglesias, 
confesiones y comunidades religiosas que 
tengan suscritos acuerdos de cooperación 
con el Estado español. 

e) El Instituto de España y las Reales 
Academias integradas en el mismo, así 
como las instituciones de las Comunidades 
Autónomas que tengan fines análogos a los 
de la Real Academia Española. 

f) La Cruz Roja Española y la Organización 
Nacional de Ciegos Españoles. 

g) La Obra Pía de los Santos Lugares.» 

Disposición adicional cuarta. Régimen 
fiscal de los bienes integrantes del 
Patrimonio Histórico de las Comunidades 
Autónomas. 

El régimen establecido en esta Ley 
referente a los bienes integrantes del 
Patrimonio Histórico Español, inscritos en 
el Registro general de bienes de interés 
cultural o incluidos en el Inventario general 
a que se refiere la Ley 16/1985, de 25 de 

junio, del Patrimonio Histórico Español, se 
aplicará a los bienes culturales declarados o 
inscritos por las Comunidades Autónomas, 
de acuerdo con lo establecido en sus 
normas reguladoras. 

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 
18 de esta Ley y en el artículo 73 de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, la valoración de tales 
bienes por las Comunidades Autónomas se 
realizará por sus órganos competentes 
según las respectivas normas reguladoras. 
Asimismo, la valoración se realizará por los 
mismos órganos cuando la donataria sea 
una Comunidad Autónoma. 

Disposición adicional quinta. Régimen 
tributario de la Cruz Roja Española y de la 
Organización Nacional de Ciegos 
Españoles. 

El régimen previsto en los artículos 5 a 15, 
ambos inclusive, de esta Ley será de 
aplicación a la Cruz Roja Española y a la 
Organización Nacional de Ciegos 
Españoles, siempre que cumplan el 
requisito establecido en el último párrafo 
del número 5.° del artículo 3 de esta Ley, 
conservando su vigencia las exenciones 
concedidas con anterioridad a su entrada en 
vigor. 

Estas entidades serán consideradas como 
entidades beneficiarias del mecenazgo a los 
efectos previstos en los artículos 16 a 25, 
ambos inclusive, de esta Ley. 

Disposición adicional sexta. Obra Pía de 
los Santos Lugares. 

El régimen previsto en los artículos 5 a 15, 
ambos inclusive, de esta Ley será de 
aplicación a la Obra Pía de los Santos 
Lugares, siempre que cumpla el requisito 
establecido en el número 5.° del artículo 3 
de esta Ley. La Obra Pía será considerada 
como entidad beneficiaria del mecenazgo a 
los efectos previstos en los artículos 16 a 
25, ambos inclusive, de esta Ley. 

Disposición adicional séptima. Régimen 
tributario de los consorcios Casa de 
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América, Casa Asia e «Institut Europeu de 
la Mediterránia». 

Los consorcios Casa de América, Casa Asia 
e «lnstitut Europeu de la Mediterránia» 
serán considerados entidades beneficiarias 
del mecenazgo a los efectos previstos en los 
artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta 
Ley. 

Disposición adicional octava. Fundaciones 
de entidades religiosas. 

Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin 
perjuicio de lo establecido en los acuerdos 
con la Iglesia Católica y en los acuerdos y 
convenios de cooperación suscritos por el 
Estado con las iglesias, confesiones y 
comunidades religiosas, así como en las 
normas dictadas para su aplicación, para las 
fundaciones propias de estas entidades, que 
podrán optar por el régimen fiscal 
establecido en los artículos 5 a 25 de esta 
Ley, siempre que en este último caso 
presenten la certificación de su inscripción 
en el Registro de Entidades Religiosas, y 
cumplan el requisito establecido en el 
número 5.° del artículo 3 de esta Ley. 

Disposición adicional novena. Régimen 
tributario de la Iglesia Católica y de otras 
iglesias, confesiones y comunidades 
religiosas. 

1. El régimen previsto en los artículos 5 a 
15, ambos inclusive, de esta Ley será de 
aplicación a la Iglesia Católica y a las 
iglesias, confesiones y comunidades 
religiosas que tengan suscritos acuerdos de 
cooperación con el Estado español, sin 
perjuicio de lo establecido en los acuerdos a 
que se refiere la disposición adicional 
anterior. 

2. El régimen previsto en esta Ley será 
también de aplicación a las asociaciones y 
entidades religiosas comprendidas en el 
artículo V del Acuerdo sobre Asuntos 
Económicos suscrito entre el Estado 
español y la Santa Sede, así como a las 
entidades contempladas en el apartado 5 del 
artículo 11 de la Ley 24/1992, de 10 de 
noviembre, por la que se aprueba el 
Acuerdo de Cooperación del Estado con la 

Federación de Entidades Religiosas 
Evangélicas de España; en el apartado 5 del 
artículo 11 de la Ley 25/1992, de 10 de 
noviembre, por la que se aprueba el 
Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Federación de Comunidades Israelitas de 
España, y en el apartado 4 del artículo 11 de 
la Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la 
que se aprueba el Acuerdo de Cooperación 
del Estado con la Comisión Islámica de 
España, siempre que estas entidades 
cumplan los requisitos exigidos por esta 
Ley a las entidades sin fines lucrativos para 
la aplicación de dicho régimen. 

3. Las entidades de la Iglesia Católica 
contempladas en los artículos IV y V del 
Acuerdo sobre Asuntos Económicos entre 
el Estado español y la Santa Sede, y las 
igualmente existentes en los acuerdos de 
cooperación del Estado español con otras 
iglesias, confesiones y comunidades 
religiosas, serán consideradas entidades 
beneficiarias del mecenazgo a los efectos 
previstos en los artículos 16 a 25, ambos 
inclusive, de esta Ley. 

Disposición adicional décima. Régimen 
tributario del Instituto de España y las 
Reales Academias integradas en el mismo, 
así como de las instituciones de las 
Comunidades Autónomas que tengan fines 
análogos a los de la Real Academia 
Española. 

Las exenciones establecidas en el artículo 
15 de esta Ley serán de aplicación al 
Instituto de España y a las Reales 
Academias integradas en el mismo, así 
como a las instituciones de las 
Comunidades Autónomas con lengua 
oficial propia que tengan fines análogos a 
los de la Real Academia Española. Estas 
entidades serán consideradas entidades 
beneficiarias del mecenazgo a los efectos 
previstos en los artículos 16 a 25, ambos 
inclusive, de esta Ley. 

Disposición adicional decimoprimera. Obra 
social de las cajas de ahorro. 

Las entidades sin fines lucrativos podrán 
destinar el patrimonio resultante de su 
disolución a la obra social de las cajas de 
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ahorro, siempre que así esté expresa mente 
contemplado en el negocio fundacional o en 
los estatutos de la entidad disuelta, no 
siendo de aplicación en este supuesto el 
número 6.°del artículo 3. 

Disposición adicional decimosegunda. 
Federaciones deportivas, Comité Olímpico 
Español y Comité Paraolímpico Español  

1. Los ingresos de los espectáculos 
deportivos obtenidos por las entidades 
relacionadas en el párrafo e) del artículo 2 
de esta Ley no se incluirán en el cómputo 
del 40 por 100 de los ingresos de 
explotaciones económicas no exentas a que 
se refiere el requisito del número 3.° de su 
artículo 3. 

2. Están exentas del Impuesto sobre 
Sociedades las rentas obtenidas por las 
entidades relacionadas en el párrafo e) del 
artículo 2 de esta Ley que procedan de la 
celebración, retransmisión o difusión por 
cualquier medio de las competiciones 
amistosas u oficiales en las que participen 
las selecciones nacionales o autonómicas, 
siempre que la organización de dichas 
competiciones sea de su exclusiva 
competencia. 

Disposición adicional decimotercera. 
Régimen tributario de las entidades 
benéficas de construcción. 

Las entidades benéficas de construcción 
constituidas al amparo del artículo 5 de la 
Ley de 15 de julio de 1954 podrán optar por 
el régimen previsto en los artículos 5 a 15, 
ambos inclusive, de esta Ley, siempre que 
cumplan los requisitos establecidos en la 
normativa propia reguladora de estas 
entidades, se encuentren debidamente 
inscritas en el registro correspondiente de la 
Administración central o autonómica, y 
cumplan el requisito establecido en el 
número 5.° del artículo 3 de esta Ley. No se 
aplicará a estas entidades lo previsto en los 
artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta 
Ley. 

Disposición adicional decimocuarta. 
Consultas vinculantes. 

Durante los primeros seis meses siguientes 
a la entra da en vigor de esta Ley podrán 
formularse a la Administración tributaria 
consultas sobre la aplicación de la Ley, 
cuya contestación tendrá carácter 
vinculante, en los términos siguientes: 

Primero. Las consultas podrán plantearse 
exclusivamente por las federaciones y 
asociaciones de las entidades a que se 
refiere el párrafo f) del artículo 2 de esta 
Ley, por las Federaciones deportivas 
españolas y por las Conferencias, 
Comisiones y Secretarías que representen, 
respectivamente, a las entidades a que se 
refiere la disposición adicional novena de 
esta Ley, referidas a cuestiones que afecten 
a sus miembros o asociados. 

Segundo. Las contestaciones de la 
Administración tributaria a las consultas 
que se formulen en los términos anteriores 
se comunicarán a la entidad consultante y 
se publicarán en el «Boletín Oficial del 
Ministerio de Hacienda» 

Tercero. La presentación, tramitación y 
contestación de estas consultas, así como 
los efectos de su con testación, se regirán 
por lo dispuesto en el Real Decreto 
404/1997, de 21 de marzo, por el que se 
establece el régimen aplicable a las 
consultas cuya contestación deba tener 
carácter vinculante para la Administración 
tributaria. 

Disposición adicional decimoquinta. 
Ciudades, conjuntos y bienes declarados 
Patrimonio Mundial por la Unesco situados 
en España. 

A los efectos de las deducciones previstas 
en las disposiciones adicionales primera y 
segunda de esta Ley, se relacionan en el 
anexo de la presente Ley las ciudades 
españolas y los conjuntos arquitectónicos, 
arqueológicos, naturales o paisajísticos y 
los bienes declarados Patrimonio Mundial 
por la Unesco situados en España. 

Disposición adicional decimosexta. 
Haciendas locales. 
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A efectos de lo establecido en esta Ley, no 
será de aplicación lo dispuesto en el primer 
párrafo del apartado 2 del artículo 9 de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
reguladora de las Haciendas Locales. 

Disposición adicional decimoséptima. 
Remisiones normativas. 

Las remisiones normativas realizadas al 
Título II de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General, se 
entenderán hechas a los preceptos de esta 
Ley. 

Disposición transitoria primera. Régimen 
transitorio de las exenciones concedidas al 
amparo de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General 

Las exenciones concedidas a las entidades a 
las que se refiere el artículo 2 de esta Ley, 
al amparo de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la Participación Privada en 
Actividades de Interés General, mantendrán 
su vigencia durante un período de dos años 
a partir de la entrada en vigor de esta Ley. 

Disposición transitoria segunda. Régimen 
transitorio de los administradores de 
sociedades mercantiles nombrados por 
entidades sin fines lucrativos.  

Las entidades sin fines lucrativos 
constituidas antes de la entrada en vigor de 
esta Ley que opten por aplicar el régimen 
fiscal especial previsto en su Título II 
dispondrán del plazo de un año desde dicha 
entrada en vigor para dar cumplimiento al 
requisito establecido en el último párrafo 
del número 5.º de su artículo 3, en relación 
con los administradores que estas entidades 
hayan nombrado en las sociedades 
mercantiles en que participen. 

Disposición transitoria tercera. Adaptación 
de los estatutos. 

Las entidades sin fines lucrativos 
constituidas antes de la entrada en vigor de 
esta Ley que opten por aplicar el régimen 
fiscal especial previsto en su Título II 
dispondrán de un plazo de dos años desde 
dicha entrada en vigor para adaptar sus 
estatutos a lo establecido en el número 6.º 
de su artículo 3. 

Disposición derogatoria única. 

A la entrada en vigor de esta Ley quedarán 
derogadas todas las disposiciones que se 
opongan a lo establecido en la misma y, en 
particular, el Título II y las disposiciones 
adicionales cuarta a séptima, novena a 
duodécima y decimoquinta y decimosexta 
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de 
Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la 
Participación Privada en Actividades de 
Interés General. 

Disposición final primera. Habilitación a la 
Ley de Presupuestos 

Generales del Estado. 

La Ley de Presupuestos Generales del 
Estado podrá modificar, de conformidad 
con lo previsto en el apartado 7 del artículo 
134 de la Constitución Española: 

a) El tipo de gravamen de las entidades sin 
fines lucrativos. 

b) Los porcentajes de deducción y límites 
cuantitativos para su aplicación previstos en 
esta Ley. 

Disposición final segunda. Habilitación 
normativa 

Se autoriza al Gobierno a dictar las 
disposiciones necesarias para el desarrollo y 
ejecución de esta Ley.  

Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

Esta Ley entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». 
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Las disposiciones relativas al Impuesto 
sobre Sociedades, al Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles y al Impuesto sobre Actividades 
Económicas surtirán efectos sólo para los 
períodos impositivos que se inicien a partir 
de la entrada en vigor de la Ley. 

Por tanto, 

Mando a todos los españoles, particulares y 
autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta Ley. 

Madrid, 23 de diciembre de 2002 

El Presidente del Gobierno, 

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 

JUAN CARLOS R. 
  

ANEXO 

Ciudades y conjuntos arquitectónicos, 
arqueológicos, naturales o paisajísticos y 
bienes declarados Patrimonio Mundial por 
la Unesco situados en España: 

Parque y Palacio Güell y Casa Milà, 
Barcelona. 

Monasterio y Sitio de El Escorial, Madrid. 

Catedral de Burgos. 

Alhambra, Generalife y Albaicín, Granada. 

Centro histórico de Córdoba. 

Monumentos de Oviedo y del reino de 
Asturias. 

Cuevas de Altamira. 

Ciudad vieja de Segovia y su Acueducto. 

Ciudad vieja de Santiago de Compostela. 

Ciudad vieja de Ávila e iglesias extramuros. 

Arquitectura mudéjar de Aragón. 

Parque nacional de Garajonay. 

Ciudad vieja de Cáceres. 

Ciudad histórica de Toledo. 

Catedral, Alcázar y Archivo de Indias, 
Sevilla. 

Ciudad vieja de Salamanca. 

Monasterio de Poblet. 

Conjunto arqueológico de Mérida. 

El Monasterio Real de Santa María de 
Guadalupe. 

El Camino de Santiago de Compostela. 

Parque Nacional de Doñana. 

Ciudad histórica fortificada de Cuenca. 

La Lonja de la Seda de Valencia. 

Palau de la música catalana y Hospital de 
San Pau, Barcelona. 

Las Médulas. 

Monasterios de San Millán de Yuso y de 
Suso. 

Arte rupestre del Arco Mediterráneo de la 
Península Ibérica. 

Universidad y recinto histórico de Alcalá de 
Henares. 

Ibiza, biodiversidad y cultura. 

San Cristóbal de La Laguna. 

Sitio arqueológico de Atapuerca. 

Palmeral de Elche. 

Iglesias románicas catalanas del valle del 
Boí. 

Muralla romana de Lugo. 
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Conjunto arqueológico de Tarragona. Paisaje cultural de Aranjuez. 
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Texto Legal:  
 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 

I 

El artículo 34 de la Constitución reconoce 
el derecho de fundación para fines de 
interés general, con arreglo a la Ley. Por 
su parte, el artículo 53.1 del texto 
constitucional reserva a la ley la regulación 
del ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en el capítulo segundo del 
Título I, entre los que se encuentra el de 
fundación, especificando que dichas normas 
legales deben en todo caso respetar el 
contenido esencial de tales derechos y 
libertades. 

Hasta el momento, esta previsión 
constitucional se encontraba cumplida 
mediante la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, de Fundaciones y de incentivos 
fiscales a la participación privada en 
actividades de interés general, que regulaba 
en un solo cuerpo legal el régimen jurídico 
de los entes fundacionales y las ventajas de 
carácter impositivo que se conceden a las 
personas privadas, físicas o jurídicas (sin 
limitarse a las de naturaleza fundacional), 
por sus actividades o aportaciones 

económicas en apoyo de determinadas 
finalidades de interés público o social. 
Dicha Ley puso fin a un régimen regulador 
de las fundaciones que cabría calificar de 
vetusto (algunas de sus normas databan de 
mediados del siglo XIX), fragmentario, 
incompleto y aun contradictorio, 
satisfaciendo las legítimas demandas y 
aspiraciones reiteradamente planteadas por 
el sector, y adaptando, en suma, esta 
normativa a las exigencias del nuevo orden 
constitucional, singularmente en lo que se 
refiere al sistema de distribución de 
competencias entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. 

Diversas exigencias aconsejan, sin 
embargo, proceder a la revisión de este 
marco legal. 

En primer lugar, resulta necesario acoger en 
nuestro sistema jurídico algunas 
experiencias innovadoras que se han 
desarrollado en los últimos años en el 
derecho comparado, y que pueden servir 
para fortalecer el fenómeno fundacional en 
nuestro país. 
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Por otro lado, la reforma de respuesta a las 
demandas de las propias fundaciones, en un 
sentido general de superar ciertas rigideces 
de la anterior regulación, que, sin significar 
claras ventajas para el interés público, 
dificultaban el adecuado desenvolvimiento 
de la actividad fundacional: simplificación 
de trámites administrativos, reducción de 
los actos de control del Protectorado, 
reforma del régimen de organización y 
funcionamiento del Patronato, etc. 

II 

La presente Ley aborda la regulación 
sustantiva y procedimental de las 
fundaciones, dejando para una norma legal 
distinta lo que constituía el contenido del 
Título II de la anterior, esto es, los 
incentivos fiscales a la participación 
privada en actividades de interés general, 
por ser ésta una materia que presenta unos 
perfiles específicos que demandan un 
tratamiento separado. 

Tres son los objetivos que se pretende 
alcanzar con esta nueva regulación del 
derecho de fundación. En primer término, 
reducir la intervención de los poderes 
públicos en el funcionamiento de las 
fundaciones. Así, se ha sustituido en la 
mayor parte de los casos la exigencia de 
autorización previa de actos y negocios 
jurídicos por parte del Protectorado, por la 
de simple comunicación al mismo del acto 
o negocio realizado, con objeto de que 
pueda impugnarlo ante la instancia judicial 
competente, si lo considera contrario a 
derecho, y, eventualmente, ejercitar 
acciones legales contra los patronos 
responsables. 

Por otra parte, se han flexibilizado y 
simplificado los procedimientos, 
especialmente los de carácter económico y 
financiero, eximiendo además a las 
fundaciones de menor tamaño del 
cumplimiento de ciertas obligaciones 
exigibles a las de mayor entidad. 

Por último, la Ley pretende, a lo largo de 
todo su articulado, dinamizar y potenciar el 
fenómeno fundacional, como cauce a través 
del que la sociedad civil coadyuva con los 
poderes públicos en la consecución de fines 
de interés general. 

El Parlamento Europeo, en su Resolución 
sobre las fundaciones en Europa (R.A. 
304/93), señala, en este sentido, que 
merecen apoyo especial las fundaciones 
que participen en la creación y desarrollo 
de respuestas e iniciativas, adaptadas a las 
necesidades sociológicas de la sociedad 
contemporánea. Particularmente, las que 
luchan por la defensa de la democracia, el 
fomento de la solidaridad, el bienestar de 
los ciudadanos, la profundización de los 
derechos humanos, la defensa del medio 
ambiente, la financiación de la cultura, las 
ciencias y prácticas médicas y la 
investigación. 

También nuestro Tribunal Constitucional 
(STC 18/1984, de 7 de febrero, entre otras) 
ha apuntado que una de las notas 
características del Estado social de Derecho 
es que los intereses generales se definen a 
través de una interacción entre el Estado y 
los agentes sociales, y que esta 
interpenetración entre lo público y lo 
privado trasciende también al campo de lo 
organizativo, en donde, como es fácil 
entender, las fundaciones desempeñan un 
papel de primera magnitud. 

III 

En un breve repaso de las novedades más 
significativas del nuevo texto legal, destaca 
en el capítulo I la regulación de las 
fundaciones extranjeras, que queda 
circunscrita a aquéllas que pretendan 
ejercer actividades en España de manera 
estable. Se especifica que el Registro 
competente para su inscripción dependerá 
del ámbito, autonómico o supraautonómico 
en que desarrollen principalmente sus 
actividades, y que se sancionará el 
incumplimiento de los requisitos legales 
con la prohibición de usar la denominación 
Fundación en nuestro territorio. 

Se introduce en este capítulo una nueva 
regulación de la denominación de las 
fundaciones, que pretende evitar 
duplicidades e inscripciones abusivas. 

En el capítulo II, la Ley establece una 
presunción de suficiencia de la dotación a 
partir de 30.000 euros, a fin de garantizar la 
viabilidad económica de la nueva entidad, 
sin perjuicio de que esta cantidad pueda ser 
reducida cuando el Protectorado lo 
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considere necesario, en atención a los fines 
específicos de cada fundación. 

Por otra parte, para garantizar la seriedad de 
las actuaciones conducentes a la 
constitución de las fundaciones, se prevé el 
cese de los patronos que no hubiesen 
instado la inscripción de la entidad 
constituida en los seis meses siguientes al 
otorgamiento de la escritura fundacional, 
procediendo el Protectorado a nombrar 
nuevos patronos, previa autorización 
judicial, que asuman explícitamente la 
obligación de inscribir la fundación en el 
correspondiente Registro de Fundaciones. 

En el capítulo III, se potencia la estabilidad 
y el adecuado funcionamiento de los 
órganos de gobierno de las fundaciones con 
la obligatoriedad de la figura del Secretario, 
y con la posibilidad de crear órganos 
distintos del Patronato para el desempeño 
de los cometidos que expresamente se le 
encomienden. 

Con objeto de facilitar el funcionamiento 
del Patronato, se prevé, además de la 
obligada representación de las personas 
jurídicas por personas físicas, que los 
patronos puedan ser representados por otros 
miembros del órgano colegiado. 

Se admite la posibilidad, hasta ahora inédita 
en la Ley, de que el Patronato acuerde una 
retribución adecuada a los patronos que 
presten a la fundación servicios distintos de 
los que implica el desempeño de las 
funciones que les corresponden como 
miembros del Patronato, siempre que el 
fundador no lo hubiese prohibido, 
resolviéndose así una problemática 
reiteradamente planteada por el sector. 

El patrimonio de la fundación, regulado en 
el capítulo IV, es uno de los campos donde 
el principio de libertad inspirador de toda la 
Ley se pone más ampliamente de 
manifiesto, al sustituirse, en determinados 
supuestos, el sistema de autorización previa 
por parte del Protectorado por la simple 
comunicación al mismo del acto o negocio 
realizado, al objeto de que éste pueda, en su 
caso, llevar a cabo las acciones legales 
procedentes. 

En el capítulo V se recoge la posibilidad de 
que la fundación pueda desarrollar por sí 

misma actividades económicas, siempre 
que se trate de actividades relacionadas con 
los fines fundacionales o sean accesorias o 
complementarias de las mismas. 

Con objeto de facilitar la gestión contable 
de las fundaciones de menores dimensiones, 
se autoriza la utilización de modelos 
abreviados de rendición de cuentas cuando 
cumplan los requisitos establecidos 
legalmente al efecto para las sociedades 
mercantiles. Por otra parte, las fundaciones 
de reducido tamaño podrán adoptar un 
modelo simplificado de llevanza de 
contabilidad y estarán exentas de la 
obligación general de someter las cuentas 
anuales a auditoría externa. 

Por otra parte, la obligación de aprobar un 
presupuesto anual ha sido sustituida por la 
de presentar un plan de actuación, con lo 
que, manteniéndose la finalidad esencial de 
ofrecer información acerca de los proyectos 
fundacionales, se facilita en gran medida la 
gestión de estas entidades. 

El capítulo VII reformula las funciones del 
Protectorado, potenciando las de apoyo y 
asesoramiento a las fundaciones sobre las 
que ejerce su competencia, en especial a las 
que se encuentran en proceso de 
constitución. 

En el capítulo VIII, regulador del Registro 
de Fundaciones de competencia estatal, se 
prevé por vez primera la creación de una 
sección de denominaciones, en la que se 
anotarán los nombres de las fundaciones 
inscritas en los Registros estatal y 
autonómicos, así como las denominaciones 
sobre cuya utilización exista reserva 
temporal, con objeto de evitar duplicidades. 

De otro lado, se crea en el Consejo Superior 
de Fundaciones una Comisión de 
cooperación e información registral que se 
encargará de establecer mecanismos para la 
colaboración e información mutua entre 
Registros. 

El capítulo XI diseña el régimen aplicable a 
las fundaciones constituidas 
mayoritariamente por entidades del sector 
público estatal, aplicando la técnica 
fundacional al ámbito de la gestión pública. 
En esta regulación se establecen los 
requisitos y limitaciones exigidos por la 
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especial naturaleza de la referida figura 
fundacional de carácter público. 

En las disposiciones adicionales y finales se 
excluye de la aplicación de la Ley a las 
fundaciones gestionadas por el Patrimonio 
Nacional, denominadas Reales Patronatos, 
y se dispone el estricto respeto a lo 
dispuesto en los acuerdos y convenios de 
cooperación suscritos por el Estado con la 
Iglesia Católica y con otras iglesias y 
confesiones, en relación con las 
fundaciones creadas o fomentadas por las 
mismas. 

Por otra parte, la aplicación de la nueva 
normativa obliga a establecer las necesarias 
previsiones en cuanto a la subsistencia 
temporal de los actuales Registros de 
Fundaciones de competencia estatal, así 
como a fijar un plazo para la adaptación, 
cuando proceda, de los Estatutos de las 
fundaciones ya constituidas. 

En una Ley como la presente, donde se 
contienen preceptos reguladores de las 
fundaciones de competencia estatal junto a 
otros dirigidos a todas las fundaciones, 
resulta de capital importancia efectuar una 
delimitación precisa de los distintos tipos 
de normas. 

En tal sentido, la disposición final primera 
enumera los preceptos que son de 
aplicación a todas las fundaciones, sean 
estatales o autonómicas, bien por regular las 
condiciones básicas que garantizan la 
igualdad de los españoles en el ejercicio del 
derecho de fundación (artículo 149.1.1 CE), 
bien por su naturaleza procesal (artículo 
149.1.6 CE), bien por incorporar normas de 
derecho civil, sin perjuicio de la 
aplicabilidad preferente del derecho civil 
foral o especial allí donde exista (artículo 
149.1.8 CE). Los restantes preceptos de la 
Ley serán de aplicación únicamente a las 
fundaciones de competencia estatal. 

La nueva regulación de las Fundaciones del 
Sector Público Estatal ha obligado a realizar 
en la Ley General Presupuestaria 
determinadas adaptaciones, que se 
introducen por medio de una disposición 
final. 

Por último, cabe destacar que, pese a la 
relevancia de las innovaciones realizadas, 

se ha conservado un importante número de 
preceptos de la Ley de 1994, cuya validez y 
eficacia han sido confirmadas por la 
práctica. 

CAPÍTULO I. 
DISPOSICIONES GENERALES. 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

La presente Ley tiene por objeto desarrollar 
el derecho de fundación, reconocido en el 
artículo 34 de la Constitución y establecer 
las normas de régimen jurídico de las 
fundaciones que corresponde dictar al 
Estado, así como regular las fundaciones de 
competencia estatal. 

Artículo 2. Concepto. 

1. Son fundaciones las organizaciones 
constituidas sin fin de lucro que, por 
voluntad de sus creadores, tienen afectado 
de modo duradero su patrimonio a la 
realización de fines de interés general. 

2. Las fundaciones se rigen por la voluntad 
del fundador, por sus Estatutos y, en todo 
caso, por la Ley. 

Artículo 3. Fines y beneficiarios. 

1. Las fundaciones deberán perseguir fines 
de interés general, como pueden ser, entre 
otros, los de defensa de los derechos 
humanos, de las víctimas del terrorismo y 
actos violentos, asistencia social e inclusión 
social, cívicos, educativos, culturales, 
científicos, deportivos, sanitarios, laborales, 
de fortalecimiento institucional, de 
cooperación para el desarrollo, de 
promoción del voluntariado, de promoción 
de la acción social, de defensa del medio 
ambiente, y de fomento de la economía 
social, de promoción y atención a las 
personas en riesgo de exclusión por razones 
físicas, sociales o culturales, de promoción 
de los valores constitucionales y defensa de 
los principios democráticos, de fomento de 
la tolerancia, de desarrollo de la sociedad de 
la información, o de investigación científica 
y desarrollo tecnológico. 

2. La finalidad fundacional debe beneficiar 
a colectividades genéricas de personas. 
Tendrán esta consideración los colectivos 
de trabajadores de una o varias empresas y 
sus familiares. 
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3. En ningún caso podrán constituirse 
fundaciones con la finalidad principal de 
destinar sus prestaciones al fundador o a los 
patronos, a sus cónyuges o personas ligadas 
con análoga relación de afectividad, o a sus 
parientes hasta el cuarto grado inclusive, así 
como a personas jurídicas singularizadas 
que no persigan fines de interés general. 

4. No se incluyen en el apartado anterior las 
fundaciones cuya finalidad exclusiva o 
principal sea la conservación y restauración 
de bienes del patrimonio histórico español, 
siempre que cumplan las exigencias de la 
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español, en particular respecto de 
los deberes de visita y exposición pública 
de dichos bienes. 

Artículo 4. Personalidad jurídica. 

1. Las fundaciones tendrán personalidad 
jurídica desde la inscripción de la escritura 
pública de su constitución en el 
correspondiente Registro de Fundaciones. 
La inscripción sólo podrá ser denegada 
cuando dicha escritura no se ajuste a las 
prescripciones de la ley. 

2. Sólo las entidades inscritas en el Registro 
al que se refiere el apartado anterior, podrán 
utilizar la denominación de Fundación. 

Artículo 5. Denominación. 

1. La denominación de las fundaciones se 
ajustará a las siguientes reglas: 

a. Deberá figurar la palabra 
Fundación, y no podrá coincidir o 
asemejarse de manera que pueda 
crear con fusión con ninguna otra 
previamente inscrita en los 
Registros de Fundaciones. 

b. No podrán incluirse términos o 
expresiones que resulten contrarios 
a las leyes o que puedan vulnerar 
los derechos fundamentales de las 
personas. 

c. No podrá formarse exclusivamente 
con el nombre de España, de las 
Comunidades Autónomas o de las 
Entidades Locales, ni utilizar el 
nombre de organismos oficiales o 
públicos, tanto nacionales como 
internacionales, salvo que se trate 
del propio de las entidades 
fundadoras. 

d. La utilización del nombre o 
seudónimo de una persona física o 
de la denominación o acrónimo de 
una persona jurídica distintos del 
fundador deberá contar con su 
consentimiento expreso, o, en caso 
de ser incapaz, con el de su 
representante legal. 

e. No podrán adoptarse 
denominaciones que hagan 
referencia a actividades que no se 
correspondan con los fines 
fundacionales, o induzcan a error o 
confusión respecto de la naturaleza 
o actividad de la fundación. 

f. Se observarán las prohibiciones y 
reservas de denominación previstas 
en la legislación vigente. 

2. No se admitirá ninguna denominación 
que incumpla cualquiera de las reglas 
establecidas en el apartado anterior, o 
conste que coincide o se asemeja con la de 
una entidad preexistente inscrita en otro 
Registro público, o con una denominación 
protegida o reservada a otras entidades 
públicas o privadas por su legislación 
específica. 

Artículo 6. Domicilio. 

1. Deberán estar domiciliadas en España las 
fundaciones que desarrollen principalmente 
su actividad dentro del territorio nacional. 

2. Las fundaciones tendrán su domicilio 
estatutario en el lugar donde se encuentre la 
sede de su Patronato, o bien en el lugar en 
que desarrollen principalmente sus 
actividades. 

Las fundaciones que se inscriban en España 
para desarrollar una actividad principal en 
el extranjero, tendrán su domicilio 
estatutario en la sede de su Patronato dentro 
del territorio nacional. 

Artículo 7. Fundaciones extranjeras. 

1. Las fundaciones extranjeras que 
pretendan ejercer sus actividades de forma 
estable en España, deberán mantener una 
delegación en territorio español que 
constituirá su domicilio a los efectos de esta 
Ley, e inscribirse en el Registro de 
Fundaciones competente en función del 
ámbito territorial en que desarrollen 
principalmente sus actividades. 
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2. La fundación extranjera que pretenda su 
inscripción deberá acreditar ante el Registro 
de Fundaciones correspondiente que ha sido 
válidamente constituida con arreglo a su ley 
personal. 

La inscripción podrá denegarse cuando no 
se acredite la circunstancia señalada en el 
párrafo anterior, así como cuando los fines 
no sean de interés general con arreglo al 
ordenamiento español. 

3. Las fundaciones extranjeras que 
incumplan los requisitos establecidos en 
este artículo no podrán utilizar la 
denominación de Fundación. 

4. Las delegaciones en España de 
fundaciones extranjeras quedarán sometidas 
al Protectorado que corresponda en función 
del ámbito territorial en que desarrollen 
principalmente sus actividades, siéndoles de 
aplicación el régimen jurídico previsto para 
las fundaciones españolas. 

CAPÍTULO II. 

 
CONSTITUCIÓN DE LA 
FUNDACIÓN. 

Artículo 8. Capacidad para fundar. 

1. Podrán constituir fundaciones las 
personas físicas y las personas jurídicas, 
sean éstas públicas o privadas. 

2. Las personas físicas requerirán de 
capacidad para disponer gratuitamente, 
inter vivos o mortis causa, de los bienes y 
derechos en que consista la dotación. 

3. Las personas jurídicas privadas de índole 
asociativa requerirán el acuerdo expreso del 
órgano competente para disponer 
gratuitamente de sus bienes, con arreglo a 
sus Estatutos o a la legislación que les 
resulte aplicable. Las de índole institucional 
deberán contar con el acuerdo de su órgano 
rector. 

4. Las personas jurídico-públicas tendrán 
capacidad para constituir fundaciones, salvo 
que sus normas reguladoras establezcan lo 
contrario. 

Artículo 9. Modalidades de constitución. 

1. La fundación podrá constituirse por actos 
inter vivos o mortis causa. 

2. La constitución de la fundación por acto 
inter vivos se realizará mediante escritura 
pública, con el contenido que determina el 
artículo siguiente. 

3. La constitución de la fundación por acto 
mortis causa se realizará 
testamentariamente, cumpliéndose en el 
testamento los requisitos establecidos en el 
artículo siguiente para la escritura de 
constitución. 

4. Si en la constitución de una fundación 
por acto mortis causa el testador se hubiera 
limitado a establecer su voluntad de crear 
una fundación y de disponer de los bienes y 
derechos de la dotación, la escritura pública 
en la que se contengan los demás requisitos 
exigidos por esta Ley se otorgará por el 
albacea testamentario y, en su defecto, por 
los herederos testamentarios. En caso de 
que éstos no existieran, o incumplieran esta 
obligación, la escritura se otorgará por el 
Protectorado, previa autorización judicial. 

Artículo 10. Escritura de constitución. 

La escritura de constitución de una 
fundación deberá contener, al menos, los 
siguientes extremos: 

a. El nombre, apellidos, edad y estado 
civil del fundador o fundadores, si 
son personas físicas, y su 
denominación o razón social, si son 
personas jurídicas, y, en ambos 
casos, su nacionalidad y domicilio 
y número de identificación fiscal. 

b. La voluntad de constituir una 
fundación. 

c. La dotación, su valoración y la 
forma y realidad de su aportación. 

d. Los Estatutos de la fundación, cuyo 
contenido se ajustará a las 
prescripciones del artículo 
siguiente. 

e. La identificación de las personas 
que integran el Patronato, así como 
su aceptación si se efectúa en el 
momento fundacional. 

Artículo 11. Estatutos. 

1. En los Estatutos de la fundación se hará 
constar: 

a. La denominación de la entidad. 
b. Los fines fundacionales. 
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c. El domicilio de la fundación y el 
ámbito territorial en que haya de 
desarrollar principalmente sus 
actividades. 

d. Las reglas básicas para la 
aplicación de los recursos al 
cumplimiento de los fines 
fundacionales y para la 
determinación de los beneficiarios. 

e. La composición del Patronato, las 
reglas para la designación y 
sustitución de sus miembros, las 
causas de su cese, sus atribuciones 
y la forma de deliberar y adoptar 
acuerdos. 

f. Cualesquiera otras disposiciones y 
condiciones lícitas que el fundador 
o fundadores tengan a bien 
establecer. 

2. Toda disposición de los Estatutos de la 
fundación o manifestación de la voluntad 
del fundador que sea contraria a la Ley se 
tendrá por no puesta, salvo que afecte a la 
validez constitutiva de aquélla. En este 
último caso, no procederá la inscripción de 
la fundación en el correspondiente Registro 
de Fundaciones. 

Artículo 12. Dotación. 

1. La dotación, que podrá consistir en 
bienes y derechos de cualquier clase, ha de 
ser adecuada y suficiente para el 
cumplimiento de los fines fundacionales. Se 
presumirá suficiente la dotación cuyo valor 
económico alcance los 30.000 euros. 

Cuando la dotación sea de inferior valor, el 
fundador deberá justificar su adecuación y 
suficiencia a los fines fundacionales 
mediante la presentación del primer 
programa de actuación, junto con un 
estudio económico que acredite su 
viabilidad utilizando exclusivamente dichos 
recursos. 

2. Si la aportación es dineraria, podrá 
efectuarse en forma sucesiva. En tal caso, el 
desembolso inicial será, al menos, del 25 %, 
y el resto se deberá hacer efectivo en un 
plazo no superior a cinco años, contados 
desde el otorgamiento de la escritura 
pública de constitución de la fundación. 

Si la aportación no es dineraria, deberá 
incorporarse a la escritura de constitución 

tasación realizada por un experto 
independiente. 

En uno y otro caso, deberá acreditarse o 
garantizarse la realidad de las aportaciones 
ante el notario autorizante, en los términos 
que reglamentariamente se establezcan. 

3. Se aceptará como dotación el 
compromiso de aportaciones de terceros, 
siempre que dicha obligación conste en 
títulos de los que llevan aparejada 
ejecución. 

4. Formarán también parte de la dotación 
los bienes y derechos de contenido 
patrimonial que durante la existencia de la 
fundación se aporten en tal concepto por el 
fundador o por terceras personas, o que se 
afecten por el Patronato, con carácter 
permanente, a los fines fundacionales. 

5. En ningún caso se considerará dotación 
el mero propósito de recaudar donativos. 

Artículo 13. Fundación en proceso de 
formación. 

1. Otorgada la escritura fundacional, y en 
tanto se procede a la inscripción en el 
correspondiente Registro de Fundaciones, 
el Patronato de la fundación realizará, 
además de los actos necesarios para la 
inscripción, únicamente aquellos otros que 
resulten indispensables para la conservación 
de su patrimonio y los que no admitan 
demora sin perjuicio para la fundación, los 
cuales se entenderán automáticamente 
asumidos por ésta cuando obtenga 
personalidad jurídica. 

2. Transcurridos seis meses desde el 
otorgamiento de la escritura pública 
fundacional sin que los patronos hubiesen 
instado la inscripción en el correspondiente 
Registro de Fundaciones, el Protectorado 
procederá a cesar a los patronos, quienes 
responderán solidariamente de las 
obligaciones contraídas en nombre de la 
fundación y por los perjuicios que ocasione 
la falta de inscripción. 

Asimismo, el Protectorado procederá a 
nombrar nuevos patronos, previa 
autorización judicial, que asumirán la 
obligación de inscribir la fundación en el 
correspondiente Registro de Fundaciones. 

CAPÍTULO III. 
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GOBIERNO DE LA FUNDACIÓN. 

Artículo 14. Patronato. 

1. En toda fundación deberá existir, con la 
denominación de Patronato, un órgano de 
gobierno y representación de la misma, que 
adoptará sus acuerdos por mayoría en los 
términos establecidos en los Estatutos. 

2. Corresponde al Patronato cumplir los 
fines fundacionales y administrar con 
diligencia los bienes y derechos que 
integran el patrimonio de la fundación, 
manteniendo el rendimiento y utilidad de 
los mismos. 

Artículo 15. Patronos. 

1. El Patronato estará constituido por un 
mínimo de tres miembros, que elegirán 
entre ellos un Presidente, si no estuviera 
prevista de otro modo la designación del 
mismo en la escritura de constitución o en 
los Estatutos. 

Asimismo, el Patronato deberá nombrar un 
Secretario, cargo que podrá recaer en una 
persona ajena a aquel, en cuyo caso tendrá 
voz pero no voto, y a quien corresponderá 
la certificación de los acuerdos del 
Patronato. 

2. Podrán ser miembros del Patronato las 
personas físicas que tengan plena capacidad 
de obrar y no estén inhabilitadas para el 
ejercicio de cargos públicos. 

Las personas jurídicas podrán formar parte 
del Patronato, y deberán designar a la 
persona o personas físicas que las 
representen en los términos establecidos en 
los Estatutos. 

3. Los patronos entrarán a ejercer sus 
funciones después de haber aceptado 
expresamente el cargo en documento 
público, en documento privado con firma 
legitimada por notario o mediante 
comparecencia realizada al efecto en el 
Registro de Fundaciones. 

Asimismo, la aceptación se podrá llevar a 
cabo ante el Patronato, acreditándose a 
través de certificación expedida por el 
Secretario, con firma legitimada 
notarialmente. 

En todo caso, la aceptación se notificará 
formalmente al Protectorado, y se inscribirá 
en el Registro de Fundaciones. 

4. Los patronos ejercerán su cargo 
gratuitamente sin perjuicio del derecho a ser 
reembolsados de los gastos debidamente 
justificados que el cargo les ocasione en el 
ejercicio de su función. 

No obstante lo establecido en el párrafo 
anterior, y salvo que el fundador hubiese 
dispuesto lo contrario, el Patronato podrá 
fijar una retribución adecuada a aquellos 
patronos que presten a la fundación 
servicios distintos de los que implica el 
desempeño de las funciones que les 
corresponden como miembros del 
Patronato, previa autorización del 
Protectorado. 

5. El cargo de patrono que recaiga en 
persona física deberá ejercerse 
personalmente. No obstante, podrá actuar 
en su nombre y representación otro patrono 
por él designado. Esta actuación será 
siempre para actos concretos y deberá 
ajustarse a las instrucciones que, en su caso, 
el representado formule por escrito. 

Podrá actuar en nombre de quien fuera 
llamado a ejercer la función de patrono por 
razón del cargo que ocupare, la persona a 
quien corresponda su sustitución. 

Artículo 16. Delegación y apoderamientos. 

1. Si los Estatutos no lo prohibieran, el 
Patronato podrá delegar sus facultades en 
uno o más de sus miembros. No son 
delegables la aprobación de las cuentas y 
del plan de actuación, la modificación de 
los Estatutos, la fusión y la liquidación de la 
fundación ni aquellos actos que requieran la 
autorización del Protectorado. 

2. Los Estatutos podrán prever la existencia 
de otros órganos para el desempeño de las 
funciones que expresamente se les 
encomienden, con las excepciones previstas 
en el párrafo anterior. 

3. El Patronato podrá otorgar y revocar 
poderes generales y especiales, salvo que 
los Estatutos dispongan lo contrario. 

4. Las delegaciones, los apoderamientos 
generales y su revocación, así como la 
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creación de otros órganos, deberán 
inscribirse en el Registro de Fundaciones. 

Artículo 17. Responsabilidad de los 
patronos. 

1. Los patronos deberán desempeñar el 
cargo con la diligencia de un representante 
leal. 

2. Los patronos responderán solidariamente 
frente a la fundación de los daños y 
perjuicios que causen por actos contrarios a 
la Ley o a los Estatutos, o por los realizados 
sin la diligencia con la que deben 
desempeñar el cargo. Quedarán exentos de 
responsabilidad quienes hayan votado en 
contra del acuerdo, y quienes prueben que, 
no habiendo intervenido en su adopción y 
ejecución, desconocían su existencia o, 
conociéndola, hicieron todo lo conveniente 
para evitar el daño o, al menos, se 
opusieron expresamente a aquel. 

3. La acción de responsabilidad se 
entablará, ante la autoridad judicial y en 
nombre de la fundación: 

a. Por el propio órgano de gobierno de 
la fundación, previo acuerdo 
motivado del mismo, en cuya 
adopción no participará el patrono 
afectado. 

b. Por el Protectorado, en los términos 
establecidos en el artículo 35.2. 

c. Por los patronos disidentes o 
ausentes, en los términos del 
apartado 2 de este artículo, así 
como por el fundador cuando no 
fuere Patrono. 

Artículo 18. Sustitución, cese y suspensión 
de patronos. 

1. La sustitución de los patronos se 
producirá en la forma prevista en los 
Estatutos. Cuando ello no fuere posible, se 
procederá de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 29 de esta Ley, quedando 
facultado el Protectorado, hasta que la 
modificación estatutaria se produzca, para 
la designación de la persona o personas que 
integren provisionalmente el órgano de 
gobierno y representación de la fundación. 

2. El cese de los patronos de una fundación 
se producirá en los supuestos siguientes: 

a. Por muerte o declaración de 
fallecimiento, así como por 
extinción de la persona jurídica. 

b. Por incapacidad, inhabilitación o 
incompatibilidad, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley. 

c. Por cese en el cargo por razón del 
cual fueron nombrados miembros 
del Patronato. 

d. Por no desempeñar el cargo con la 
diligencia prevista en el apartado 1 
del artículo anterior, si así se 
declara en resolución judicial. 

e. Por resolución judicial que acoja la 
acción de responsabilidad por los 
actos mencionados en el apartado 2 
del artículo anterior. 

f. Por el transcurso del plazo de seis 
meses desde el otorgamiento de la 
escritura pública fundacional sin 
haber instado la inscripción en el 
correspondiente Registro de 
Fundaciones. 

g. Por el transcurso del período de su 
mandato si fueron nombrados por 
un determinado tiempo. 

h. Por renuncia, que podrá llevarse a 
cabo por cualquiera de los medios y 
mediante los trámites previstos para 
la aceptación. 

i. Por las causas establecidas 
válidamente para el cese en los 
Estatutos. 

3. La suspensión de los patronos podrá ser 
acordada cautelarmente por el juez cuando 
se entable contra ellos la acción de 
responsabilidad. 

4. La sustitución, el cese y la suspensión de 
los patronos se inscribirán en el 
correspondiente Registro de Fundaciones. 

CAPÍTULO IV. 

 
PATRIMONIO DE LA FUNDACIÓN. 

Artículo 19. Composición, administración 
y disposición del patrimonio. 

1. El patrimonio de la fundación está 
formado por todos los bienes, derechos y 
obligaciones susceptibles de valoración 
económica que integren la dotación, así 
como por aquellos que adquiera la 
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fundación con posterioridad a su 
constitución, se afecten o no a la dotación. 

2. La administración y disposición del 
patrimonio corresponderá al Patronato en la 
forma establecida en los Estatutos y con 
sujeción a lo dispuesto en la presente Ley. 

Artículo 20. Titularidad de bienes y 
derechos. 

1. La fundación deberá figurar como titular 
de todos los bienes y derechos integrantes 
de su patrimonio, que deberán constar en su 
inventario anual. 

2. Los órganos de gobierno promoverán, 
bajo su responsabilidad, la inscripción a 
nombre de la fundación de los bienes y 
derechos que integran el patrimonio de ésta, 
en los Registros públicos correspondientes. 

Artículo 21. Enajenación y gravamen. 

1. La enajenación, onerosa o gratuita, así 
como el gravamen de los bienes y derechos 
que formen parte de la dotación, o estén 
directamente vinculados al cumplimiento de 
los fines fundacionales, requerirán la previa 
autorización del Protectorado, que se 
concederá si existe justa causa debidamente 
acreditada. 

2. Se entiende que los bienes y derechos de 
la fundación están directamente vinculados 
al cumplimiento de los fines fundacionales, 
cuando dicha vinculación esté contenida en 
una declaración de voluntad expresa, ya sea 
del fundador, del Patronato de la fundación 
o de la persona física o jurídica, pública o 
privada que realice una aportación 
voluntaria a la fundación, y siempre 
respecto de los bienes y derechos aportados. 

Asimismo, la vinculación a que se refiere el 
párrafo anterior podrá realizarse por 
resolución motivada del Protectorado o de 
la autoridad judicial. 

3. Los restantes actos de disposición de 
aquellos bienes y derechos fundacionales 
distintos de los que forman parte de la 
dotación o estén vinculados directamente al 
cumplimiento de los fines fundacionales, 
incluida la transacción o compromiso, y de 
gravamen de bienes inmuebles, 
establecimientos mercantiles o industriales, 
bienes de interés cultural, así como aquéllos 
cuyo importe, con independencia de su 

objeto, sea superior al 20 % del activo de la 
fundación que resulte del último balance 
aprobado, deberán ser comunicados por el 
Patronato al Protectorado en el plazo 
máximo de treinta días hábiles siguientes a 
su realización. 

El Protectorado podrá ejercer las acciones 
de responsabilidad que correspondan contra 
los patronos, cuando los acuerdos del 
Patronato fueran lesivos para la fundación 
en los términos previstos en la Ley. 

4. Las enajenaciones o gravámenes a que se 
refiere el presente artículo se harán constar 
anualmente en el Registro de Fundaciones 
al término del ejercicio económico. Del 
mismo modo, se inscribirán en el Registro 
de la Propiedad o en el Registro público que 
corresponda por razón del objeto, y se 
reflejarán en el Libro inventario de la 
fundación. 

Artículo 22. Herencias y donaciones. 

1. La aceptación de herencias por las 
fundaciones se entenderá hecha siempre a 
beneficio de inventario. Los patronos serán 
responsables frente a la fundación de la 
pérdida del beneficio de inventario por los 
actos a que se refiere el artículo 1024 del 
Código Civil. 

2. La aceptación de legados con cargas o 
donaciones onerosas o remuneratorias y la 
repudiación de herencias, donaciones o 
legados sin cargas será comunicada por el 
Patronato al Protectorado en el plazo 
máximo de los diez días hábiles siguientes, 
pudiendo éste ejercer las acciones de 
responsabilidad que correspondan contra 
los patronos, si los actos del Patronato 
fueran lesivos para la fundación, en los 
términos previstos en esta Ley. 

CAPÍTULO V. 

 
FUNCIONAMIENTO Y ACTIVIDAD 
DE LA FUNDACIÓN. 

Artículo 23. Principios de actuación. 

Las fundaciones están obligadas a: 
a. Destinar efectivamente el 

patrimonio y sus rentas, de acuerdo 
con la presente Ley y los Estatutos 
de la fundación, a sus fines 
fundacionales. 



Régimen fiscal de las Entidades Sin Fines Lucrativos y de los incentivos fiscales al Mecenazgo 

 

 71 

b. Dar información suficiente de sus 
fines y actividades para que sean 
conocidos por sus eventuales 
beneficiarios y demás interesados. 

c. Actuar con criterios de 
imparcialidad y no discriminación 
en la determinación de sus 
beneficiarios. 

Artículo 24. Actividades económicas. 

1. Las fundaciones podrán desarrollar 
actividades económicas cuyo objeto esté 
relacionado con los fines fundacionales o 
sean complementarias o accesorias de las 
mismas, con sometimiento a las normas 
reguladoras de la defensa de la 
competencia. 

Además, podrán intervenir en cualesquiera 
actividades económicas a través de su 
participación en sociedades, con arreglo a 
lo previsto en los siguientes apartados. 

2. Las fundaciones podrán participar en 
sociedades mercantiles en las que no se 
responda personalmente de las deudas 
sociales. Cuando esta participación sea 
mayoritaria deberán dar cuenta al 
Protectorado en cuanto dicha circunstancia 
se produzca. 

3. Si la fundación recibiera por cualquier 
título, bien como parte de la dotación 
inicial, bien en un momento posterior, 
alguna participación en sociedades en las 
que deba responder personalmente de las 
deudas sociales, deberá enajenar dicha 
participación salvo que, en el plazo máximo 
de un año, se produzca la transformación de 
tales sociedades en otras en las que quede 
limitada la responsabilidad de la fundación. 

Artículo 25. Contabilidad, auditoría y plan 
de actuación. 

1. Las fundaciones deberán llevar una 
contabilidad ordenada y adecuada a su 
actividad, que permita un seguimiento 
cronológico de las operaciones realizadas. 
Para ello llevarán necesariamente un Libro 
Diario y un Libro de Inventarios y Cuentas 
Anuales. 

2. El Presidente, o la persona que conforme 
a los Estatutos de la fundación, o al acuerdo 
adoptado por sus órganos de gobierno 
corresponda, formulará las cuentas anuales, 

que deberán ser aprobadas en el plazo 
máximo de seis meses desde el cierre del 
ejercicio por el Patronato de la fundación. 

Las cuentas anuales, que comprenden el 
balance, la cuenta de resultados y la 
memoria, forman una unidad, deben ser 
redactadas con claridad y mostrar la imagen 
fiel del patrimonio, de la situación 
financiera y de los resultados de la 
fundación. 

La memoria, además de completar, ampliar 
y comentar la información contenida en el 
balance y en la cuenta de resultados, 
incluirá las actividades fundacionales, los 
cambios en sus órganos de gobierno, 
dirección y representación, así como el 
grado de cumplimiento del plan de 
actuación, indicando los recursos 
empleados, su procedencia y el número de 
beneficiarios en cada una de las distintas 
actuaciones realizadas, los convenios que, 
en su caso, se hayan llevado a cabo con 
otras entidades para estos fines, y el grado 
de cumplimiento de las reglas establecidas 
en el artículo 27 de la presente Ley. 

Las actividades fundacionales figurarán 
detalladas con los requisitos que 
reglamentariamente se establezcan. 
Igualmente, se incorporará a la memoria un 
inventario de los elementos patrimoniales, 
cuyo contenido se desarrollará 
reglamentariamente. 

3. Las fundaciones podrán formular sus 
cuentas anuales en los modelos abreviados 
cuando cumplan los requisitos establecidos 
al respecto para las sociedades mercantiles. 
La referencia al importe neto de la cifra 
anual de negocios, establecida en la 
legislación mercantil, se entenderá realizada 
al importe del volumen anual de ingresos 
por la actividad propia más, si procede, la 
cifra de negocios de su actividad mercantil. 

4. Reglamentariamente se desarrollará un 
modelo de llevanza simplificado de la 
contabilidad, que podrá ser aplicado por las 
fundaciones en las que, al cierre del 
ejercicio, se cumplan al menos dos de las 
siguientes circunstancias: 

a. Que el total de las partidas del 
activo no supere 150.000 euros. A 
estos efectos, se entenderá por total 



Régimen fiscal de las Entidades Sin Fines Lucrativos y de los incentivos fiscales al Mecenazgo 

 

 72 

activo el total que figura en el 
modelo de balance. 

b. Que el importe del volumen anual 
de ingresos por la actividad propia, 
más, en su caso, el de la cifra de 
negocios de su actividad mercantil, 
sea inferior a 150.000 euros. 

c. Que el número medio de 
trabajadores empleados durante el 
ejercicio no sea superior a 5. 

5. Existe obligación de someter a auditoría 
externa las cuentas anuales de todas las 
fundaciones en las que, a fecha de cierre del 
ejercicio, concurran al menos dos de las 
circunstancias siguientes: 

a. Que el total de las partidas del 
activo supere 2.400.000 euros. 

b. Que el importe neto de su volumen 
anual de ingresos por la actividad 
propia más, en su caso, el de la 
cifra de negocios de su actividad 
mercantil sea superior a 2.400.000 
euros. 

c. Que el número medio de 
trabajadores empleados durante el 
ejercicio sea superior a 50. 

La auditoría se contratará y realizará de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 19/1988, 
de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, 
disponiendo los auditores de un plazo 
mínimo de un mes, a partir del momento en 
que les fueran entregadas las cuentas 
anuales formuladas, para realizar el informe 
de auditoría. El régimen de nombramiento y 
revocación de los auditores se establecerá 
reglamentariamente. 

6. En relación con las circunstancias 
señaladas en los apartados 3, 4 y 5 
anteriores, éstas se aplicarán teniendo en 
cuenta lo siguiente: 

a. Cuando una fundación, en la fecha 
de cierre del ejercicio, pase a 
cumplir dos de las citadas 
circunstancias, o bien cese de 
cumplirlas, tal situación únicamente 
producirá efectos en cuanto a lo 
señalado si se repite durante dos 
ejercicios consecutivos. 

b. En el primer ejercicio económico 
desde su constitución o fusión, las 
fundaciones cumplirán lo dispuesto 
en los apartados anteriormente 
mencionados si reúnen, al cierre de 

dicho ejercicio, al menos dos de las 
tres circunstancias que se señalan. 

7. Las cuentas anuales se aprobarán por el 
Patronato de la fundación y se presentarán 
al Protectorado dentro de los diez días 
hábiles siguientes a su aprobación. En su 
caso, se acompañarán del informe de 
auditoría. El Protectorado, una vez 
examinadas y comprobada su adecuación 
formal a la normativa vigente, procederá a 
depositarlas en el Registro de Fundaciones. 
Cualquier persona podrá obtener 
información de los documentos 
depositados. 

8. El Patronato elaborará y remitirá al 
Protectorado, en los últimos tres meses de 
cada ejercicio, un plan de actuación, en el 
que queden reflejados los objetivos y las 
actividades que se prevea desarrollar 
durante el ejercicio siguiente. 

9. Cuando se realicen actividades 
económicas, la contabilidad de las 
fundaciones se ajustará a lo dispuesto en el 
Código de Comercio, debiendo formular 
cuentas anuales consolidadas cuando la 
fundación se encuentre en cualquiera de los 
supuestos allí previstos para la sociedad 
dominante. 

En cualquier caso, se deberá incorporar 
información detallada en un apartado 
específico de la memoria, indicando los 
distintos elementos patrimoniales afectos a 
la actividad mercantil. 

Artículo 26. Obtención de ingresos. 

Las fundaciones podrán obtener ingresos 
por sus actividades siempre que ello no 
implique una limitación injustificada del 
ámbito de sus posibles beneficiarios. 

Artículo 27. Destino de rentas e ingresos. 

1. A la realización de los fines 
fundacionales deberá ser destinado, al 
menos, el 70 % de los resultados de las 
explotaciones económicas que se 
desarrollen y de los ingresos que se 
obtengan por cualquier otro concepto, 
deducidos los gastos realizados, para la 
obtención de tales resultados o ingresos, 
debiendo destinar el resto a incrementar 
bien la dotación o bien las reservas según 
acuerdo del Patronato. Los gastos 
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realizados para la obtención de tales 
ingresos podrán estar integrados, en su 
caso, por la parte proporcional de los gastos 
por servicios exteriores, de los gastos de 
personal, de otros gastos de gestión, de los 
gastos financieros y de los tributos, en 
cuanto que contribuyan a la obtención de 
los ingresos, excluyendo de este cálculo los 
gastos realizados para el cumplimiento de 
los fines estatutarios. El plazo para el 
cumplimiento de esta obligación será el 
comprendido entre el inicio del ejercicio en 
que se hayan obtenido los respectivos 
resultados e ingresos y los cuatro años 
siguientes al cierre de dicho ejercicio. 

En el cálculo de los ingresos no se incluirán 
las aportaciones o donaciones recibidas en 
concepto de dotación patrimonial en el 
momento de la constitución o en un 
momento posterior, ni los ingresos 
obtenidos en la transmisión onerosa de 
bienes inmuebles en los que la entidad 
desarrolle la actividad propia de su objeto o 
finalidad específica, siempre que el importe 
de la citada transmisión se reinvierta en 
bienes inmuebles en los que concurra dicha 
circunstancia. 

2. Se entiende por gastos de administración 
los directamente ocasionados por la 
administración de los bienes y derechos que 
integran el patrimonio de la fundación, y 
aquellos otros de los que los patronos tienen 
derecho a resarcirse de acuerdo con el 
artículo 15.4. 

Reglamentariamente se determinará la 
proporción máxima de dichos gastos. 

Artículo 28. Autocontratación. 

Los patronos podrán contratar con la 
fundación, ya sea en nombre propio o de un 
tercero, previa autorización del 
Protectorado que se extenderá al supuesto 
de personas físicas que actúen como 
representantes de los patronos. 

CAPÍTULO VI. 

 
MODIFICACIÓN, FUSIÓN Y 
EXTINCIÓN DE LA FUNDACIÓN. 

Artículo 29. Modificación de los Estatutos. 

1. El Patronato podrá acordar la 
modificación de los Estatutos de la 

fundación siempre que resulte conveniente 
en interés de la misma, salvo que el 
fundador lo haya prohibido. 

2. Cuando las circunstancias que 
presidieron la constitución de la fundación 
hayan variado de manera que ésta no pueda 
actuar satisfactoriamente con arreglo a sus 
Estatutos, el Patronato deberá acordar la 
modificación de los mismos, salvo que para 
este supuesto el fundador haya previsto la 
extinción de la fundación. 

3. Si el Patronato no de cumplimiento a lo 
previsto en el apartado anterior, el 
Protectorado le requerirá para que lo 
cumpla, solicitando en caso contrario de la 
autoridad judicial que resuelva sobre la 
procedencia de la modificación de Estatutos 
requerida. 

4. La modificación o nueva redacción de los 
Estatutos acordada por el Patronato se 
comunicará al Protectorado, que sólo podrá 
oponerse por razones de legalidad y 
mediante acuerdo motivado, en el plazo 
máximo de tres meses a contar desde la 
notificación al mismo del correspondiente 
acuerdo del Patronato. El Protectorado 
podrá comunicar en cualquier momento 
dentro de dicho plazo y de forma expresa su 
no oposición a la modificación o nueva 
redacción de los Estatutos. 

5. La modificación o nueva redacción habrá 
de ser formalizada en escritura pública e 
inscrita en el correspondiente Registro de 
Fundaciones. 

Artículo 30. Fusión. 

1. Las fundaciones, siempre que no lo haya 
prohibido el fundador, podrán fusionarse 
previo acuerdo de los respectivos 
Patronatos, que se comunicará al 
Protectorado. 

2. El Protectorado podrá oponerse a la 
fusión por razones de legalidad y mediante 
acuerdo motivado, en el plazo máximo de 
tres meses a contar desde la notificación al 
mismo de los respectivos acuerdos de las 
fundaciones interesadas. El Protectorado 
podrá comunicar en cualquier momento 
dentro de dicho plazo y de forma expresa su 
no oposición al acuerdo de fusión. 
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3. La fusión requerirá el otorgamiento de 
escritura pública y la inscripción en el 
correspondiente Registro de Fundaciones. 

La escritura pública contendrá los Estatutos 
de la fundación resultante de la fusión, así 
como la identificación de los miembros de 
su primer Patronato. 

4. Cuando una fundación resulte incapaz de 
alcanzar sus fines, el Protectorado podrá 
requerirla para que se fusione con otra de 
análogos fines que haya manifestado ante el 
Protectorado su voluntad favorable a dicha 
fusión, siempre que el fundador no lo 
hubiera prohibido. 

Frente a la oposición de aquélla, el 
Protectorado podrá solicitar de la autoridad 
judicial que ordene la referida fusión. 

Artículo 31. Causas de extinción. 

La fundación se extinguirá: 
a. Cuando expire el plazo por el que 

fue constituida. 
b. Cuando se hubiese realizado 

íntegramente el fin fundacional. 
c. Cuando sea imposible la realización 

del fin fundacional, sin perjuicio de 
lo dispuesto en los artículos 29 y 30 
de la presente Ley. 

d. Cuando así resulte de la fusión a 
que se refiere el artículo anterior. 

e. Cuando concurra cualquier otra 
causa prevista en el acto 
constitutivo o en los Estatutos. 

f. Cuando concurra cualquier otra 
causa establecida en las leyes. 

Artículo 32. Formas de extinción. 

1. En el supuesto del párrafo a del artículo 
anterior la fundación se extinguirá de pleno 
derecho. 

2. En los supuestos contemplados en los 
párrafos b, c y e del artículo anterior, la 
extinción de la fundación requerirá acuerdo 
del Patronato ratificado por el Protectorado. 
Si no hubiese acuerdo del Patronato, o éste 
no fuese ratificado por el Protectorado, la 
extinción de la fundación requerirá 
resolución judicial motivada, que podrá ser 
instada por el Protectorado o por el 
Patronato, según los casos. 

3. En el supuesto del párrafo f del artículo 
anterior se requerirá resolución judicial 
motivada. 

4. El acuerdo de extinción o, en su caso, la 
resolución judicial, se inscribirán en el 
correspondiente Registro de Fundaciones. 

Artículo 33. Liquidación. 

1. La extinción de la fundación, salvo en el 
supuesto previsto en el artículo 31.d, 
determinará la apertura del procedimiento 
de liquidación, que se realizará por el 
Patronato de la fundación bajo el control 
del Protectorado. 

2. Los bienes y derechos resultantes de la 
liquidación se destinarán a las fundaciones 
o a las entidades no lucrativas privadas que 
persigan fines de interés general y que 
tengan afectados sus bienes, incluso para el 
supuesto de su disolución, a la consecución 
de aquéllos, y que hayan sido designados en 
el negocio fundacional o en los Estatutos de 
la fundación extinguida. En su defecto, este 
destino podrá ser decidido, en favor de las 
mismas fundaciones y entidades 
mencionadas, por el Patronato, cuando 
tenga reconocida esa facultad por el 
fundador, y, a falta de esa facultad, 
corresponderá al Protectorado cumplir ese 
cometido. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado 
anterior, las fundaciones podrán prever en 
sus Estatutos o cláusulas fundacionales que 
los bienes y derechos resultantes de la 
liquidación sean destinados a entidades 
públicas, de naturaleza no fundacional, que 
persigan fines de interés general. 

4. Reglamentariamente se establecerán los 
criterios reguladores del procedimiento de 
liquidación a que se hace referencia en los 
apartados anteriores. 

CAPÍTULO VII. 

 
EL PROTECTORADO. 

Artículo 34. Protectorado. 

1. El Protectorado velará por el correcto 
ejercicio del derecho de fundación y por la 
legalidad de la constitución y 
funcionamiento de las fundaciones. 
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2. El Protectorado será ejercido por la 
Administración General del Estado, en la 
forma que reglamentariamente se 
determine, respecto de las fundaciones de 
competencia estatal. 

Artículo 35. Funciones del Protectorado. 

1. Son funciones del Protectorado: 
a. Informar, con carácter preceptivo y 

vinculante para el Registro de 
Fundaciones, sobre la idoneidad de 
los fines y sobre la suficiencia 
dotacional de las fundaciones que 
se encuentren en proceso de 
constitución, de acuerdo con lo 
previsto en los artículos 3 y 12 de la 
presente Ley. 

b. Asesorar a las fundaciones que se 
encuentren en proceso de 
constitución, en relación con la 
normativa aplicable a dicho 
proceso. 

c. Asesorar a las fundaciones ya 
inscritas sobre su régimen jurídico, 
económico-financiero y contable, 
así como sobre cualquier cuestión 
relativa a las actividades por ellas 
desarrolladas en el cumplimiento de 
sus fines, prestándoles a tal efecto 
el apoyo necesario. 

d. Dar a conocer la existencia y 
actividades de las fundaciones. 

e. Velar por el efectivo cumplimiento 
de los fines fundacionales, de 
acuerdo con la voluntad del 
fundador, y teniendo en cuenta la 
consecución del interés general. 

f. Verificar si los recursos 
económicos de la fundación han 
sido aplicados a los fines 
fundacionales, pudiendo solicitar 
del Patronato la información que a 
tal efecto resulte necesaria, previo 
informe pericial realizado en las 
condiciones que 
reglamentariamente se determine. 

g. Ejercer provisionalmente las 
funciones del órgano de gobierno 
de la fundación si por cualquier 
motivo faltasen todas las personas 
llamadas a integrarlo. 

h. Designar nuevos patronos de las 
fundaciones en período de 
constitución cuando los patronos 

inicialmente designados no 
hubieran promovido su inscripción 
registral, en los términos previstos 
en el artículo 13.2 de la presente 
Ley. 

i. Cuantas otras funciones se 
establezcan en ésta o en otras leyes. 

2. En todo caso, el Protectorado está 
legitimado para ejercitar la correspondiente 
acción de responsabilidad por los actos 
relacionados en el artículo 17.2 y para instar 
el cese de los patronos en el supuesto 
contemplado en el párrafo d del artículo 
18.2. Asimismo, está legitimado para 
impugnar los actos y acuerdos del Patronato 
que sean contrarios a los preceptos legales o 
estatutarios por los que se rige la fundación. 

3. Cuando el Protectorado encuentre 
indicios racionales de ilicitud penal en la 
actividad de una fundación, dictará 
resolución motivada, dando traslado de toda 
la documentación al Ministerio Fiscal o al 
órgano jurisdiccional competente, 
comunicando esta circunstancia a la 
fundación interesada. 

CAPÍTULO VIII. 

 
EL REGISTRO DE FUNDACIONES 
DE COMPETENCIA ESTATAL. 

Artículo 36. El Registro de Fundaciones de 
competencia estatal. 

1. Existirá un Registro de Fundaciones de 
competencia estatal dependiente del 
Ministerio de Justicia, en el que se 
inscribirán los actos relativos a las 
fundaciones que desarrollen su actividad en 
todo el territorio del Estado o 
principalmente en el territorio de más de 
una Comunidad Autónoma. 

2. La estructura y funcionamiento del 
Registro de Fundaciones de competencia 
estatal se determinarán reglamentariamente. 

3. En el Registro de Fundaciones de 
competencia estatal se llevará una sección 
de denominaciones, en la que se integrarán 
las de las fundaciones ya inscritas en los 
Registros estatal y autonómicos, y las 
denominaciones sobre cuya utilización 
exista reserva temporal. Las Comunidades 
Autónomas, una vez realizada la inscripción 
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de la constitución de la fundación o, en su 
caso, de la extinción de la misma, darán 
traslado de estas circunstancias al Registro 
de Fundaciones de competencia estatal, a 
efectos de lo dispuesto en el párrafo 
anterior y para constancia y publicidad 
general. 

Artículo 37. Efectos. 

1. Los Registros de Fundaciones serán 
públicos, presumiéndose el conocimiento 
del contenido de los asientos. 

2. La publicidad se hará efectiva mediante 
certificación del contenido de los asientos, 
por nota simple informativa o por copia de 
los asientos y de los documentos 
depositados en los Registros o por medios 
informáticos o telemáticos que se ajustará a 
los requisitos establecidos en la normativa 
vigente en materia de protección de datos 
de carácter personal. 

3. Los actos sujetos a inscripción no 
inscritos no perjudicarán a tercero de buena 
fe. La buena fe del tercero se presume en 
tanto no se pruebe que conocía el acto 
sujeto a inscripción no inscrito. 

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende 
sin perjuicio de la normativa reguladora de 
otros Registros públicos existentes. 

5. Cuando el Registro encuentre indicios 
racionales de ilicitud penal en la 
constitución de una fundación, dictará 
resolución motivada, dando traslado de toda 
la documentación al Ministerio Fiscal o al 
órgano jurisdiccional competente, 
comunicando esta circunstancia a la 
fundación interesada, quedando suspendido 
el procedimiento de inscripción hasta tanto 
recaiga resolución judicial firme. 

CAPÍTULO IX. 

 
EL CONSEJO SUPERIOR DE 
FUNDACIONES. 

Artículo 38. Consejo Superior de 
Fundaciones. 

1. Se crea, con carácter de órgano 
consultivo, el Consejo Superior de 
Fundaciones. 

2. El Consejo Superior de Fundaciones 
estará integrado por representantes de la 

Administración General del Estado, de las 
Comunidades Autónomas y de las 
fundaciones, atendiendo especialmente a la 
existencia de asociaciones de fundaciones 
con implantación estatal, y se regirá por las 
normas que reglamentariamente se 
establezcan sobre su estructura y 
composición. 

Artículo 39. Funciones del Consejo 
Superior de Fundaciones. 

Serán funciones del Consejo Superior de 
Fundaciones: 

a. Asesorar e informar sobre cualquier 
disposición legal o reglamentaria de 
carácter estatal que afecte 
directamente a las fundaciones, así 
como formular propuestas en este 
ámbito. Asimismo podrá informar 
sobre tales asuntos cuando le sean 
consultadas por los Consejos de 
Gobierno de las Comunidades 
Autónomas. 

b. Planificar y proponer las 
actuaciones necesarias para la 
promoción y fomento de las 
fundaciones, realizando los estudios 
precisos al efecto. 

c. Las demás que le puedan atribuir 
las disposiciones vigentes. 

Artículo 40. Comisión de cooperación e 
información registral. 

Se crea en el Consejo Superior de 
Fundaciones la Comisión de cooperación e 
información registral, que estará integrada 
por representantes de la Administración 
General del Estado y de las Comunidades 
Autónomas. Dicha Comisión se encargará 
de establecer mecanismos para la 
colaboración e información mutua entre los 
distintos registros, en particular en lo 
relativo a las denominaciones y a las 
comunicaciones sobre la inscripción y, en 
su caso, la extinción de fundaciones. 

CAPÍTULO X. 

 
AUTORIZACIONES, INTERVENCIÓN 
TEMPORAL Y RECURSOS. 

Artículo 41. Autorizaciones. 

La tramitación de las autorizaciones a que 
hace referencia la presente Ley se regirá por 



Régimen fiscal de las Entidades Sin Fines Lucrativos y de los incentivos fiscales al Mecenazgo 

 

 77 

lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 42. Intervención temporal. 

1. Si el Protectorado advirtiera una grave 
irregularidad en la gestión económica que 
ponga en peligro la subsistencia de la 
fundación o una desviación grave entre los 
fines fundacionales y la actividad realizada, 
requerirá del Patronato, una vez oído éste, 
la adopción de las medidas que estime 
pertinentes para la corrección de aquélla. 

2. Si el requerimiento al que se refiere el 
apartado anterior no fuese atendido en el 
plazo que al efecto se señale, el 
Protectorado podrá solicitar de la autoridad 
judicial que acuerde, previa audiencia del 
Patronato, la intervención temporal de la 
fundación. Autorizada judicialmente la 
intervención de la fundación, el 
Protectorado asumirá todas las atribuciones 
legales y estatutarias del Patronato durante 
el tiempo que determine el juez. La 
intervención quedará alzada al expirar el 
plazo establecido, salvo que se acceda a 
prorrogarla mediante una nueva resolución 
judicial. 

3. La resolución judicial que acuerde la 
intervención temporal de la fundación se 
inscribirá en el correspondiente Registro de 
Fundaciones. 

Artículo 43. Recursos jurisdiccionales. 

1. Los actos del Protectorado ponen fin a la 
vía administrativa y serán impugnables ante 
el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo. 

2. Las resoluciones dictadas en los recursos 
contra la calificación de los Registros de 
Fundaciones ponen fin a la vía 
administrativa y podrán ser impugnadas 
ante el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo. 

3. Corresponderá al Juzgado de Primera 
Instancia del domicilio de la fundación 
conocer, de acuerdo con los trámites del 
proceso declarativo que corresponda, de las 
pretensiones a las que se refieren los 
artículos 9.4, 13.2; 17.3; 18.2.A; 18.3; 29.3; 

30.4; 32.2, 3 y 4; 35.2 y 42.2 de la presente 
Ley. 

CAPÍTULO XI. 

 
FUNDACIONES DEL SECTOR 
PÚBLICO ESTATAL. 

Artículo 44. Concepto. 

A los efectos de esta Ley, se consideran 
fundaciones del sector público estatal 
aquellas fundaciones en las que concurra 
alguna de las siguientes circunstancias: 

a. Que se constituyan con una 
aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de la Administración 
General del Estado, sus organismos 
públicos o demás entidades del 
sector público estatal. 

b. Que su patrimonio fundacional, con 
un carácter de permanencia, esté 
formado en más de un 50 % por 
bienes o derechos aportados o 
cedidos por las referidas entidades. 

Artículo 45. Creación. 

1. La creación de fundaciones del sector 
público estatal deberá ser autorizada por 
Acuerdo del Consejo de Ministros. 

También requerirán dicha autorización las 
cesiones o aportaciones de bienes y 
derechos a una fundación previamente 
constituida cuando como consecuencia de 
aquéllas concurra en ella la circunstancia a 
la que se refiere el párrafo b del artículo 44. 

2. En el expediente de autorización deberá 
incluirse una memoria, que habrá de ser 
informada por el Ministerio de 
Administraciones Públicas, en la que, entre 
otros aspectos, se justifiquen 
suficientemente las razones o motivos por 
los que se considera que existirá una mejor 
consecución de los fines de interés general 
perseguidos a través de una fundación que 
mediante otras formas jurídicas, públicas o 
privadas, contempladas en la normativa 
vigente. 

3. Tambien deberá presentarse una memoria 
económica, que habrá de ser informada por 
el Ministerio de Hacienda. En el caso de 
creación de fundaciones, en la memoria se 
justificará la suficiencia de la dotación 
inicialmente prevista para el comienzo de 
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su actividad y, en su caso, de los 
compromisos futuros para garantizar su 
continuidad. 

Artículo 46. Régimen jurídico. 

1. Las fundaciones del sector público estatal 
estarán sujetas a las siguientes limitaciones: 

a. No podrán ejercer potestades 
públicas. 

b. Únicamente podrán realizar 
actividades relacionadas con el 
ámbito competenciai de las 
entidades del sector público estatal 
fundadoras, debiendo coadyuvar a 
la consecución de los fines de las 
mismas, sin que ello suponga la 
asunción de sus competencias 
propias, salvo previsión legal 
expresa. 

2. El Protectorado de estas fundaciones se 
ejercerá, con independencia del ámbito 
territorial de actuación de las mismas, por la 
Administración General del Estado. 

3. En materia de presupuestos, contabilidad 
y auditoría de cuentas, estas fundaciones se 
regirán por las disposiciones que les sean 
aplicables del texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 
de septiembre. 

En todo caso, la realización de la auditoría 
externa de las fundaciones del sector 
público estatal en las que concurran las 
circunstancias previstas en el artículo 25.5 
de la presente Ley, corresponderá a la 
Intervención General de la Administración 
del Estado. 

4. La selección del personal deberá 
realizarse con sujeción a los principios de 
igualdad, mérito, capacidad y publicidad de 
la correspondiente convocatoria. 

5. Asimismo, su contratación se ajustará a 
los principios de publicidad, concurrencia y 
objetividad, salvo que la naturaleza de la 
operación a realizar sea incompatible con 
estos principios. 

6. Cuando la actividad exclusiva o principal 
de la fundación sea la disposición dineraria 
de fondos, sin contraprestación directa de 
los beneficiarios, para la ejecución de 
actuaciones o proyectos específicos, dicha 

actividad se ajustará a los principios de 
publicidad, concurrencia y objetividad, 
siempre que tales recursos provengan del 
sector público estatal. 

7. En los aspectos no regulados 
específicamente en este capítulo, las 
fundaciones del sector público estatal se 
regirán, con carácter general, por lo 
dispuesto en la presente Ley. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
PRIMERA.  

Fundaciones del Patrimonio Nacional. 

La presente Ley no será de aplicación a las 
fundaciones a que se refiere la Ley 23/1982, 
de 16 de junio, del Patrimonio Nacional. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
SEGUNDA.  

Fundaciones de entidades religiosas. 

Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin 
perjuicio de lo establecido en los acuerdos 
con la Iglesia Católica y en los acuerdos y 
convenios de cooperación suscritos por el 
Estado con otras iglesias, confesiones y 
comunidades religiosas, así como en las 
normas dictadas para su aplicación, para las 
fundaciones creadas o fomentadas por las 
mismas. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
TERCERA.  

Fundaciones públicas excluidas. 

Las fundaciones públicas sanitarias a que se 
refiere el artículo 111 de la Ley 50/1998, de 
30 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, seguirán 
rigiéndose por su normativa específica. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA.  

Fundaciones constituidas al amparo de la 
Ley 15/1997, de 25 de abril, sobre 
habilitación de nuevas formas de gestión 
del Sistema Nacional de Salud. 

Las fundaciones constituidas al amparo de 
la Ley 15/1997, de 25 de abril, sobre 
habilitación de nuevas formas de gestión 
del Sistema Nacional de Salud, seguirán 
rigiéndose por su normativa específica, 
aplicándoseles los preceptos del capítulo XI 
con carácter supletorio. 
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DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA. 
Obligaciones de los notarios. 

Los notarios deberán poner en 
conocimiento del Protectorado el contenido 
de las escrituras públicas en lo referente a la 
constitución de las fundaciones y sus 
modificaciones posteriores, mediante la 
remisión de copia simple de las citadas 
escrituras. 

En el caso de que la fundación haya sido 
constituida en testamento, la referida 
obligación será cumplimentada cuando el 
notario autorizante tuviere conocimiento del 
fallecimiento del testador. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA. 
Depósito de cuentas y legalización de 
libros. 

Corresponden al Registro de Fundaciones 
de competencia estatal las funciones 
relativas al depósito de cuentas y la 
legalización de los libros de las fundaciones 
de competencia estatal. 
Reglamentariamente se desarrollarán las 
prescripciones contenidas en este precepto. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
SÉPTIMA.  

Fundaciones vinculadas a los partidos 
políticos. 

Las fundaciones vinculadas a los partidos 
políticos se regirán por lo dispuesto en la 
presente Ley, y sus recursos podrán 
proceder de la financiación pública a través 
de los presupuestos de las distintas 
Administraciones públicas en los términos 
establecidos en la legislación presupuestaria 
aplicable y, en su caso, mediante las 
correspondientes convocatorias públicas. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
PRIMERA.  

Adaptación de los Estatutos de las 
fundaciones y modificación de la dotación. 

1. En el plazo de dos años a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley, las 
fundaciones ya constituidas deberán adaptar 
sus Estatutos, cuando proceda, a lo 
dispuesto en la misma, quedando 
extinguidos los plazos de adaptación 
estatutaria previstos en la legislación 
anterior. La dotación de dichas fundaciones 

no se someterá al régimen previsto en el 
artículo 12 de esta Ley. 

2. Para las fundaciones de competencia de 
las Comunidades Autónomas dicha 
adaptación sólo procederá en los términos 
de la disposición final primera. 

3. Transcurrido el plazo a que se refiere el 
apartado 1 sin haberse producido la 
adaptación de Estatutos, cuando sea 
necesario, no se inscribirá documento 
alguno de la fundación en el 
correspondiente Registro de Fundaciones 
hasta que la adaptación se haya verificado; 
todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 29.3 de esta Ley. 

4. Las condiciones estatutarias contrarias a 
la presente Ley de las fundaciones 
constituidas a fe y conciencia se tendrán por 
no puestas. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
SEGUNDA.  

Fundaciones preexistentes del sector 
público estatal. 

Las fundaciones del sector público estatal 
ya constituidas deberán, en su caso, adaptar 
sus Estatutos a lo dispuesto en el capítulo 
XI de la presente Ley, en el plazo de dos 
años a contar desde la fecha de su entrada 
en vigor. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
TERCERA.  

Protectorados de fundaciones. 

Hasta tanto se apruebe la regulación 
reglamentaria del Protectorado de las 
fundaciones de competencia estatal, las 
fundaciones de este carácter continuarán 
adscritas a los Protectorados actualmente 
existentes. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
CUARTA.  

Registros de Fundaciones de competencia 
estatal. 

A los efectos previstos en esta Ley, y en 
tanto no entre en funcionamiento el 
Registro de Fundaciones a que se refiere el 
artículo 36, subsistirán los Registros de 
Fundaciones actualmente existentes. 
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DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
ÚNICA.  

Derogación normativa. 

A la entrada en vigor de esta Ley quedarán 
derogadas todas las disposiciones que se 
opongan a lo establecido en la misma y, en 
particular, el Título I y las disposiciones 
adicionales primera, segunda, tercera, 
octava, decimotercera, decimocuarta, 
decimoséptima y decimoctava de la Ley 
30/1994, de 24 de noviembre, de 
Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la 
Participación Privada en Actividades de 
Interés General. 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. 
Aplicación de la Ley. 

1. Los artículos 2, 3.1, 2 y 3; 4; 14; 31 y 
34.1 constituyen las condiciones básicas 
para el ejercicio del derecho de fundación 
reconocido en el artículo 34, en relación 
con el 53, de la Constitución, y son de 
aplicación general al amparo de lo previsto 
en el artículo 149.1.1 de la Constitución. 

2. 
a. Los artículos 6, 7 y 37.4 son de 

aplicación general al amparo de lo 
previsto en el artículo 149.1.1 y 8 
de la Constitución. 

b. Los artículos 5, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 
17.1 y.2, 18.1.2, y 4, 19.1, 22,1 y 2, 
excepto el último inciso 29.1, 2, 3 y 
5, 30.1, 3 y 4, 32 y 42 constituyen 
legislación civil y son de aplicación 
general al amparo de lo previsto en 
el artículo 149.1.8 de la 
Constitución, sin perjuicio de la 
aplicabilidad preferente del 
Derecho Civil Foral o Especial, allí 
donde exista. 

3. Los artículos 17.3; 18.3; 21.3, segundo 
párrafo; 22.2, último inciso, 35.2 y 43, 
constituyen legislación procesal, y son de 
aplicación general al amparo del artículo 
149.1.6 de la Constitución. 

4. Los restantes preceptos de la Ley serán 
de aplicación a las fundaciones de 
competencia estatal. 

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. 
Modificación del apartado 5 del artículo 6 
del texto refundido de la Ley General 

Presupuestaria, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1091/1988, de 23 de 
septiembre. 

El apartado 5 del artículo 6 del texto 
refundido de la Ley General Presupuestaria, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1091/1988, de 23 de septiembre, quedará 
redactado de la siguiente forma: 

5. Son fundaciones del sector público 
estatal aquellas fundaciones en las que 
concurra alguna de las siguientes 
circunstancias: 

a. Que se constituyan con una 
aportación mayoritaria, directa o 
indirecta, de la Administración 
General del Estado, sus 
organismos públicos o demás 
entidades del sector público estatal. 

b. Que su patrimonio fundacional, 
con un carácter de permanencia, 
esté formado en más de un 50 % 
por bienes o derechos aportados o 
cedidos por las referidas entidades. 

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. 
Adaptación del Plan General de 
Contabilidad y normas de elaboración del 
plan de actuación. 

En el plazo de un año a contar desde la 
entrada en vigor de la presente Ley, el 
Gobierno actualizará las normas de 
adaptación del Plan General de 
Contabilidad a las entidades sin fines 
lucrativos y aprobará las normas de 
elaboración del plan de actuación de dichas 
entidades. 

DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. 
Desarrollo reglamentario. 

Se autoriza al Gobierno a dictar las 
disposiciones necesarias para el desarrollo y 
ejecución de esta Ley. 

DISPOSICIÓN FINAL QUINTA. 
Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el 1 de 
enero de 2003. 

  

Por tanto, Mando a todos los españoles, 
particulares y autoridades, que guarden y 
hagan guardar esta Ley. 

Madrid, 26 de diciembre de 2002. 
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-Juan Carlos R.- 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Anexo II 

Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación. 

 
Sumario: 
 

• CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES. 

o Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.  

o Artículo 2. Contenido y principios.  

o Artículo 3. Capacidad.  

o Artículo 4. Relaciones con la Administración.  

• CAPÍTULO II. CONSTITUCIÓN DE LAS ASOCIACIONES. 

o Artículo 5. Acuerdo de constitución.  

o Artículo 6. Acta fundacional.  
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o Artículo 7. Estatutos.  

o Artículo 8. Denominación.  

o Artículo 9. Domicilio.  

o Artículo 10. Inscripción en el Registro.  

• CAPÍTULO III. FUNCIONAMIENTO DE LAS ASOCIACIONES. 

o Artículo 11. Régimen de las asociaciones.  

o Artículo 12. Régimen interno.  

o Artículo 13. Régimen de actividades.  

o Artículo 14. Obligaciones documentales y contables.  

o Artículo 15. Responsabilidad de las asociaciones inscritas.  

o Artículo 16. Modificación de los Estatutos.  

o Artículo 17. Disolución.  

o Artículo 18. Liquidación de la asociación.  

• CAPÍTULO IV. ASOCIADOS. 

o Artículo 19. Derecho a asociarse.  

o Artículo 20. Sucesión en la condición de asociado.  

o Artículo 21. Derechos de los asociados.  

o Artículo 22. Deberes de los asociados.  

o Artículo 23. Separación voluntaria.  

• CAPÍTULO V. REGISTROS DE ASOCIACIONES. 

o Artículo 24. Derecho de inscripción.  

o Artículo 25. Registro Nacional de Asociaciones.  

o Artículo 26. Registros Autonómicos de Asociaciones.  

o Artículo 27. Cooperación y colaboración entre Registros.  

o Artículo 28. Actos inscribibles y depósito de documentación.  

o Artículo 29. Publicidad.  

o Artículo 30. Régimen jurídico de la inscripción.  

• CAPÍTULO VI. MEDIDAS DE FOMENTO. 

o Artículo 31. Medidas de fomento.  

o Artículo 32. Asociaciones de utilidad pública.  

o Artículo 33. Derechos de las asociaciones de utilidad pública.  

o Artículo 34. Obligaciones de las asociaciones de utilidad pública.  

o Artículo 35. Procedimiento de declaración de utilidad pública.  

o Artículo 36. Otros beneficios.  

• CAPÍTULO VII. GARANTÍAS JURISDICCIONALES. 

o Artículo 37. Tutela judicial.  

o Artículo 38. Suspensión y disolución judicial.  

o Artículo 39. Orden jurisdiccional contencioso-administrativo.  

o Artículo 40. Orden jurisdiccional civil.  

o Artículo 41. Comunicaciones.  

• CAPÍTULO VIII. CONSEJOS SECTORIALES DE ASOCIACIONES. 

o Artículo 42. Consejos Sectoriales de Asociaciones.  
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• DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Declaración de utilidad pública de asociaciones.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Procedimientos de inscripción.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Resolución extrajudicial de conflictos.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Cuestaciones y suscripciones públicas.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Asociaciones inscritas.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Asociaciones declaradas de utilidad pública.  

• DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA.  

• DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Carácter de la Ley.  

• DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. Carácter supletorio.  

• DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Desarrollo.  

• DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. Entrada en vigor.  

 

 
Texto Legal: 
 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 

El derecho fundamental de asociación, 
reconocido en el artículo 22 de la 
Constitución, y de antigua tradición en 
nuestro constitucionalismo, constituye un 
fenómeno sociológico y político, como 
tendencia natural de las personas y como 
instrumento de participación, respecto al 
cual los poderes públicos no pueden 
permanecer al margen. 

Nuestra Constitución no es ajena a estas 
ideas y, partiendo del principio de libertad 
asociativa, contiene normas relativas a 
asociaciones de relevancia constitucional, 
como los partidos políticos (artículo 6), los 
sindicatos (artículos 7 y 28), las confesiones 
religiosas (artículo 16), las asociaciones de 
consumidores y usuarios (artículo 51) y las 
organizaciones profesionales (artículo 52), 
y de una forma general define, en su 
artículo 22, los principios comunes a todas 
las asociaciones, eliminando el sistema de 
control preventivo, contenido en la Ley 
191/1964, de 24 de diciembre, de 
Asociaciones, y posibilitando su ejercicio. 

Consecuentemente, la necesidad ineludible 
de abordar el desarrollo del artículo 22 de la 
Constitución, mediante Ley Orgánica al 

tratarse del ejercicio de un derecho 
fundamental (artículo 81), implica que el 
régimen general del derecho de asociación 
sea compatible con las modalidades 
específicas reguladas en leyes especiales y 
en las normas que las desarrollan, para los 
partidos políticos, los sindicatos, las 
asociaciones empresariales, las confesiones 
religiosas, las asociaciones deportivas, y las 
asociaciones profesionales de Jueces, 
Magistrados y Fiscales. Con este objetivo 
se establece un régimen mínimo y común, 
que es, además, el régimen al que se 
ajustarán las asociaciones no contempladas 
en la legislación especial. 

Se ha optado por incluir en único texto 
normativo la regulación íntegra y global de 
todos estos aspectos relacionados con el 
derecho de asociación o con su libre 
ejercicio, frente a la posibilidad de 
distinguir, en sendos textos legales, los 
aspectos que constituyen el núcleo esencial 
del contenido de este derecho -y, por tanto, 
regulables mediante Ley Orgánica- de 
aquellos otros que por no tener ese carácter 
no requieren tal instrumento normativo. 

Esa división hubiese resultado difícilmente 
viable por las siguientes razones: en primer 
lugar, en el texto actual se entrelazan, a 
veces como diferentes apartados de un 
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mismo artículo, preceptos de naturaleza 
orgánica y ordinaria, por lo cual su 
separación hubiese conducido a una pérdida 
de calidad técnica de la norma y a una 
mayor dificultad en su comprensión, 
aplicación e interpretación; y segundo, 
agrupando en un único texto -siempre 
diferenciando en función de la naturaleza 
orgánica o no- el código básico que regula 
el derecho de asociación, se favorece su 
conocimiento y manejo por parte de los 
ciudadanos, cuya percepción del derecho de 
asociación es básicamente unitaria en 
cuanto a su normativa reguladora, al menos 
en el ámbito estatal. 

Es innegable, también, y así lo recuerda el 
Comité Económico y Social de la Unión 
Europea en su Dictamen de 28 de enero de 
1998, la importancia que tienen las 
asociaciones para la conservación de la 
democracia. Las asociaciones permiten a 
los individuos reconocerse en sus 
convicciones, perseguir activamente sus 
ideales, cumplir tareas útiles, encontrar su 
puesto en la sociedad, hacerse oír, ejercer 
alguna influencia y provocar cambios. Al 
organizarse, los ciudadanos se dotan de 
medios más eficaces para hacer llegar su 
opinión sobre los diferentes problemas de la 
sociedad a quienes toman las decisiones 
políticas. Fortalecer las estructuras 
democráticas en la sociedad revierte en el 
fortalecimiento de todas las instituciones 
democráticas y contribuye a la preservación 
de la diversidad cultural. 

En este sentido, el legislador debe ser 
especialmente consciente, al regular el 
derecho de asociación, del mandato 
contenido en el artículo 9.2 de la 
Constitución, que deriva directamente de la 
configuración de nuestro Estado como 
social y democrático de derecho. Es en este 
marco legislativo donde la tarea asignada a 
los poderes públicos de facilitar la 
participación de los ciudadanos en todos los 
ámbitos sociales está llamada a encontrar su 
principal expresión. Esta filosofía impregna 
toda la norma, ya que uno de los 
instrumentos decisivos para que la 
participación sea real y efectiva es la 
existencia de un asociacionismo vigoroso. 
Ello debe hacerse compatible con el respeto 
a la libertad asociativa y con la no 

injerencia en su funcionamiento interno, 
para que bajo el pretexto del fomento no se 
cobijen formas de intervencionismo 
contrarias a nuestra norma suprema. 

II 

La presente Ley Orgánica, siguiendo 
nuestra tradición jurídica, limita su ámbito a 
las asociaciones sin fin de lucro, lo que 
permite dejar fuera del ámbito de aplicación 
de la misma a las sociedades civiles, 
mercantiles, industriales y laborales, a las 
cooperativas y mutualidades, y a las 
comunidades de bienes o de propietarios, 
cuyas finalidades y naturaleza no responden 
a la esencia comúnmente aceptada de las 
asociaciones, sin perjuicio de reconocer que 
el artículo 22 de la Constitución puede 
proyectar, tangencialmente, su ámbito 
protector cuando en este tipo de entidades 
se contemplen derechos que no tengan 
carácter patrimonial. 

Tampoco pueden incluirse las 
corporaciones llamadas a ejercer, por 
mandato legal, determinadas funciones 
públicas, cuando desarrollen las mismas. 

Por otro lado, la ilicitud penal de las 
asociaciones, cuya definición corresponde a 
la legislación penal, constituye el límite 
infranqueable de protección del derecho de 
asociación. 

III 

El derecho de asociación proyecta su 
protección desde una doble perspectiva; por 
un lado, como derecho de las personas en el 
ámbito de la vida social, y, por otro lado, 
como capacidad de las propias asociaciones 
para su funcionamiento. 

La Ley, a lo largo de su articulado y 
sistemáticamente ubicadas, expresamente 
desarrolla las dos facetas. 

En cuanto a la primera, aparecen los 
aspectos positivos, como la libertad y la 
voluntariedad en la constitución de las 
asociaciones, paralelamente a la 
contemplación de la titularidad del derecho 
a constituir asociaciones, sin perjuicio de 
las condiciones que para su ejercicio 
establece la legislación vigente, y los 
derechos inherentes a la condición de 
asociado; y los negativos, que implican que 
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nadie pueda ser obligado a ingresar en una 
asociación o a permanecer en su seno. 

La segunda recoge la capacidad de las 
asociaciones para inscribirse en el Registro 
correspondiente; para establecer su propia 
organización en el marco de la Ley; para la 
realización de actividades dirigidas al 
cumplimiento de sus fines en el marco de la 
legislación sectorial específica; y, 
finalmente, para no sufrir interferencia 
alguna de las Administraciones, como tan 
rotundamente plasma el apartado 4 del 
artículo 22 de la Constitución, salvo la que 
pudiera venir determinada por la 
concurrencia de otros valores, derechos o 
libertades constitucionales que deban ser 
objeto de protección al mismo tiempo y 
nivel que el derecho de asociación. 

IV 

La creciente importancia que las 
asociaciones tienen en el tráfico jurídico 
aconseja, como garantía de quienes entren 
en dicho tráfico, que la Ley tome como 
punto de referencia -en relación con su 
régimen de responsabilidad- el momento en 
que se produce la inscripción en el Registro 
correspondiente. 

Esta misma garantía hace necesaria la 
regulación de extremos importantes en el 
tráfico jurídico, como son el contenido del 
acta fundacional y de los estatutos, la 
modificación, disolución y liquidación de 
las asociaciones, sus obligaciones 
documentales y contables, y la publicidad 
de la identidad de los miembros de los 
órganos de dirección y administración. 

La consecuencia de la inscripción en el 
Registro será la separación entre el 
patrimonio de la asociación y el patrimonio 
de los asociados, sin perjuicio de la 
existencia, y posibilidad de exigencia, de la 
responsabilidad de aquéllos que, con sus 
actos u omisiones, causen a la asociación o 
a terceros daños o perjuicios. 

V 

Del contenido del artículo 22.3 de la 
Constitución se deriva que la 
Administración carece, al gestionar los 
Registros, de facultades que pudieran 
entrañar un control material de legalización 
o reconocimiento. 

Por ello, se regula el procedimiento de 
inscripción en los límites constitucionales 
mencionados, estableciéndose la inscripción 
por silencio positivo en coherencia con el 
hecho de tratarse del ejercicio de un 
derecho fundamental. 

VI 

La presente Ley reconoce la importancia 
del fenómeno asociativo, como instrumento 
de integración en la sociedad y de 
participación en los asuntos públicos, ante 
el que los poderes públicos han de mantener 
un cuidadoso equilibrio, de un lado en 
garantía de la libertad asociativa, y de otro 
en protección de los derechos y libertades 
fundamentales que pudieran encontrarse 
afectados en el ejercicio de aquélla. 

Resulta patente que las asociaciones 
desempeñen un papel fundamental en los 
diversos ámbitos de la actividad social, 
contribuyendo a un ejercicio activo de la 
ciudadanía y a la consolidación de una 
democracia avanzada, representando los 
intereses de los ciudadanos ante los poderes 
públicos y desarrollando una función 
esencial e imprescindible, entre otras, en las 
políticas de desarrollo, medio ambiente, 
promoción de los derechos humanos, 
juventud, salud pública, cultura, creación de 
empleo y otras de similar naturaleza, para lo 
cual la Ley contempla el otorgamiento de 
ayudas y subvenciones por parte de las 
diferentes Administraciones públicas 
conforme al marco legal y reglamentario de 
carácter general que las prevé, y al 
específico que en esa materia se regule 
legalmente en el futuro. 

Por ello, se incluye un capítulo dedicado al 
fomento que incorpora, con modificaciones 
adjetivas, el régimen de las asociaciones de 
utilidad pública, recientemente actualizado, 
como instrumento dinamizador de la 
realización de actividades de interés 
general, lo que redundará decisivamente en 
beneficio de la colectividad. 

No puede olvidarse, en este aspecto, el 
importante papel de los voluntarios, por lo 
que la Administración deberá tener en 
cuenta la existencia y actividad de los 
voluntarios en sus respectivas asociaciones, 
en los términos establecidos en la Ley 
6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado. 
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VII 

En el capítulo VII se contemplan las 
garantías jurisdiccionales, sin las cuales el 
ejercicio del derecho de asociación podría 
convertirse en una mera declaración de 
principios. 

La aplicación de los procedimientos 
especiales para la protección de los 
derechos fundamentales de la persona, 
correspondientes en cada orden 
jurisdiccional, no ofrece duda alguna, en 
todos aquellos aspectos que constituyen el 
contenido fundamental del derecho de 
asociación. 

Asimismo, el apartado 4 del artículo 22 de 
la Constitución es objeto de desarrollo, 
estableciéndose las causas de suspensión y 
disolución judicial de las asociaciones; y, 
en cuanto a la tutela, en procedimiento 
ordinario, de los órdenes jurisdiccionales 
contencioso-administrativo y civil, la Ley 
no modifica, en esencia, la situación 
preexistente, remitiéndose en cuanto a la 
competencia jurisdiccional a la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 

VIII 

Otra de las novedades destacables de la Ley 
es la posibilidad de creación de los 
Consejos Sectoriales de Asociaciones como 
órganos de colaboración y asesoramiento, 
de los que forman parte representantes de 
las Administraciones y de las asociaciones, 
como marco de actuación común en los 
distintos sectores asociativos, dada su 
amplia diversidad, y que sirva de cauce de 
interlocución, para que el papel y la 
evolución de las asociaciones respondan a 
las necesidades actuales y futuras. 

Es necesario que las asociaciones colaboren 
no sólo con las Administraciones, sino 
también con la industria y el comercio, las 
organizaciones empresariales y las 
organizaciones sindicales; colaboración 
edificada sobre una relación de confianza 
mutua y de intercambio de experiencias, 
sobre todo en temas tales como el medio 
ambiente, cultura, educación, sanidad, 
protección social, lucha contra el 
desempleo, y promoción de derechos 
humanos. Con la creación de los Consejos 

Sectoriales de Asociaciones, se pretende 
canalizar y alentar esta colaboración. 

IX 

La presente Ley, en virtud de lo dispuesto 
en la disposición final primera, es 
claramente respetuosa con la doctrina del 
Tribunal Constitucional, que se contiene en 
la sentencia de 23 de julio de 1998, en 
cuanto a la reserva de ley orgánica, y en lo 
que se refiere al sistema de distribución 
competencial que se desprende de la 
Constitución y de los Estatutos de 
Autonomía. Por ello, también se ha tenido 
en cuenta la legislación autonómica 
existente en materia de asociaciones. 

El rango de Ley Orgánica, ex artículo 81.1 
de la Constitución, alcanza, en los términos 
del apartado 1, de la disposición final 
primera, a los preceptos de la Ley 
considerados como elementos esenciales 
del contenido del derecho de asociación, 
que se manifiesta en cuatro dimensiones: en 
la libertad de creación de asociaciones y de 
adscripción a las ya creadas; en la libertad 
de no asociarse y de dejar de pertenecer a 
las mismas; en la libertad de organización y 
funcionamiento internos sin injerencias 
exteriores; y en un conjunto de facultades 
de los asociados considerados 
individualmente frente a las asociaciones a 
las que pertenecen. 

El artículo 149.1.1 de la Constitución 
habilita al Estado para regular y garantizar 
el contenido primario, las facultades 
elementales y los límites esenciales en 
aquello que sea necesario para garantizar la 
igualdad de todos los españoles, y la 
presente ley concreta dicha habilitación, en 
el ejercicio del derecho de asociación, en 
los aspectos relativos a la definición del 
concepto legal de asociación, así como en el 
régimen jurídico externo de las 
asociaciones, aspectos todos ellos que 
requieren un tratamiento uniforme. 

El segundo de los títulos competenciales 
que se manifiesta en la Ley es el previsto en 
el artículo 149.1.6 de la Constitución, en 
cuanto se refiere a la legislación procesal y 
que responde a la necesidad de salvaguardar 
la uniformidad de los instrumentos 
jurisdiccionales. 



Régimen fiscal de las Entidades Sin Fines Lucrativos y de los incentivos fiscales al Mecenazgo 

 

 87 

La definición y régimen de las asociaciones 
declaradas de utilidad pública estatal tiene 
como finalidad estimular la participación de 
las asociaciones en la realización de 
actividades de interés general, y por ello se 
dicta al amparo del artículo 149.1.14 de la 
Constitución. 

Las restantes normas de la Ley son sólo de 
aplicación a las asociaciones de 
competencia estatal, competencia que 
alcanzará a todas aquellas asociaciones para 
las cuales las Comunidades Autónomas no 
ostenten competencias exclusivas, y, en su 
caso, a las asociaciones extranjeras. 

En definitiva, con la presente Ley se 
pretende superar la vigente normativa 
preconstitucional tomando como criterios 
fundamentales la estructura democrática de 
las asociaciones y su ausencia de fines 
lucrativos, así como garantizar la 
participación de las personas en éstas, y la 
participación misma de las asociaciones en 
la vida social y política, desde un espíritu 
de libertad y pluralismo, reconociendo, a su 
vez, la importancia de las funciones que 
cumplen como agentes sociales de cambio y 
transformación social, de acuerdo con el 
principio de subsidiariedad. 

CAPÍTULO I. 
DISPOSICIONES GENERALES. 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. La presente Ley Orgánica tiene por 
objeto desarrollar el derecho de asociación 
reconocido en el artículo 22 de la 
Constitución y establecer aquellas normas 
de régimen jurídico de las asociaciones que 
corresponde dictar al Estado. 

2. El derecho de asociación se regirá con 
carácter general por lo dispuesto en la 
presente Ley Orgánica, dentro de cuyo 
ámbito de aplicación se incluyen todas las 
asociaciones que no tengan fin de lucro y 
que no estén sometidas a un régimen 
asociativo específico. 

3. Se regirán por su legislación específica 
los partidos políticos; los sindicatos y las 
organizaciones empresariales; las iglesias, 
confesiones y comunidades religiosas; las 
federaciones deportivas; las asociaciones de 
consumidores y usuarios; así como 

cualesquiera otras reguladas por leyes 
especiales. 

Las asociaciones constituidas para fines 
exclusivamente religiosos por las iglesias, 
confesiones y comunidades religiosas se 
regirán por lo dispuesto en los tratados 
internacionales y en las leyes específicas, 
sin perjuicio de la aplicación supletoria de 
las disposiciones de la presente Ley 
Orgánica. 

4. Quedan excluidas del ámbito de 
aplicación de la presente Ley las 
comunidades de bienes y propietarios y las 
entidades que se rijan por las disposiciones 
relativas al contrato de sociedad, 
cooperativas y mutualidades, así como las 
uniones temporales de empresas y las 
agrupaciones de interés económico. 

Artículo 2. Contenido y principios. 

1. Todas las personas tienen derecho a 
asociarse libremente para la consecución de 
fines lícitos. 

2. El derecho de asociación comprende la 
libertad de asociarse o crear asociaciones, 
sin necesidad de autorización previa. 

3. Nadie puede ser obligado a constituir una 
asociación, a integrarse en ella o a 
permanecer en su seno, ni a declarar su 
pertenencia a una asociación legalmente 
constituida. 

4. La constitución de asociaciones y el 
establecimiento de su organización y 
funcionamiento se llevarán a cabo dentro 
del marco de la Constitución, de la presente 
Ley Orgánica y del resto del ordenamiento 
jurídico. 

5. La organización interna y el 
funcionamiento de las asociaciones deben 
ser democráticos, con pleno respeto al 
pluralismo. Serán nulos de pleno derecho 
los pactos, disposiciones estatutarias y 
acuerdos que desconozcan cualquiera de los 
aspectos del derecho fundamental de 
asociación. 

6. Las entidades públicas podrán ejercitar el 
derecho de asociación entre sí, o con 
particulares, como medida de fomento y 
apoyo, siempre que lo hagan en igualdad de 
condiciones con éstos, al objeto de evitar 
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una posición de dominio en el 
funcionamiento de la asociación. 

7. Las asociaciones que persigan fines o 
utilicen medios tipificados como delito son 
ilegales. 

8. Se prohíben las asociaciones secretas y 
las de carácter paramilitar. 

9. La condición de miembro de una 
determinada asociación no puede ser, en 
ningún caso, motivo de favor, de ventaja o 
de discriminación a ninguna persona por 
parte de los poderes públicos. 

Artículo 3. Capacidad. 

Podrán constituir asociaciones, y formar 
parte de las mismas, las personas físicas y 
las personas jurídicas, sean éstas públicas o 
privadas, con arreglo a los siguientes 
principios: 

a. Las personas físicas necesitan tener 
la capacidad de obrar y no estar 
sujetas a ninguna condición legal 
para el ejercicio del derecho. 

b. Los menores no emancipados de 
más de catorce años con el 
consentimiento, documentalmente 
acreditado, de las personas que 
deban suplir su capacidad, sin 
perjuicio del régimen previsto para 
las asociaciones infantiles, 
juveniles o de alumnos en el 
artículo 7.2 de la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor. 

c. Los miembros de las Fuerzas 
Armadas o de los Institutos 
Armados de naturaleza militar 
habrán de atenerse a lo que 
dispongan las Reales Ordenanzas 
para las Fuerzas Armadas y el resto 
de sus normas específicas para el 
ejercicio del derecho de asociación. 

d. Los Jueces, Magistrados y Fiscales 
habrán de atenerse a lo que 
dispongan sus normas específicas 
para el ejercicio del derecho de 
asociación en lo que se refiere a 
asociaciones profesionales. 

e. Las personas jurídicas de naturaleza 
asociativa requerirán el acuerdo 
expreso de su órgano competente, y 
las de naturaleza institucional, el 
acuerdo de su órgano rector. 

f. Las asociaciones podrán constituir 
federaciones, confederaciones o 
uniones, previo el cumplimiento de 
los requisitos exigidos para la 
constitución de asociaciones, con 
acuerdo expreso de sus órganos 
competentes. 

g. Las personas jurídico-públicas 
serán titulares del derecho de 
asociación en los términos del 
artículo 2.6 de la presente Ley, 
salvo que establezcan lo contrario 
sus normas constitutivas y 
reguladoras, a cuyo tenor habrá de 
atenerse, en todo caso, el ejercicio 
de aquél. 

Artículo 4. Relaciones con la 
Administración. 

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, fomentarán la 
constitución y el desarrollo de las 
asociaciones que realicen actividades de 
interés general. 

2. La Administración no podrá adoptar 
medidas preventivas o suspensivas que 
interfieran en la vida interna de las 
asociaciones. 

3. El otorgamiento de ayudas o 
subvenciones públicas y, en su caso, el 
reconocimiento de otros beneficios legal o 
reglamentariamente previstos, estará 
condicionado al cumplimiento de los 
requisitos establecidos en cada caso. 

4. La Administración competente ofrecerá 
el asesoramiento y la información técnica 
de que disponga, cuando sea solicitada, por 
quienes acometan proyectos asociativos de 
interés general. 

5. Los poderes públicos no facilitarán 
ningún tipo de ayuda a las asociaciones que 
en su proceso de admisión o en su 
funcionamiento discriminen por razón de 
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o 
cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social. 

6. Los poderes públicos no facilitarán ayuda 
alguna, económica o de cualquier otro tipo, 
a aquellas asociaciones que con su actividad 
promuevan o justifiquen el odio o la 
violencia contra personas físicas o jurídicas, 
o enaltezcan o justifiquen por cualquier 
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medio los delitos de terrorismo o de quienes 
hayan participado en su ejecución, o la 
realización de actos que entrañen 
descrédito, menosprecio o humillación de 
las víctimas de los delitos terroristas o de 
sus familiares. 

Se considerará, a estos efectos, que una 
asociación realiza las actividades previstas 
en el párrafo anterior, cuando alguno de los 
integrantes de sus órganos de 
representación, o cualesquier otro miembro 
activo, haya sido condenado por sentencia 
firme por pertenencia, actuación al servicio 
o colaboración con banda armada en tanto 
no haya cumplido completamente la 
condena, si no hubiese rechazado 
públicamente los fines y los medios de la 
organización terrorista a la que perteneció o 
con la que colaboró o apoyó o exaltó. 

Asimismo, se considerará actividad de la 
asociación cualquier actuación realizada por 
los miembros de sus órganos de gobierno y 
de representación, o cualesquiera otros 
miembros activos, cuando hayan actuado en 
nombre, por cuenta o en representación de 
la asociación, aunque no constituya el fin o 
la actividad de la asociación en los términos 
descritos en sus Estatutos. 

Lo dispuesto en este apartado se entiende 
sin perjuicio de lo establecido en la 
legislación penal y en el artículo 30.4 de la 
presente Ley. 

CAPÍTULO II. 
CONSTITUCIÓN DE LAS 
ASOCIACIONES. 

Artículo 5. Acuerdo de constitución. 

1. Las asociaciones se constituyen mediante 
acuerdo de tres o más personas físicas o 
jurídicas legalmente constituidas, que se 
comprometen a poner en común 
conocimientos, medios y actividades para 
conseguir unas finalidades lícitas, comunes, 
de interés general o particular, y se dotan de 
los Estatutos que rigen el funcionamiento 
de la asociación. 

2. El acuerdo de constitución, que incluirá 
la aprobación de los Estatutos, habrá de 
formalizarse mediante acta fundacional, en 
documento público o privado. Con el 
otorgamiento del acta adquirirá la 
asociación su personalidad jurídica y la 

plena capacidad de obrar, sin perjuicio de la 
necesidad de su inscripción a los efectos del 
artículo 10. 

3. Lo establecido en este artículo se aplicará 
también para la constitución de 
federaciones, confederaciones y uniones de 
asociaciones. 

Artículo 6. Acta fundacional. 

1. El acta fundacional ha de contener: 
a. El nombre y apellidos de los 

promotores de la asociación si son 
personas físicas, la denominación o 
razón social si son personas 
jurídicas, y, en ambos casos, la 
nacionalidad y el domicilio. 

b. La voluntad de los promotores de 
constituir una asociación, los pactos 
que, en su caso, hubiesen 
establecido y la denominación de 
ésta. 

c. Los Estatutos aprobados que 
regirán el funcionamiento de la 
asociación, cuyo contenido se 
ajustará a las prescripciones del 
artículo siguiente. 

d. Lugar y fecha de otorgamiento del 
acta, y firma de los promotores, o 
de sus representantes en el caso de 
personas jurídicas. 

e. La designación de los integrantes 
de los órganos provisionales de 
gobierno. 

2. Al acta fundacional habrá de acompañar, 
para el caso de personas jurídicas, una 
certificación del acuerdo válidamente 
adoptado por el órgano competente, en el 
que aparezca la voluntad de constituir la 
asociación y formar parte de ella y la 
designación de la persona física que la 
representará; y, en el caso de las personas 
físicas, la acreditación de su identidad. 
Cuando los otorgantes del acta actúen a 
través de representante, se acompañará a la 
misma la acreditación de su identidad. 

Artículo 7. Estatutos. 

1. Los Estatutos deberán contener los 
siguientes extremos: 

a. La denominación. 
b. El domicilio, así como el ámbito 

territorial en que haya de realizar 
principalmente sus actividades. 
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c. La duración, cuando la asociación 
no se constituya por tiempo 
indefinido. 

d. Los fines y actividades de la 
asociación, descritos de forma 
precisa. 

e. Los requisitos y modalidades de 
admisión y baja, sanción y 
separación de los asociados y, en su 
caso, las clases de éstos. Podrán 
incluir también las consecuencias 
del impago de las cuotas por parte 
de los asociados. 

f. Los derechos y obligaciones de los 
asociados y, en su caso, de cada 
una de sus distintas modalidades. 

g. Los criterios que garanticen el 
funcionamiento democrático de la 
asociación. 

h. Los órganos de gobierno y 
representación, su composición, 
reglas y procedimientos para la 
elección y sustitución de sus 
miembros, sus atribuciones, 
duración de los cargos, causas de su 
cese, la forma de deliberar, adoptar 
y ejecutar sus acuerdos y las 
personas o cargos con facultad para 
certificarlos y requisitos para que 
los citados órganos queden 
válidamente constituidos, así como 
la cantidad de asociados necesaria 
para poder convocar sesiones de los 
órganos de gobierno o de proponer 
asuntos en el orden del día. 

i. El régimen de administración, 
contabilidad y documentación, así 
como la fecha de cierre del 
ejercicio asociativo. 

j. El patrimonio inicial y los recursos 
económicos de los que se podrá 
hacer uso. 

k. Causas de disolución y destino del 
patrimonio en tal supuesto, que no 
podrá desvirtuar el carácter no 
lucrativo de la entidad. 

2. Los Estatutos también podrán contener 
cualesquiera otras disposiciones y 
condiciones lícitas que los promotores 
consideren convenientes, siempre que no se 
opongan a las leyes ni contradigan los 
principios configuradores de la asociación. 

3. El contenido de los Estatutos no podrá 
ser contrario al ordenamiento jurídico. 

Artículo 8. Denominación. 

1. La denominación de las asociaciones no 
podrá incluir término o expresión que 
induzca a error o confusión sobre su propia 
identidad, o sobre la clase o naturaleza de la 
misma, en especial, mediante la adopción 
de palabras, conceptos o símbolos, 
acrónimos y similares propios de personas 
jurídicas diferentes, sean o no de naturaleza 
asociativa. 

2. No serán admisibles las denominaciones 
que incluyan expresiones contrarias a las 
leyes o que puedan suponer vulneración de 
los derechos fundamentales de las personas. 

3. Tampoco podrá coincidir, o asemejarse 
de manera que pueda crear confusión, con 
ninguna otra previamente inscrita en el 
Registro en el que proceda su inscripción, 
ni con cualquier otra persona jurídica 
pública o privada, ni con entidades 
preexistentes, sean o no de nacionalidad 
española, ni con personas físicas, salvo con 
el consentimiento expreso del interesado o 
sus sucesores, ni con una marca registrada 
notoria, salvo que se solicite por el titular 
de la misma o con su consentimiento. 

Artículo 9. Domicilio. 

1. Las asociaciones que se constituyan con 
arreglo a la presente Ley tendrán su 
domicilio en España, en el lugar que 
establezcan sus Estatutos, que podrá ser el 
de la sede de su órgano de representación, o 
bien aquel donde desarrolle principalmente 
sus actividades. 

2. Deberán tener domicilio en España, las 
asociaciones que desarrollen actividades 
principalmente dentro de su territorio. 

3. Sin perjuicio de lo que disponga el 
ordenamiento comunitario, las asociaciones 
extranjeras para poder ejercer actividades 
en España, de forma estable o duradera, 
deberán establecer una delegación en 
territorio español. 

Artículo 10. Inscripción en el Registro. 

1. Las asociaciones reguladas en la presente 
Ley deberán inscribirse en el 
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correspondiente Registro, a los solos 
efectos de publicidad. 

2. La inscripción registral hace pública la 
constitución y los Estatutos de las 
asociaciones y es garantía, tanto para los 
terceros que con ellas se relacionan, como 
para sus propios miembros. 

3. Los promotores realizarán las 
actuaciones que sean precisas, a efectos de 
la inscripción, respondiendo en caso 
contrario de las consecuencias de la falta de 
la misma. 

4. Sin perjuicio de la responsabilidad de la 
propia asociación, los promotores de 
asociaciones no inscritas responderán, 
personal y solidariamente, de las 
obligaciones contraídas con terceros. En tal 
caso, los asociados responderán 
solidariamente por las obligaciones 
contraídas por cualquiera de ellos frente a 
terceros, siempre que hubieran manifestado 
actuar en nombre de la asociación. 

CAPÍTULO III. 
FUNCIONAMIENTO DE LAS 
ASOCIACIONES. 

Artículo 11. Régimen de las asociaciones. 

1. El régimen de las asociaciones, en lo que 
se refiere a su constitución e inscripción, se 
determinará por lo establecido en la 
presente Ley Orgánica y en las 
disposiciones reglamentarias que se dicten 
en su desarrollo. 

2. En cuanto a su régimen interno, las 
asociaciones habrán de ajustar su 
funcionamiento a lo establecido en sus 
propios Estatutos, siempre que no estén en 
contradicción con las normas de la presente 
Ley Orgánica y con las disposiciones 
reglamentarias que se dicten para la 
aplicación de la misma. 

3. La Asamblea General es el órgano 
supremo de gobierno de la asociación, 
integrado por los asociados, que adopta sus 
acuerdos por el principio mayoritario o de 
democracia interna y deberá reunirse, al 
menos, una vez al año. 

4. Existirá un órgano de representación que 
gestione y represente los intereses de la 
asociación, de acuerdo con las 
disposiciones y directivas de la Asamblea 

General. Sólo podrán formar parte del 
órgano de representación los asociados. 

Para ser miembro de los órganos de 
representación de una asociación, sin 
perjuicio de lo que establezcan sus 
respectivos Estatutos, serán requisitos 
indispensables: ser mayor de edad, estar en 
pleno uso de los derechos civiles y no estar 
incurso en los motivos de incompatibilidad 
establecidos en la legislación vigente. 

5. En el caso de que los miembros de los 
órganos de representación puedan recibir 
retribuciones en función del cargo, deberán 
constar en los Estatutos y en las cuentas 
anuales aprobadas en asamblea. 

Artículo 12. Régimen interno. 

Si los Estatutos no lo disponen de otro 
modo, el régimen interno de las 
asociaciones será el siguiente: 

a. Las facultades del órgano de 
representación se extenderán, con 
carácter general, a todos los actos 
propios de las finalidades de la 
asociación, siempre que no 
requieran, conforme a los Estatutos, 
autorización expresa de la 
Asamblea General. 

b. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 11.3, la Asamblea General 
se convocará por el órgano de 
representación, con carácter 
extraordinario, cuando lo solicite 
un número de asociados no inferior 
al 10 %. 

c. La Asamblea General se constituirá 
válidamente, previa convocatoria 
efectuada quince días antes de la 
reunión, cuando concurran a ella, 
presentes o representados, un tercio 
de los asociados, y su presidente y 
su secretario serán designados al 
inicio de la reunión. 

d. Los acuerdos de la Asamblea 
General se adoptarán por mayoría 
simple de las personas presentes o 
representadas, cuando los votos 
afirmativos superen a los negativos. 
No obstante, requerirán mayoría 
cualificada de las personas 
presentes o representadas, que 
resultará cuando los votos 
afirmativos superen la mitad, los 
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acuerdos relativos a disolución de 
la asociación, modificación de los 
Estatutos, disposición o 
enajenación de bienes y 
remuneración de los miembros del 
órgano de representación. 

Artículo 13. Régimen de actividades. 

1. Las asociaciones deberán realizar las 
actividades necesarias para el cumplimiento 
de sus fines, si bien habrán de atenerse a la 
legislación específica que regule tales 
actividades. 

2. Los beneficios obtenidos por las 
asociaciones, derivados del ejercicio de 
actividades económicas, incluidas las 
prestaciones de servicios, deberán 
destinarse, exclusivamente, al 
cumplimiento de sus fines, sin que quepa en 
ningún caso su reparto entre los asociados 
ni entre sus cónyuges o personas que 
convivan con aquéllos con análoga relación 
de afectividad, ni entre sus parientes, ni su 
cesión gratuita a personas físicas o jurídicas 
con interés lucrativo. 

Artículo 14. Obligaciones documentales y 
contables. 

1. Las asociaciones han de disponer de una 
relación actualizada de sus asociados, llevar 
una contabilidad que permita obtener la 
imagen fiel del patrimonio, del resultado y 
de la situación financiera de la entidad, así 
como las actividades realizadas, efectuar un 
inventario de sus bienes y recoger en un 
libro las actas de las reuniones de sus 
órganos de gobierno y representación. 
Deberán llevar su contabilidad conforme a 
las normas específicas que les resulten de 
aplicación. 

2. Los asociados podrán acceder a toda la 
documentación que se relaciona en el 
apartado anterior, a través de los órganos de 
representación, en los términos previstos en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de protección de datos de 
carácter personal. 

3. Las cuentas de la asociación se aprobarán 
anualmente por la Asamblea General. 

Artículo 15. Responsabilidad de las 
asociaciones inscritas. 

1. Las asociaciones inscritas responden de 
sus obligaciones con todos sus bienes 
presentes y futuros. 

2. Los asociados no responden 
personalmente de las deudas de la 
asociación. 

3. Los miembros o titulares de los órganos 
de gobierno y representación, y las demás 
personas que obren en nombre y 
representación de la asociación, 
responderán ante ésta, ante los asociados y 
ante terceros por los daños causados y las 
deudas contraídas por actos dolosos, 
culposos o negligentes. 

4. Las personas a que se refiere el apartado 
anterior responderán civil y 
administrativamente por los actos y 
omisiones realizados en el ejercicio de sus 
funciones, y por los acuerdos que hubiesen 
votado, frente a terceros, a la asociación y a 
los asociados. 

5. Cuando la responsabilidad no pueda ser 
imputada a ningún miembro o titular de los 
órganos de gobierno y representación, 
responderán todos solidariamente por los 
actos y omisiones a que se refieren los 
apartados 3 y 4 de este artículo, a menos 
que puedan acreditar que no han participado 
en su aprobación y ejecución o que 
expresamente se opusieron a ellas. 

6. La responsabilidad penal se regirá por lo 
establecido en las leyes penales. 

Artículo 16. Modificación de los Estatutos. 

1. La modificación de los Estatutos que 
afecte al contenido previsto en el artículo 7 
requerirá acuerdo adoptado por la 
Asamblea General convocada 
específicamente con tal objeto, deberá ser 
objeto de inscripción en el plazo de un mes 
y sólo producirá efectos, tanto para los 
asociados como para los terceros, desde que 
se haya procedido a su inscripción en el 
Registro de Asociaciones correspondiente, 
rigiendo para la misma el sentido del 
silencio previsto en el artículo 30.1 de la 
presente Ley. 

Las restantes modificaciones producirán 
efectos para los asociados desde el 
momento de su adopción con arreglo a los 
procedimientos estatutarios, mientras que 
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para los terceros será necesaria, además, la 
inscripción en el Registro correspondiente. 

2. La inscripción de las modificaciones 
estatutarias se sujetará a los mismos 
requisitos que la inscripción de los 
Estatutos. 

Artículo 17. Disolución. 

1. Las asociaciones se disolverán por las 
causas previstas en los Estatutos y, en su 
defecto, por la voluntad de los asociados 
expresada en Asamblea General convocada 
al efecto, así como por las causas 
determinadas en el artículo 39 del Código 
Civil y por sentencia judicial firme. 

2. En todos los supuestos de disolución 
deberá darse al patrimonio el destino 
previsto en los Estatutos. 

Artículo 18. Liquidación de la asociación. 

1. La disolución de la asociación abre el 
período de liquidación, hasta el fin del cual 
la entidad conservará su personalidad 
jurídica. 

2. Los miembros del órgano de 
representación en el momento de la 
disolución se convierten en liquidadores, 
salvo que los Estatutos establezcan otra 
cosa o bien los designe la Asamblea 
General o el juez que, en su caso, acuerde la 
disolución. 

3. Corresponde a los liquidadores: 
a. Velar por la integridad del 

patrimonio de la asociación. 
b. Concluir las operaciones pendientes 

y efectuar las nuevas, que sean 
precisas para la liquidación. 

c. Cobrar los créditos de la 
asociación. 

d. Liquidar el patrimonio y pagar a los 
acreedores. 

e. Aplicar los bienes sobrantes de la 
asociación a los fines previstos por 
los Estatutos. 

f. Solicitar la cancelación de los 
asientos en el Registro. 

4. En caso de insolvencia de la asociación, 
el órgano de representación o, si es el caso, 
los liquidadores han de promover 
inmediatamente el oportuno procedimiento 
concursal ante el juez competente. 

CAPÍTULO IV. 
ASOCIADOS. 

Artículo 19. Derecho a asociarse. 

La integración en una asociación 
constituida es libre y voluntaria, debiendo 
ajustarse a lo establecido en los Estatutos. 

Artículo 20. Sucesión en la condición de 
asociado. 

La condición de asociado es intransmisible, 
salvo que los Estatutos dispongan otra cosa, 
por causa de muerte o a título gratuito. 

Artículo 21. Derechos de los asociados. 

Todo asociado ostenta los siguientes 
derechos: 

a. A participar en las actividades de la 
asociación y en los órganos de 
gobierno y representación, a ejercer 
el derecho de voto, así como a 
asistir a la Asamblea General, de 
acuerdo con los Estatutos. 

b. A ser informado acerca de la 
composición de los órganos de 
gobierno y representación de la 
asociación, de su estado de cuentas 
y del desarrollo de su actividad. 

c. A ser oído con carácter previo a la 
adopción de medidas disciplinarias 
contra él y a ser informado de los 
hechos que den lugar a tales 
medidas, debiendo ser motivado el 
acuerdo que, en su caso, imponga la 
sanción. 

d. A impugnar los acuerdos de los 
órganos de la asociación que estime 
contrarios a la ley o a los Estatutos. 

Artículo 22. Deberes de los asociados. 

Son deberes de los asociados: 
a. Compartir las finalidades de la 

asociación y colaborar para la 
consecución de las mismas. 

b. Pagar las cuotas, derramas y otras 
aportaciones que, con arreglo a los 
Estatutos, puedan corresponder a 
cada socio. 

c. Cumplir el resto de obligaciones 
que resulten de las disposiciones 
estatutarias. 

d. Acatar y cumplir los acuerdos 
válidamente adoptados por los 
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órganos de gobierno y 
representación de la asociación. 

Artículo 23. Separación voluntaria. 

1. Los asociados tienen derecho a separarse 
voluntariamente de la asociación en 
cualquier tiempo. 

2. Los Estatutos podrán establecer que, en 
caso de separación voluntaria de un 
asociado, éste pueda percibir la 
participación patrimonial inicial u otras 
aportaciones económicas realizadas, sin 
incluir las cuotas de pertenencia a la 
asociación que hubiese abonado, con las 
condiciones, alcances y límites que se fijen 
en los Estatutos. Ello se entiende siempre 
que la reducción patrimonial no implique 
perjuicios a terceros. 

CAPÍTULO V. 
REGISTROS DE ASOCIACIONES. 

Artículo 24. Derecho de inscripción. 

El derecho de asociación incluye el derecho 
a la inscripción en el Registro de 
Asociaciones competente, que sólo podrá 
denegarse cuando no se reúnan los 
requisitos establecidos en la presente Ley 
Orgánica. 

Artículo 25. Registro Nacional de 
Asociaciones. 

1. El Registro Nacional de Asociaciones, 
cuya dependencia orgánica se determinará 
reglamentariamente, tendrá por objeto la 
inscripción de las asociaciones, y demás 
actos inscribibles conforme al artículo 28, 
relativos a: 

a. Asociaciones, federaciones, 
confederaciones y uniones de 
asociaciones de ámbito estatal y 
todas aquéllas que no desarrollen 
principalmente sus funciones en el 
ámbito territorial de una 
Comunidad Autónoma. 

b. Asociaciones extranjeras que 
desarrollen actividades en España, 
de forma estable o duradera, que 
deberán establecer una delegación 
en territorio español. Cuando el 
ámbito de actividad de la 
asociación extranjera sea 
principalmente el de una o varias 
Comunidades Autónomas, el 

Registro Nacional comunicará la 
inscripción a las referidas 
Comunidades Autónomas. 

2. En el Registro Nacional de Asociaciones, 
además de las inscripciones a que se refiere 
el apartado 1, existirá constancia, mediante 
comunicación de la Administración 
competente, de los asientos de inscripción y 
disolución de las asociaciones, cuya 
inscripción o depósito de Estatutos en 
registros especiales sea legalmente 
obligatorio. 

3. El Registro Nacional de Asociaciones 
llevará un fichero de denominaciones, para 
evitar la duplicidad o semejanza de éstas, 
que pueda inducir a error o confusión con la 
identificación de entidades u organismos 
preexistentes, incluidos los religiosos 
inscritos en su correspondiente registro. 

4. Reglamentariamente se determinará la 
estructura y funcionamiento del Registro 
Nacional de Asociaciones. 

Artículo 26. Registros Autonómicos de 
Asociaciones. 

1. En cada Comunidad Autónoma existirá 
un Registro Autonómico de Asociaciones, 
que tendrá por objeto la inscripción de las 
asociaciones que desarrollen principalmente 
sus funciones en el ámbito territorial de 
aquéllas. 

2. En todo caso, los Registros 
comprendidos en este artículo deberán 
comunicar al Registro Nacional de 
Asociaciones los asientos de inscripción y 
disolución de las asociaciones de ámbito 
autonómico. 

Artículo 27. Cooperación y colaboración 
entre Registros. 

Se establecerán los mecanismos de 
cooperación y colaboración procedentes 
entre los diferentes Registros de 
asociaciones. 

Artículo 28. Actos inscribibles y depósito 
de documentación. 

1. La inscripción de las asociaciones deberá 
contener los asientos y sus modificaciones 
relativos a: 

a. La denominación. 
b. El domicilio. 
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c. Los fines y actividades estatutarias. 
d. El ámbito territorial de actuación. 
e. La identidad de los titulares de los 

órganos de gobierno y 
representación. 

f. La apertura y cierre de 
delegaciones o establecimientos de 
la entidad. 

g. La fecha de constitución y la de 
inscripción. 

h. La declaración y la revocación de la 
condición de utilidad pública. 

i. Las asociaciones que constituyen o 
integran federaciones, 
confederaciones y uniones. 

j. La pertenencia a otras asociaciones, 
federaciones, confederaciones y 
uniones o entidades internacionales. 

k. La baja, suspensión o disolución de 
la asociación, y sus causas. 

2. Estará depositada en los Registros de 
asociaciones la documentación siguiente, 
original o a través de los correspondientes 
certificados: 

a. El acta fundacional y aquéllas en 
que consten acuerdos que 
modifiquen los extremos registrales 
o pretendan introducir nuevos datos 
en el Registro. 

b. Los Estatutos y sus modificaciones. 
c. La relativa a la apertura, traslado o 

clausura de delegaciones o 
establecimientos. 

d. La referente a la incorporación o 
baja de asociaciones en 
federaciones, confederaciones y 
uniones; y, en el Registro en que 
éstas se encuentren inscritas, la 
relativa a la baja o incorporación de 
asociaciones. 

e. La que se refiera a la disolución y 
al destino dado al patrimonio 
remanente como consecuencia de la 
disolución de la entidad. 

3. Las asociaciones extranjeras, 
válidamente constituidas con arreglo a su 
ley personal y a esta Ley, habrán de 
inscribir los datos a que se refieren las letras 
a), b), c), d), e) y f) del apartado 1, y 
además el cese de sus actividades en 
España; y depositar los documentos a que 
se refieren las letras b), c) y e) del apartado 

2, además de justificación documental de 
que se encuentran válidamente constituidas. 

4. Cualquier alteración sustancial de los 
datos o documentación que obre en el 
Registro deberá ser objeto de actualización, 
previa solicitud de la asociación 
correspondiente, en el plazo de un mes 
desde que la misma se produzca. 

Artículo 29. Publicidad. 

1. Los Registros de Asociaciones son 
públicos. 

2. La publicidad se hará efectiva mediante 
certificación del contenido de los asientos, 
por nota simple informativa o por copia de 
los asientos y de los documentos 
depositados en los Registros o por medios 
informáticos o telemáticos que se ajustará a 
los requisitos establecidos en la normativa 
vigente en materia de protección de datos 
de carácter personal. 

Artículo 30. Régimen jurídico de la 
inscripción. 

1. El plazo de inscripción en el 
correspondiente Registro será, en todo caso, 
de tres meses desde la recepción de la 
solicitud en el órgano competente. 
Transcurrido el plazo de inscripción 
señalado en el párrafo anterior sin que se 
haya notificado resolución expresa, se 
podrá entender estimada la solicitud de 
inscripción. 

La Administración procederá a la 
inscripción, limitando su actividad a la 
verificación del cumplimiento de los 
requisitos que han de reunir el acta 
fundacional y los Estatutos. 

2. Cuando se adviertan defectos formales en 
la solicitud o en la documentación que la 
acompaña, o cuando la denominación 
coincida con otra inscrita o pueda inducir a 
error o confusión con ella, o cuando la 
denominación coincida con una marca 
registrada notoria salvo que se solicite por 
el titular de la misma o con su 
consentimiento, se suspenderá el plazo para 
proceder a la inscripción y se abrirá el 
correspondiente para la subsanación de los 
defectos advertidos. 

3. Cuando la entidad solicitante no se 
encuentre incluida en el ámbito de 
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aplicación de la presente Ley o no tenga 
naturaleza de asociación, la Administración, 
previa audiencia de la misma, denegará su 
inscripción en el correspondiente Registro 
de Asociaciones e indicará al solicitante 
cuál es el registro u órgano administrativo 
competente para inscribirla. La denegación 
será siempre motivada. 

4. Cuando se encuentren indicios racionales 
de ilicitud penal en la constitución de la 
entidad asociativa, por el órgano 
competente se dictará resolución motivada, 
dándose traslado de toda la documentación 
al Ministerio Fiscal o al órgano 
jurisdiccional competente, y comunicando 
esta circunstancia a la entidad interesada, 
quedando suspendido el procedimiento 
administrativo hasta tanto recaiga 
resolución judicial firme. 

Cuando se encuentren indicios racionales 
de ilicitud penal en la actividad de la 
entidad asociativa, el órgano competente 
dictará resolución motivada, dando traslado 
de toda la documentación al Ministerio 
Fiscal o al órgano jurisdiccional 
competente, y comunicando esta 
circunstancia a la entidad interesada. 

5. En los supuestos de los apartados 2 y 3 
de este artículo podrán interponerse los 
recursos procedentes ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo, y 
en el supuesto del apartado 4 ante el orden 
jurisdiccional penal. 

CAPÍTULO VI. 
MEDIDAS DE FOMENTO. 

Artículo 31. Medidas de fomento. 

1. Las Administraciones públicas, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, 
promoverán y facilitarán el desarrollo de las 
asociaciones y federaciones, 
confederaciones y uniones que persigan 
finalidades de interés general, respetando 
siempre la libertad y autonomía frente a los 
poderes públicos. Asimismo, las 
Administraciones públicas ofrecerán la 
colaboración necesaria a las personas que 
pretendan emprender cualquier proyecto 
asociativo. 

2. La Administración General del Estado, 
en el ámbito de su competencia, fomentará 
el establecimiento de mecanismos de 

asistencia, servicios de información y 
campañas de divulgación y reconocimiento 
de las actividades de las asociaciones que 
persigan objetivos de interés general. 

3. Las asociaciones que persigan objetivos 
de interés general podrán disfrutar, en los 
términos y con el alcance que establezcan el 
Ministerio o Ministerios competentes, de 
ayudas y subvenciones atendiendo a 
actividades asociativas concretas. 

Las subvenciones públicas concedidas para 
el desarrollo de determinadas actividades y 
proyectos sólo podrán destinarse a ese fin y 
estarán sujetas a la normativa general de 
subvenciones públicas. 

4. No beneficiarán a las entidades 
asociativas no inscritas las garantías y 
derechos regulados en el presente artículo. 

5. Las Administraciones públicas, en el 
ámbito de sus competencias, podrán 
establecer con las asociaciones que persigan 
objetivos de interés general, convenios de 
colaboración en programas de interés 
social. 

Artículo 32. Asociaciones de utilidad 
pública. 

1. A iniciativa de las correspondientes 
asociaciones, podrán ser declaradas de 
utilidad pública aquellas asociaciones en las 
que concurran los siguientes requisitos: 

a. Que sus fines estatutarios tiendan a 
promover el interés general, en los 
términos definidos por el artículo 
31.3 de esta Ley, y sean de carácter 
cívico, educativo, científico, 
cultural, deportivo, sanitario, de 
promoción de los valores 
constitucionales, de promoción de 
los derechos humanos, de asistencia 
social, de cooperación para el 
desarrollo, de promoción de la 
mujer, de protección de la infancia, 
de fomento de la igualdad de 
oportunidades y de la tolerancia, de 
defensa del medio ambiente, de 
fomento de la economía social o de 
la investigación, de promoción del 
voluntariado social, de defensa de 
consumidores y usuarios, de 
promoción y atención a las 
personas en riesgo de exclusión por 
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razones físicas, sociales, 
económicas o culturales, y 
cualesquiera otros de similar 
naturaleza. 

b. Que su actividad no esté restringida 
exclusivamente a beneficiar a sus 
asociados, sino abierta a cualquier 
otro posible beneficiario que reúna 
las condiciones y caracteres 
exigidos por la índole de sus 
propios fines. 

c. Que los miembros de los órganos 
de representación que perciban 
retribuciones no lo hagan con cargo 
a fondos y subvenciones públicas. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, y en los términos y condiciones 
que se determinen en los Estatutos, los 
mismos podrán recibir una retribución 
adecuada por la realización de servicios 
diferentes a las funciones que les 
corresponden como miembros del órgano 
de representación. 

d. Que cuenten con los medios 
personales y materiales adecuados 
y con la organización idónea para 
garantizar el cumplimiento de los 
fines estatutarios. 

e. Que se encuentren constituidas, 
inscritas en el Registro 
correspondiente, en funcionamiento 
y dando cumplimiento efectivo a 
sus fines estatutarios, 
ininterrumpidamente y 
concurriendo todos los precedentes 
requisitos, al menos durante los dos 
años inmediatamente anteriores a la 
presentación de la solicitud. 

2. Las federaciones, confederaciones y 
uniones de entidades contempladas en esta 
Ley podrán ser declaradas de utitilidad 
pública, siempre que los requisitos 
previstos en el apartado anterior se 
cumplan, tanto por las propias federaciones, 
confederaciones y uniones, como por cada 
una de las entidades integradas en ellas. 

Artículo 33. Derechos de las asociaciones 
de utilidad pública. 

Las asociaciones declaradas de utilidad 
pública tendrán los siguientes derechos: 

a. Usar la mención Declarada de 
Utilidad Pública en toda clase de 

documentos, a continuación de su 
denominación. 

b. Disfrutar de las exenciones y 
beneficios fiscales que las leyes 
reconozcan a favor de las mismas, 
en los términos y condiciones 
previstos en la normativa vigente. 

c. Disfrutar de beneficios económicos 
que las leyes establezcan a favor de 
las mismas. 

d. Asistencia jurídica gratuita en los 
términos previstos en la legislación 
específica. 

Artículo 34. Obligaciones de las 
asociaciones de utilidad pública. 

1. Las asociaciones de utilidad pública 
deberán rendir las cuentas anuales del 
ejercicio anterior en el plazo de los seis 
meses siguientes a su finalización, y 
presentar una memoria descriptiva de las 
actividades realizadas durante el mismo 
ante el organismo encargado de verificar su 
constitución y de efectuar su inscripción en 
el Registro correspondiente, en el que 
quedarán depositadas. Dichas cuentas 
anuales deben expresar la imagen fiel del 
patrimonio, de los resultados y de la 
situación financiera, así como el origen, 
cuantía, destino y aplicación de los ingresos 
públicos percibidos. 

Reglamentariamente se determinará en qué 
circunstancias se deberán someter a 
auditoría las cuentas anuales. 

2. Asimismo, deberán facilitar a las 
Administraciones públicas los informes que 
éstas les requieran, en relación con las 
actividades realizadas en cumplimiento de 
sus fines. 

Artículo 35. Procedimiento de declaración 
de utilidad pública. 

1. La declaración de utilidad pública se 
llevará a cabo en virtud de Orden del 
Ministro que se determine 
reglamentariamente, previo informe 
favorable de las Administraciones públicas 
competentes en razón de los fines 
estatutarios y actividades de la asociación, 
y, en todo caso, del Ministerio de Hacienda. 

2. La declaración será revocada, previa 
audiencia de la asociación afectada e 
informe de las Administraciones públicas 
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competentes, por Orden del Ministro que se 
determine reglamentariamente, cuando las 
circunstancias o la actividad de la 
asociación no respondan a las exigencias o 
requisitos fijados en el artículo 32, o los 
responsables de su gestión incumplan lo 
prevenido en el artículo anterior. 

3. El procedimiento de declaración y 
revocación se determinará 
reglamentariamente. El vencimiento del 
plazo de resolución, en el procedimiento de 
declaración, sin haberse adoptado 
resolución expresa tendrá efectos 
desestimatorios. 

4. La declaración y revocación de utilidad 
pública se publicará en el Boletín Oficial 
del Estado. 

Artículo 36. Otros beneficios. 

Lo dispuesto en el presente capítulo se 
entiende sin perjuicio de la competencia de 
las Comunidades Autónomas para la 
declaración de utilidad pública, a efectos de 
aplicar los beneficios establecidos en sus 
respectivos ordenamientos jurídicos, a las 
asociaciones que principalmente desarrollen 
sus funciones en su ámbito territorial, 
conforme al procedimiento que las propias 
Comunidades Autónomas determinen y con 
respeto a su propio ámbito de 
competencias. 

 

CAPÍTULO VII. 

GARANTÍAS JURISDICCIONALES. 

Artículo 37. Tutela judicial. 

El derecho de asociación regulado en esta 
Ley Orgánica será tutelado por los 
procedimientos especiales para la 
protección de los derechos fundamentales 
de la persona, correspondientes en cada 
orden jurisdiccional, y, en su caso, por el 
procedimiento de amparo constitucional 
ante el Tribunal Constitucional en los 
términos establecidos en su Ley Orgánica. 

Artículo 38. Suspensión y disolución 
judicial. 

1. Salvo los supuestos de disolución por 
voluntad de los asociados, las asociaciones 
sólo podrán ser suspendidas en sus 
actividades, o disueltas, por resolución 

motivada de la autoridad judicial 
competente. 

2. La disolución de las asociaciones sólo 
podrá declararse en los siguientes casos: 

a. Cuando tengan la condición de 
asociación ilícita, de acuerdo con 
las leyes penales. 

b. Por las causas previstas en leyes 
especiales o en esta ley, o cuando 
se declare nula o disuelta por 
aplicación de la legislación civil. 

3. En los procesos a que se refiere el 
apartado anterior, el órgano judicial 
competente, de oficio o a instancia de parte, 
podrá acordar la suspensión provisional de 
la asociación hasta que se dicte sentencia. 

Artículo 39. Orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo. 

El orden jurisdiccional contencioso-
administrativo será competente en todas las 
cuestiones que se susciten en los 
procedimientos administrativos instruidos 
en aplicación de la presente Ley Orgánica, 
de conformidad con las reglas establecidas 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en 
la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 

Artículo 40. Orden jurisdiccional civil. 

1. El orden jurisdiccional civil será 
competente, en los términos establecidos en 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, en 
relación con las pretensiones derivadas del 
tráfico jurídico privado de las asociaciones, 
y de su funcionamiento interno. 

2. Los acuerdos y actuaciones de las 
asociaciones podrán ser impugnados por 
cualquier asociado o persona que acredite 
un interés legítimo, si los estimase 
contrarios al ordenamiento jurídico, por los 
trámites del juicio que corresponda. 

3. Los asociados podrán impugnar los 
acuerdos y actuaciones de la asociación que 
estimen contrarios a los Estatutos dentro del 
plazo de cuarenta días, a partir de la fecha 
de adopción de los mismos, instando su 
rectificación o anulación y la suspensión 
preventiva en su caso, o acumulando ambas 
pretensiones por los trámites establecidos 
en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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4. En tanto se resuelven las contiendas de 
orden interno que puedan suscitarse en las 
asociaciones, las solicitudes de constancia 
registral que se formulen sobre las 
cuestiones controvertidas sólo darán lugar a 
anotaciones provisionales. 

Artículo 41. Comunicaciones. 

Los Jueces y Tribunales ordenarán la 
inclusión en los correspondientes Registros 
de Asociaciones de las resoluciones 
judiciales que determinen: 

a. La inscripción de las asociaciones. 
b. La suspensión o disolución de las 

asociaciones inscritas. 
c. La modificación de cualquiera de 

los extremos de los Estatutos de las 
asociaciones inscritas. 

d. El cierre de cualquiera de sus 
establecimientos. 

e. Cualesquiera otras resoluciones que 
afecten a actos susceptibles de 
inscripción registral. 

CAPÍTULO VIII. 
CONSEJOS SECTORIALES DE 
ASOCIACIONES. 

Artículo 42. Consejos Sectoriales de 
Asociaciones. 

1. A fin de asegurar la colaboración entre 
las Administraciones públicas y las 
asociaciones, como cauce de participación 
ciudadana en asuntos públicos se podrán 
constituir Consejos Sectoriales de 
Asociaciones, como órganos de consulta, 
información y asesoramiento en ámbitos 
concretos de actuación. 

2. Los Consejos Sectoriales de 
Asociaciones estarán integrados por 
representantes de las Administraciones 
públicas, de las asociaciones, y por otros 
miembros que se designen por sus 
especiales condiciones de experiencia o 
conocimiento, atendiendo a la distribución 
competencial concreta que en cada materia 
exista. 

3. Reglamentariamente, y para cada sector 
concreto, se determinará su creación, 
composición, competencias, régimen de 
funcionamiento y adscripción 
administrativa. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
PRIMERA.  

Declaración de utilidad pública de 
asociaciones. 

1. Las asociaciones deportivas que cumplan 
lo dispuesto en el artículo 32 de esta Ley 
podrán ser declaradas de utilidad pública, 
sin perjuicio de lo establecido en la Ley 
10/1990, de 15 de octubre, del Deporte. 

2. Asimismo, podrán ser declaradas de 
utilidad pública las demás asociaciones 
regidas por leyes especiales, que cumplan 
lo dispuesto en el artículo 32 de la presente 
Ley Orgánica. 

3. El procedimiento para la declaración de 
utilidad pública de las asociaciones a que se 
refieren los apartados anteriores, y los 
derechos y obligaciones de las mismas, 
serán los determinados en los artículos 33, 
34 y 35 de la presente Ley Orgánica. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
SEGUNDA. 

 Procedimientos de inscripción. 

 

En los procedimientos de inscripción de 
asociaciones será de aplicación la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, 
en todas las cuestiones no reguladas en la 
presente Ley y sus normas de desarrollo. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
TERCERA.  

Resolución extrajudicial de conflictos. 

Las Administraciones públicas fomentarán 
la creación y la utilización de mecanismos 
extrajudiciales de resolución de conflictos 
que se planteen en el ámbito de actuación 
de las asociaciones. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. 
Cuestaciones y suscripciones públicas. 

Los promotores de cuestaciones y 
suscripciones públicas, actos benéficos y 
otras iniciativas análogas de carácter 
temporal, destinadas a recaudar fondos para 
cualquier finalidad lícita y determinada, 
responden, personal y solidariamente, frente 
a las personas que hayan contribuido, de la 
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administración y la inversión de las 
cantidades recaudadas. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
PRIMERA.  

Asociaciones inscritas. 

1. Las asociaciones inscritas en el 
correspondiente Registro con anterioridad a 
la entrada en vigor de la presente Ley 
Orgánica estarán sujetas a la misma y 
conservarán su personalidad jurídica y la 
plenitud de su capacidad, pero deberán 
adaptar sus Estatutos en el plazo de dos 
años. 

2. No obstante lo anterior, las asociaciones 
inscritas deberán declarar, en el plazo de 
dos años desde la entrada en vigor de la 
presente Ley Orgánica, que se encuentran 
en situación de actividad y funcionamiento, 
notificando al Registro en que se hallen 
inscritas la dirección de su domicilio social, 
y la identidad de los componentes de sus 
órganos de gobierno y representación, así 
como la fecha de elección o designación de 
éstos. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
SEGUNDA.  

Asociaciones declaradas de utilidad 
pública. 

En el plazo de un año se procederá a la 
publicación en el Boletín Oficial del Estado 
de la relación de asociaciones declaradas de 
utilidad pública por el Estado, con 
anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley Orgánica. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
ÚNICA.  

Queda derogada la Ley 191/1964, de 24 de 
diciembre, reguladora de las asociaciones, y 
cuantas disposiciones se opongan a la 
presente Ley Orgánica. 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. 
Carácter de la Ley. 

1. Los artículos 1; 2 salvo apartado 6; 3 
salvo apartado g); 4.2, 5 y 6; 10.1; 19; 21; 
23.1; 24; 29.1; 30.3 y 4; 37; 38; la 
disposición derogatoria única; y las 
disposiciones finales primera.1, segunda y 
cuarta tienen rango de Ley Orgánica, al 
constituir el desarrollo del derecho 

fundamental de asociación, contenido en el 
artículo 22 de la Constitución. 

2. Los artículos 2.6; 3.g); 4.1, y 4; 5; 6; 7; 
8; 9; 10.2, 3 y 4; 11; 13.2; 15; 17; 18.4; 22; 
25.2; 26; 27; 28; 30.1, 2 y 5; la disposición 
adicional cuarta y la disposición transitoria 
primera son de directa aplicación en todo el 
Estado, al amparo de lo previsto en el 
artículo 149.1.1 de la Constitución. 

3. Los artículos 39, 40 y 41 constituyen 
legislación procesal, dictada al amparo del 
artículo 149.1.6 de la Constitución. 

4. Los artículos 32 a 36, la disposición 
adicional primera y la disposición 
transitoria segunda se dictan al amparo del 
artículo 149.1.14 de la Constitución, sin 
perjuicio de los regímenes tributarios 
forales vigentes en los Territorios 
Históricos del País Vasco y en la 
Comunidad Foral de Navarra. 

5. Los restantes preceptos de la Ley serán 
de aplicación a las asociaciones de ámbito 
estatal. 

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA. 
Carácter supletorio. 

Excepto en aquellos preceptos que tienen 
rango de Ley Orgánica, la presente Ley 
tiene carácter supletorio respecto de 
cualesquiera otras que regulen tipos 
específicos de asociaciones, o que incidan 
en el ámbito del derecho de asociación 
reconocido en el artículo 22 de la 
Constitución, sin perjuicio de las 
competencias de las Comunidades 
Autónomas. 

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. 
Desarrollo. 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para la 
aplicación y desarrollo de la presente Ley. 

DISPOSICIÓN FINAL CUARTA. 
Entrada en vigor. 

La presente Ley Orgánica entrará en vigor a 
los dos meses de su publicación en el 
Boletín Oficial del Estado. 
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Por tanto, mando a todos los españoles, 
particulares y autoridades que guarden y 
hagan guardar esta Ley Orgánica. 

Palma de Mallorca, 22 de marzo de 2002. 

- Juan Carlos R. - 
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Anexo III 

Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el 

Desarrollo. 

Sumario: 

• CAPÍTULO I. LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL 

DESARROLLO. 

o SECCIÓN I.  

 Artículo 1. Objeto de la Ley y ámbito de aplicación.  

o SECCIÓN II. PRINCIPIOS, OBJETIVOS Y PRIORIDADES DE LA POLÍTICA 

ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO. 

 Artículo 2. Principios.  

 Artículo 3. Objetivos.  

 Artículo 4. Principio de coherencia.  

 Artículo 5. Prioridades.  

 Artículo 6. Prioridades geográficas.  

 Artículo 7. Prioridades sectoriales.  

• CAPÍTULO II. PLANIFICACIÓN, INSTRUMENTOS Y MODALIDADES DE LA POLÍTICA 

ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO. 

o Artículo 8. Planificación.  

o Artículo 9. Instrumentos.  

o Artículo 10. Cooperación técnica.  

o Artículo 11. Cooperación económica y financiera.  

o Artículo 12. Ayuda humanitaria.  

o Artículo 13. Educación para el desarrollo y sensibilización social.  

o Artículo 14. Modalidades.  

• CAPÍTULO III. ÓRGANOS COMPETENTES EN LA FORMULACIÓN Y EJECUCIÓN DE LA 

POLÍTICA ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO. 

o SECCIÓN I. ÓRGANOS RECTORES. 

 Artículo 15. El Congreso de los Diputados.  

 Artículo 16. El Gobierno.  

 Artículo 17. El Ministro de Asuntos Exteriores.  

 Artículo 18. Otros Ministerios.  

 Artículo 19. La Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional y para 

Iberoamérica (SECIPI).  

o SECCIÓN II. COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y ENTIDADES LOCALES. 

 Artículo 20. Cooperación para el desarrollo de las Comunidades Autónomas y 

Entidades locales.  

o SECCIÓN III. ÓRGANOS CONSULTIVOS Y DE COORDINACIÓN. 

 Artículo 21. Órganos consultivos y de coordinación de cooperación para el 

desarrollo.  
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 Artículo 22. El Consejo de Cooperación al Desarrollo.  

 Artículo 23. La Comisión Interterritorial de Cooperación para el Desarrollo.  

 Artículo 24. La Comisión Interministerial de Cooperación Internacional.  

o SECCIÓN IV. ÓRGANOS EJECUTIVOS. 

 Artículo 25. La Agencia Española de Cooperación Internacional (AECI).  

 Artículo 26. Las Oficinas Técnicas de Cooperación.  

• CAPÍTULO IV. RECURSOS MATERIALES. 

o SECCIÓN ÚNICA. MODALIDADES DE FINANCIACIÓN Y EJECUCIÓN DE LA 

COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO. 

 Artículo 27. Colaboración y cofinanciación de programas con Organismos 

internacionales.  

 Artículo 28. Financiación y ejecución bilateral.  

• CAPÍTULO V. PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 

ESTADO EN EL ÁMBITO DE LA COOPERACIÓN OFICIAL PARA EL DESARROLLO. 

o Artículo 29. Personal en territorio nacional.  

o Artículo 30. Personal en el exterior.  

• CAPÍTULO VI. LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL 

PARA EL DESARROLLO. 

o SECCIÓN I. LA COOPERACIÓN NO GUBERNAMENTAL. 

 Artículo 31. Fomento de la cooperación para el desarrollo.  

 Artículo 32. Las organizaciones no gubernamentales de desarrollo.  

 Artículo 33. Registro de las organizaciones no gubernamentales de desarrollo.  

 Artículo 34. Ayudas y subvenciones.  

 Artículo 35. Régimen fiscal de las organizaciones no gubernamentales de 

desarrollo y de las aportaciones efectuadas a las mismas.  

 Artículo 36. Incremento a los incentivos fiscales en las Leyes de 

Presupuestos.  

o SECCIÓN II. EL VOLUNTARIADO. 

 Artículo 37. El voluntariado al servicio de la cooperación para el desarrollo.  

o SECCIÓN III. LOS COOPERANTES. 

 Artículo 38.  

o SECCIÓN IV. FOMENTO DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA COOPERACIÓN 

PARA EL DESARROLLO. 

 Artículo 39. Medidas para promover la participación de la sociedad española 

en la cooperación para el desarrollo.  

 

• DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA. Programas presupuestarios plurianuales.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA. Modificación de la Ley del Impuesto sobre el Valor 

Añadido.  

• DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA. Relaciones culturales y científicas con otros países.  
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• DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA. Delegación de competencias en las Misiones 

diplomáticas y Oficinas Consulares de España en el Extranjero.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA PRIMERA. Estructura orgánica del Consejo de Cooperación al 

Desarrollo y de la Comisión Interministerial de Cooperación Internacional.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. Regulación de la Comisión Interministerial del 

Fondo de Ayuda al Desarrollo.  

• DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA.  

• DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Normas derogadas.  

• DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. Desarrollo reglamentado.  

• DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA.  

• DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. Entrada en vigor.  

 
 
 
Texto Legal:  
 
 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

I. Antecedentes 

La política española de cooperación para el 
desarrollo tiene básicamente su origen en la 
declaración contenida en el preámbulo de la 
Constitución de 1978, en la que la Nación 
española proclama su voluntad de colaborar 
en el fortalecimiento de unas relaciones 
pacíficas y de eficaz cooperación entre 
todos los pueblos de la Tierra. 

La política de cooperación internacional 
para el desarrollo constituye un aspecto 
fundamental de la acción exterior de los 
Estados democráticos en relación con 
aquellos países que no han alcanzado el 
mismo nivel de desarrollo, basada en una 
concepción interdependiente y solidaria de 
la sociedad internacional y de las relaciones 
que en ella se desarrollan. 

A esta concepción de la interdependencia 
en las relaciones internacionales y de la 
necesidad de una política de cooperación 
internacional para el desarrollo responde 
específicamente el mandato contenido en el 
preámbulo de la Constitución Española de 
contribuir en el fortalecimiento de unas 
relaciones pacíficas y de eficaz cooperación 
entre todos los pueblos de la Tierra. 

A partir de que, España dejara de ser 
considerada en 1981 como país receptor de 

ayuda internacional, la progresiva 
formulación y puesta en práctica de esta 
política hubo de tener en cuenta hechos 
relevantes, como son, entre otros, el ingreso 
de España en los distintos Bancos 
Regionales de Desarrollo (Banco 
Interamericano, Banco Africano y Banco 
Asiático), complementados por nuestra 
participación en todos aquellos organismos 
de carácter económico y financiero 
dedicados a la cooperación para el 
desarrollo, en particular los Fondos y 
Programas de la Unión Europea. Por otra 
parte, la creación, por Real Decreto-ley 
16/1976, de 24 de agosto, del Fondo de 
Ayuda al Desarrollo constituye un 
instrumento de la mayor importancia dentro 
de la cooperación bilateral de España con 
países menos desarrollados. 

Con esta perspectiva, a la que se sumaban 
las actividades del Ministerio de Asuntos 
Exteriores en materia de cooperación para 
el desarrollo, tanto el Informe sobre la 
Cooperación Internacional en España, 
elaborado por la Comisión de Asuntos 
Exteriores del Senado, como la 
subsiguiente Moción sobre Cooperación 
Internacional de España para el Desarrollo, 
aprobada por el Pleno de dicha Cámara en 
1984, supusieron un punto de arranque, a 
partir del cual se abordó primeramente la 
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tarea de definir la estructura orgánica de la 
cooperación para el desarrollo. 

El Real Decreto 1485/1985, de 28 de 
agosto, por el que se estableció la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Asuntos 
Exteriores, creó la Secretaría de Estado para 
la Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica, de la que pasaron a depender 
todos aquellos Centros directivos y 
Organismos autónomos encargados de las 
relaciones culturales y económicas y de la 
cooperación científica y técnica. 
Posteriormente, el Real Decreto 451/1986, 
de 21 de febrero, creó la Comisión 
Interministerial de Cooperación 
Internacional, como órgano de apoyo a la 
coordinación de la Administración del 
Estado en la materia. 

Con la finalidad de reconducir la dispersión 
de competencias que caracterizaba a nuestra 
cooperación para el desarrollo, mediante el 
Real Decreto 1527/1988, de 11 de 
noviembre, se creó la Agencia Española de 
Cooperación Internacional, Organismo 
autónomo adscrito al Ministerio de Asuntos 
Exteriores, en el que se concentraron las 
competencias relativas a la cooperación 
bilateral con los países en vías de 
desarrollo, hasta entonces 
fragmentariamente atribuidas a diversos 
órganos. Esta misma norma creó la Oficina 
de Planificación y Evaluación, unidad 
dependiente directamente del Secretario de 
Estado, encargada de la planificación y 
evaluación de nuestro programa de ayuda al 
desarrollo, en particular de la elaboración y 
supervisión de los Planes Anuales de 
Cooperación Internacional. 

Más recientemente, se han operado una 
serie de cambios de diverso alcance en lo 
que a la estructura orgánica de la 
cooperación para el desarrollo se refiere. 
Así, mediante el Real Decreto 1141/1996, 
de 24 de mayo, se ha reestructurado la 
Agencia Española de Cooperación 
Internacional, completándose de esta forma 
la modificación ya realizada por el Real 
Decreto 2492/1994, de 23 de diciembre, 
que refundió los tres Institutos con rango de 
Dirección General en los dos actuales, el 
Instituto de Cooperación Iberoamericana y 
el Instituto de Cooperación con el Mundo 

Árabe, Mediterráneo y Países en 
Desarrollo. 

Por su parte, el Real Decreto 795/1995, de 
19 de mayo, en cumplimiento de lo 
dispuesto en la disposición adicional 
vigésimo novena de la Ley 42/1994, de 30 
de diciembre, creó el Consejo de 
Cooperación para el Desarrollo, como 
órgano de participación de los diversos 
agentes sociales implicados en esta materia. 

A la par que se definía su estructura 
orgánica, las líneas directrices de la política 
española para la cooperación para el 
desarrollo, aprobadas por el Consejo de 
Ministros en diciembre de 1987, 
establecieron, por vez primera, los 
principios rectores, objetivos, fines, medios 
e instrumentos de nuestra cooperación 
internacional para el desarrollo. El ingreso 
de España en el Comité de Ayuda al 
Desarrollo de la OCDE, en diciembre de 
1991, constituye un hito en la consolidación 
de nuestra cooperación para el desarrollo, 
en cuanto nos obliga a adaptarla y a 
coordinarla con la de los principales 
donantes del mundo, miembros del Comité. 

Consecuentemente, el Congreso de los 
Diputados, en su Informe sobre los 
Objetivos y Líneas Generales de la Política 
Española de Cooperación y Ayuda al 
Desarrollo, aprobado por el Pleno de la 
Cámara en noviembre de 1992, además de 
marcar las pautas de la nueva política 
española de cooperación y ayuda al 
desarrollo, señaló la necesidad de aprobar 
un conjunto normativo adecuado al futuro 
modelo de cooperación y de adoptar una 
serie de medidas de organización 
administrativa que ayudasen a mejorar la 
coordinación interna de la Administración 
del Estado en este ámbito de actuación. En 
este mismo sentido se pronunció el Comité 
de Ayuda al Desarrollo con ocasión del 
examen del programa de ayuda español que 
realizó en abril de 1994, al sugerir, entre 
otros aspectos, la conveniencia de mayores 
avances en el desarrollo de la legislación 
apropiada, una coordinación más ajustada, 
una mejor capacidad par la planificación a 
largo plazo y una programación de la ayuda 
más centralizada. 
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Por último, el Senado, en el Informe de la 
Ponencia de estudio de la Política Española 
de Cooperación para el Desarrollo, de 
noviembre de 1994, expresó de nuevo la 
recomendación de que se procediera a 
elaborar la legislación que supliera el vacío 
normativo existente y que abordase los 
principales problemas de la cooperación 
española para el desarrollo. 

II. Estado actual de la cooperación 

En los últimos años, la cooperación 
española ha experimentado un desarrollo 
extraordinario en lo que al incremento de 
los recursos destinados a este fin se refiere 
y al impulso por parte de todas las 
Administraciones públicas, Administración 
Central, Comunidades Autónomas y 
Corporaciones locales, entre la sociedad 
civil de los valores de la cooperación y 
solidaridad internacional a través de 
programas y proyectos de sensibilización y 
concienciación de los ciudadanos en 
relación con los problemas globales y 
particulares relacionados con la 
cooperación al desarrollo, incluyendo el 
objetivo fijado por Naciones Unidas de 
destinar el 1 % del PIB a los países en vías 
de desarrollo. 

Sin embargo, el aumento de los fondos 
dedicados a cooperación, muestra de la 
solidaridad de España y en buena medida 
propiciado por la creciente sensibilización 
del conjunto de la sociedad, no debe ocultar 
las graves disfuncionalidades que en 
ocasiones ha venido padeciendo nuestro 
programa de ayuda. 

La adopción de una Ley de Cooperación 
supone la oportunidad de articular en un 
único texto el conjunto de medidas e 
instrumentos que han ido configurando 
nuestra política de cooperación al 
desarrollo. Pero junto a este esfuerzo de 
integración normativa, de codificación, es 
preciso también revisar y actualizar el 
marco hoy existente a fin de responder de 
manera adecuada a una realidad cambiante. 
Lo mismo cabe decir de los principios y 
objetivos que inspiran nuestra política de 
cooperación al desarrollo, que precisan una 
definición acorde con los retos actuales del 
desarrollo. Al mismo tiempo, la Ley de 
Cooperación no puede eludir los problemas 

que presenta el marco actual: rigidez 
excesiva en los procedimientos 
administrativos, necesidad de una mayor 
transparencia, mecanismos de evaluación 
objetivables, etc. 

El alto número de instituciones y entidades 
participantes en la política de cooperación 
ha propiciado el desarrollo de un programa 
de ayuda desconcentrado y descentralizado 
y donde es preciso alcanzar la adecuada 
colaboración, complementariedad y 
coordinación entre las diferentes 
Administraciones públicas y los diferentes 
actores de la cooperación, capaz de 
asegurar y garantizar la mayor eficacia y 
coherencia del propio programa de ayuda. 

Por otra parte, el consenso básico que debe 
estar en la base de la política de 
cooperación internacional para el desarrollo 
sólo puede lograrse mediante la activa 
implicación en la misma de los diversos 
agentes sociales operativos, con especial 
mención de las organizaciones no 
gubernamentales, reconduciendo a un 
esquema eficaz y coherente de los diversos 
esfuerzos a favor del desarrollo que realiza 
España. 

Esta necesidad de aunar voluntades hace 
imprescindible que el Parlamento participe 
en la formulación de las líneas esenciales y 
en la definición de las prioridades 
estratégicas de esta política. Análogamente, 
el órgano de Gobierno competente para 
coordinar la política de cooperación debe 
disponer de suficiente rango, medios y 
atribuciones para garantizar una mejor 
sintonía de todos los agentes 
administrativos actuantes en el logro de los 
objetivos fijados, para coordinar la 
presencia de España en los organismos 
internacionales relacionados con la ayuda al 
desarrollo y para elaborar, con la 
participación de los diversos agentes 
implicados, los criterios adecuados 
dirigidos al establecimiento de una política 
eficaz y coherente de desarrollo, que se 
plasmarán en la planificación plurianual 
que es presentada al Congreso de los 
Diputados tras su aprobación por el 
Gobierno. 

A este respecto cabe afirmar que la 
planificación, junto al seguimiento y 
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evaluación de la cooperación, requiere 
dotarse de instrumentos que permitan no 
sólo valorar la programación y asignación 
adecuada de los recursos y su debida 
gestión, sino la eficacia de los criterios 
adoptados. El principal mecanismo 
planificador, el Plan Anual de Cooperación 
Internacional, se ha limitado a servir como 
instrumento estadístico, centrado en la 
estimación cuantitativa de los recursos 
destinados a cooperación, más que como un 
auténtico plan válido para señalar con 
antelación los objetivos y resultados que 
esta política debe alcanzar. Resulta, por 
tanto, necesario establecer las bases para 
planificar, a medio y a corto plazo, nuestro 
programa de ayuda, incluyendo en la 
planificación a la variada gama de agentes 
que participan en la cooperación para el 
desarrollo española. 

Junto a estos dos aspectos de la política de 
cooperación para el desarrollo hay otros dos 
aspectos que también demandan atención 
preferente, y que la presente Ley 
contempla, relativos a la definición de los 
objetivos y prioridades de la cooperación 
pública española, sus modalidades e 
instrumentos, uno de los cuales es la 
creación de nuevas modalidades crediticias 
gestionadas por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores, el personal de cooperación, la 
definición de las organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo, el 
reconocimiento del régimen fiscal especial 
aplicable a esas organizaciones y a las 
aportaciones efectuadas a las mismas, así 
como un tratamiento presupuestario 
específico para la cooperación, en el que se 
contemple la posibilidad de adquirir 
compromisos de gastos de carácter 
plurianual en aquellos programas de 
cooperación que así lo requieran. 

III. Estructura de la Ley 

La presente Ley de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo se organiza 
en torno a seis ejes fundamentales, que 
constituyen los seis capítulos en que se 
integra su articulado. El Capítulo I, 
dedicado a la política española de 
cooperación para el desarrollo, consagra, en 
su Sección I, el régimen jurídico, 
definiéndose en el artículo 1 el objeto de la 
Ley y su ámbito de aplicación, y en la 

Sección II se establecen los principios, 
objetivos y prioridades de la política 
española de cooperación para el desarrollo. 
El Capítulo II se refiere a la planificación e 
incluyendo los instrumentos y modalidades 
de la cooperación pública española, recoge 
entre aquéllos la cooperación técnica y la 
económico-financiera y distingue entre 
éstas la canalizada por vía bilateral o 
multilateral. 

Se dedica el Capítulo III a la atribución de 
competencias de los órganos operativos en 
la definición, formulación y ejecución de la 
política española de cooperación para el 
desarrollo, recogiéndose en la Sección I los 
órganos rectores (Congreso de los 
Diputados, Gobierno, Ministro de Asuntos 
Exteriores, otros Ministerios y Secretaría de 
Estado para la Cooperación Internacional y 
para Iberoamérica), y en la Sección III, los 
órganos consultivos y de coordinación 
(Consejo de Cooperación para el 
Desarrollo, Comisión Interministerial de 
Cooperación Internacional y Comisión 
Interterritorial de Cooperación, instancia 
esta última creada por la propia Ley y que, 
al igual que los otros dos órganos y de 
acuerdo con lo señalado en el artículo 21, 
será objeto posterior de desarrollo 
normativo). La Sección IV, consagrada a 
los órganos ejecutivos, se refiere a la 
Agencia Española de Cooperación 
Internacional, cuya organización, fines, 
funciones y competencias se regulan por su 
propia norma específica, y a las Oficinas 
Técnicas de Cooperación. En el Capítulo IV 
se recogen los recursos materiales 
asignados a la ejecución de la política 
española de cooperación, distinguiéndose 
entre los canalizados multilateral y 
bilateralmente. La disposición adicional 
primera incluye la posibilidad del 
establecimiento de programas 
presupuestarios plurianuales. El Capítulo V 
se dedica al personal al servicio de la 
Administración del Estado en el ámbito de 
la cooperación oficial para el desarrollo, 
distinguiéndose entre personal en territorio 
nacional y el destacado en el exterior. 

Finalmente, en el Capítulo VI, la Ley 
aborda el contexto social de la cooperación, 
dedicándose la Sección I a la cooperación 
no gubernamental, incluyendo la 
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formulación del principio de fomento 
estatal de la cooperación no gubernamental, 
la definición de las organizaciones privadas 
de cooperación para el desarrollo y su 
registro público, los sistemas de ayudas y 
subvenciones, reglamentados a través de su 
propia normativa específica, y el 
establecimiento de incentivos fiscales. 

Por lo que respecta a la regulación del 
régimen fiscal de las organizaciones no 
gubernamentales para el desarrollo y de los 
incentivos aplicables a las aportaciones 
efectuadas a las mismas, la Ley prevé que 
se les aplique el régimen contemplado en el 
Título II de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, de Fundaciones y de Incentivos 
Fiscales a la participación privada en 
Actividades de Interés General, siempre 
que dichas organizaciones revistan la forma 
jurídica y cumplan con los requisitos 
exigidos por esa norma. 

En el ámbito del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados y del Impuesto 
sobre el Valor Añadido se introducen dos 
preceptos específicos que dan entrada a la 
aplicación de determinadas exenciones a las 
actividades de cooperación para el 
desarrollo. Por lo que respecta a las 
aportaciones efectuadas por personas físicas 
y jurídicas a organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo, la Ley 
contempla la posibilidad de aplicar los 
incentivos previstos en la Ley 30/1994, de 
24 de noviembre, siempre que esas 
aportaciones cumplan con las condiciones 
exigidas en dicha Ley y que se efectúen en 
favor de entidades incluidas en su ámbito 
de aplicación. Adicionalmente se prevé que 
las actividades de cooperación al desarrollo 
puedan ser incluidas en las Leyes de 
Presupuestos Generales del Estado de cada 
año entre las actividades y programas 
prioritarios de mecenazgo, a efectos de la 
aplicación de las aportaciones que se 
efectúen a los mismos de incentivos fiscales 
incrementados. 

La Sección II se dedica al voluntariado al 
servicio de la cooperación para el 
desarrollo, la III se refiere a los cooperantes 
y la regulación de su Estatuto y la IV 
establece y regula, con carácter general, el 
fomento de la participación social en la 

cooperación para el desarrollo. La Ley se 
cierra con dos disposiciones adicionales, 
dos transitorias, una derogatoria y tres 
finales. 

CAPÍTULO I. 
LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
PARA EL DESARROLLO. 

 

SECCIÓN I. 

Artículo 1. Objeto de la Ley y ámbito de 
aplicación. 

1. La presente Ley tiene como objeto la 
regulación del régimen jurídico de la 
política española de cooperación 
internacional para el desarrollo. 

Se integran dentro de la cooperación 
internacional para el desarrollo el conjunto 
de recursos y capacidades que España pone 
a disposición de los países en vías de 
desarrollo, con el fin de facilitar e impulsar 
su progreso económico y social, y para 
contribuir a la erradicación de la pobreza en 
el mundo en todas sus manifestaciones. 

La cooperación española impulsará 
procesos de desarrollo que atiendan a la 
defensa y protección de los Derechos 
humanos y las libertades fundamentales, las 
necesidades de bienestar económico y 
social, la sostenibilidad y regeneración del 
medio ambiente, en los países que tienen 
elevados niveles de pobreza y en aquellos 
que se encuentran en transición hacia la 
plena consolidación de sus instituciones 
democráticas y su inserción en la economía 
internacional. 

2. En consecuencia, la presente Ley se 
aplica al conjunto de actividades que se 
traducen en transferencias de recursos 
públicos materiales y humanos que la 
Administración General del Estado, por sí o 
en colaboración con entidades privadas, 
destina a los países en vías de desarrollo 
directamente o a través de organizaciones 
multilaterales. 

Asimismo, establece los principios, 
objetivos y prioridades de la política de 
cooperación internacional para el desarrollo 
del conjunto de las Administraciones 
públicas españolas y los sistemas de 
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relación y colaboración entre dichas 
Administraciones públicas. 

Para que dichos recursos tengan la 
consideración de Ayuda Oficial al 
Desarrollo (AOD), deberán cumplir los 
requisitos marcados por el Comité de 
Ayuda al Desarrollo de la OCDE (CAD). 

SECCIÓN II.  

PRINCIPIOS, OBJETIVOS Y 
PRIORIDADES DE LA POLÍTICA 
ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL PARA EL 
DESARROLLO. 

Artículo 2. Principios. 

La política española de cooperación 
internacional para el desarrollo, inspirada 
en la Constitución, expresa la solidaridad 
del pueblo español con los países en 
desarrollo y, particularmente, con los 
pueblos más desfavorecidos de otras 
naciones y se basa en un amplio consenso 
político y social a escala nacional, de 
acuerdo con los siguientes principios: 

a. El reconocimiento del ser humano 
en su dimensión individual y 
colectiva, como protagonista y 
destinatario último de la política de 
cooperación para el desarrollo. 

b. La defensa y promoción de los 
Derechos humanos y las libertades 
fundamentales, la paz, la 
democracia y la participación 
ciudadana en condiciones de 
igualdad para mujeres y hombres y, 
en general, la no discriminación por 
razón de sexo, raza, cultura o 
religión, y el respeto a la 
diversidad. 

c. La necesidad de promover un 
desarrollo humano global, 
interdependiente, participativo, 
sostenible y con equidad de género 
en todas las naciones, procurando la 
aplicación del principio de 
corresponsabilidad entre los 
Estados, en orden a asegurar y 
potenciar la eficacia y coherencia 
de las políticas de cooperación al 
desarrollo en su objetivo de 
erradicar la pobreza en el mundo. 

d. La promoción de un crecimiento 
económico duradero y sostenible de 

los países acompañada de medidas 
que promuevan una redistribución 
equitativa de la riqueza para 
favorecer la mejora de las 
condiciones de vida y el acceso a 
los servicios sanitarios, educativos 
y culturales, así como el bienestar 
de sus poblaciones. 

e. El respeto a los compromisos 
adoptados en el seno de los 
Organismos internacionales. 

Artículo 3. Objetivos. 

La política de cooperación internacional 
para el desarrollo es parte de la acción 
exterior del Estado y se basa en el principio 
de unidad de acción del Estado en el 
exterior. 

El principio de unidad de acción del Estado 
en el exterior se aplicará conforme a la 
normativa vigente y en el marco de las 
competencias de las distintas 
Administraciones públicas. 

La política de cooperación internacional 
para el desarrollo determinará estrategias y 
acciones dirigidas a la promoción del 
desarrollo sostenible humano, social y 
económico para contribuir a la erradicación 
de la pobreza en el mundo a través de los 
siguientes objetivos: 

a. Fomentar con recursos humanos y 
materiales el desarrollo de los 
países más desfavorecidos para que 
puedan alcanzar un crecimiento 
económico con un reparto más 
equitativo de los frutos del 
desarrollo, favoreciendo las 
condiciones para el logro de un 
desarrollo autosostenido a partir de 
las propias capacidades de los 
beneficiarios, propiciando una 
mejora en el nivel de vida de las 
poblaciones beneficiarias, en 
general, y de sus capas más 
necesitadas, en particular, y 
promoviendo mayores garantías de 
estabilidad y participación 
democrática en el marco del respeto 
a los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de 
mujeres y hombres. 

b. Contribuir a un mayor equilibrio en 
las relaciones políticas, 
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estratégicas, económicas y 
comerciales, promoviendo así un 
marco de estabilidad y seguridad 
que garantice la paz internacional. 

c. Prevenir y atender situaciones de 
emergencia mediante la prestación 
de acciones de ayuda humanitaria. 

d. Favorecer la instauración y 
consolidación de los regímenes 
democráticos y el respeto de los 
derechos humanos y de las 
libertades fundamentales. 

e. Impulsar las relaciones políticas, 
económicas y culturales con los 
países en vías de desarrollo, desde 
la coherencia con los principios y 
demás objetivos de la cooperación. 

Artículo 4. Principio de coherencia. 

Los principios y objetivos señalados en los 
artículos anteriores informarán todas las 
políticas que apliquen las Administraciones 
públicas en el marco de sus respectivas 
competencias y que puedan afectar a los 
países en vías de desarrollo. 

Artículo 5. Prioridades. 

La política española de cooperación para el 
desarrollo, como reflejo de la diversidad de 
situaciones sobre las que opera y del 
diferente grado de urgencia para acometer 
las acciones de intervención concretas, se 
articula en torno a dos ejes de prioridades 
que determinarán sus líneas de actuación 
preferente: 

a. Geográficas, orientadas a las 
regiones y países que serán objeto 
preferente de la cooperación 
española. 

b. Sectoriales, dirigidas a 
determinados ámbitos de actuación 
preferente. 

La definición de estas prioridades, que 
serán establecidas periódicamente en los 
sucesivos Planes Directores cuatrienales a 
que se refiere el artículo 8, responderá a los 
objetivos de la política exterior del Estado, 
tendrá en cuenta las consideraciones 
señaladas en el artículo anterior, y aplicará 
especial atención a la cooperación con los 
países de menor desarrollo económico y 
social, y dentro de éstos a los sectores más 
desfavorecidos. 

Artículo 6. Prioridades geográficas. 

1. Marco bilateral. Sin perjuicio del 
establecimiento de otras áreas territoriales 
según lo establecido en el artículo 5, se 
considerarán como áreas geográficas de 
actuación preferente a los países de 
Iberoamérica, los países árabes del norte de 
África y de Oriente Medio, así como 
aquellos otros de menor desarrollo con los 
que España mantenga especiales vínculos 
de carácter histórico o cultural. 

2. Marco multilateral. España impulsará la 
coherencia de las políticas comunitarias, la 
progresiva construcción de la política de 
cooperación al desarrollo de la Unión 
Europea y contribuirá a su eficaz aplicación 
y ejecución, con especial atención a los 
países y áreas mencionadas en el apartado 
anterior. 

Por otra parte, España participará 
activamente en los Organismos 
internacionales de Cooperación para el 
Desarrollo de los que sea miembro, tanto 
financieros como no financieros, y 
colaborará en la consecución de sus 
objetivos adoptando las medidas que 
resulten más adecuadas. 

Artículo 7. Prioridades sectoriales. 

La política española de cooperación 
internacional para el desarrollo, en su 
objetivo de luchar contra la pobreza en 
todas sus manifestaciones, se orientará 
especialmente a las siguientes prioridades 
sectoriales: 

a. Servicios sociales básicos, con 
especial incidencia en salud, 
saneamiento, educación, obtención 
de la seguridad alimentaria y 
formación de recursos humanos. 

b. Dotación, mejora o ampliación de 
infraestructuras. Desarrollo de la 
base productiva y fomento del 
sector privado. 

c. Protección y respeto de los 
derechos humanos, igualdad de 
oportunidades, participación e 
integración social de la mujer y 
defensa de los grupos de población 
más vulnerables (menores, con 
especial atención a la erradicación 
de la explotación laboral infantil, 
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refugiados, desplazados, 
retornados, indígenas, minorías). 

d. Fortalecimiento de las estructuras 
democráticas y de la sociedad civil 
y apoyo a las instituciones, 
especialmente las más próximas al 
ciudadano. 

e. Protección y mejora de la calidad 
del medio ambiente, conservación 
racional y utilización renovable y 
sostenible de la biodiversidad. 

f. Cultura, con especial incidencia en 
la defensa de los aspectos que 
definan la identidad cultural 
dirigida al desarrollo endógeno y 
los que favorezcan la promoción 
cultural y el libre acceso a 
equipamientos y servicios 
culturales de todos los sectores de 
la población potencialmente 
beneficiaria. 

g. Desarrollo de la investigación 
científica y tecnológica y su 
aplicación a los proyectos de 
cooperación para el desarrollo. 

CAPÍTULO II. 

 
PLANIFICACIÓN, INSTRUMENTOS 
Y MODALIDADES DE LA POLÍTICA 
ESPAÑOLA DE COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL PARA EL 
DESARROLLO. 

Artículo 8. Planificación. 

1. La política española de cooperación 
internacional para el desarrollo se 
establecerá a través de Planes Directores y 
Planes Anuales. 

2. El Plan Director, elemento básico de la 
planificación de la política española de 
cooperación internacional para el 
desarrollo, se formulará cuatrienalmente y 
contendrá las líneas generales y directrices 
básicas de la política española de 
cooperación internacional para el 
desarrollo, señalando los objetivos y 
prioridades, así como los recursos 
presupuestarios indicativos que orientarán 
la actuación de la cooperación española 
durante ese período, incorporando los 
documentos de estrategia relativos a cada 
sector de la cooperación, zona geográfica y 

países que sean objeto preferente de la 
cooperación. 

3. Los Planes Anuales desarrollarán con esa 
periodicidad los objetivos, prioridades y 
recursos establecidos en el Plan Director. 

Artículo 9. Instrumentos. 

La política española de cooperación 
internacional para el desarrollo se pone en 
práctica a través de los siguientes 
instrumentos: 

a. Cooperación técnica. 
b. Cooperación económica y 

financiera. 
c. Ayuda humanitaria, tanto 

alimentaria como de emergencia, 
incluyendo operaciones de 
mantenimiento de la paz, 
instrumentada por medio de 
acuerdos bilaterales o 
multilaterales. 

d. Educación para el desarrollo y 
sensibilización social. 

Artículo 10. Cooperación técnica. 

La cooperación técnica para el desarrollo 
incluye cualquier modalidad de asistencia 
dirigida a la formación de recursos 
humanos del país receptor, mejorando sus 
niveles de instrucción, adiestramiento, 
cualificación y capacidades técnicas y 
productivas en los ámbitos institucional, 
administrativo, económico, sanitario, social, 
cultural, educativo, científico o tecnológico. 

La cooperación técnica se articula mediante 
programas y proyectos de refuerzo de 
formación y capacitación en todos los 
sectores y niveles, y mediante programas y 
proyectos de asesoramiento técnico con 
asistencia de expertos, agentes sociales, 
organizaciones no gubernamentales, 
empresas españolas, aportación de estudios 
o transferencia de tecnologías. 

Artículo 11. Cooperación económica y 
financiera. 

La cooperación económica se expresa a 
través de aportaciones destinadas a 
proyectos de inversión para el aumento del 
capital físico de los países beneficiarios y a 
proyectos de ayuda a los sectores 
económicos (agroalimentario, educativo, 
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sanitario, infraestructuras, transporte y 
otros). 

La cooperación financiera se manifiesta a 
través de contribuciones oficiales a 
organismos internacionales de carácter 
económico y financiero, acuerdos 
financieros de alivio o condonación de 
deuda suscritos por vía bilateral o 
multilateral, donaciones, préstamos o 
ayudas instrumentadas para que los países 
receptores puedan afrontar dificultades 
coyunturales de ajuste en sus balanzas de 
pagos, y los establecidos en términos 
concesionales a los que se refiere el artículo 
28, así como dotaciones a los ya existentes 
fondos de ayuda al equipamiento, 
gestionados directamente por la Agencia 
Española de Cooperación Internacional con 
cargo a su propio presupuesto. 

Artículo 12. Ayuda humanitaria. 

La ayuda humanitaria consiste en el envío 
urgente, con carácter no discriminado, del 
material de socorro necesario, incluida la 
ayuda alimentaria de emergencia, para 
proteger vidas humanas y aliviar la 
situación de las poblaciones víctimas de 
catástrofe natural o causadas por el hombre 
o que padecen una situación de conflicto 
bélico. Esta ayuda la llevan a cabo las 
Administraciones públicas directamente o a 
través de organizaciones no 
gubernamentales y Organismos 
internacionales. 

La ayuda humanitaria podrá dar paso a 
actividades de rehabilitación, de 
reconstrucción de infraestructuras, 
restablecimiento institucional o de 
reinserción de poblaciones afectadas, 
debiendo promoverse la mayor 
coordinación posible entre las entidades que 
colaboren y respecto de las instituciones u 
organizaciones locales, a fin de tener en 
cuenta los objetivos del desarrollo a medio 
y largo plazo. Incluye asimismo este 
instrumento, la aportación de productos 
alimenticios y de implementos e insumos 
agrícolas a países en desarrollo con 
problemas de insuficiencia alimentaria, con 
el fin de potenciar su autoabastecimiento y 
garantizar su seguridad alimentaria, como 
base de su proceso de desarrollo. 

La cooperación española promoverá el 
respeto al derecho humanitario y asimismo 
apoyará en este ámbito medidas para la 
prevención y resolución de conflictos, 
incluyendo las operaciones de 
mantenimiento y consolidación de la paz, 
instrumentadas por medio de acuerdos 
bilaterales o multilaterales. 

Artículo 13. Educación para el desarrollo y 
sensibilización social. 

Se entiende por educación para el 
desarrollo y sensibilización social el 
conjunto de acciones que desarrollan las 
Administraciones públicas, directamente o 
en colaboración con las organizaciones no 
gubernamentales para el desarrollo, para 
promover actividades que favorezcan una 
mejor percepción de la sociedad hacia los 
problemas que afectan a los países en 
desarrollo y que estimulen la solidaridad y 
cooperación activas con los mismos, por la 
vía de campañas de divulgación, servicios 
de información, programas formativos, 
apoyo a las iniciativas en favor de un 
comercio justo y consumo responsable 
respecto de los productos procedentes de 
los países en desarrollo. 

Artículo 14. Modalidades. 

1. Los programas, proyectos y acciones de 
cooperación para el desarrollo pueden 
financiarse y ejecutarse de forma bilateral o 
multilateral. 

2. La cooperación bilateral consiste en el 
conjunto de actividades de cooperación 
para el desarrollo realizadas por las 
Administraciones públicas directamente 
con el país receptor o bien las 
instrumentadas a través de organizaciones 
de desarrollo desprovistas de carácter 
oficial. 

3. La cooperación multilateral es la 
realizada a través de transacciones de 
cualquier tipo o las contribuciones 
realizadas a organizaciones internacionales 
cuyas actividades se dirijan total o 
parcialmente a la promoción del bienestar 
económico y social de las poblaciones de 
los países en vías de desarrollo. 

El carácter multilateral de dichas 
organizaciones se determinará a través de la 
aplicación de los siguientes criterios: 
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a. Que se trate de una Agencia, 
institución u organización cuyos 
miembros son Gobiernos. 

b. Que sea un fondo gestionado de 
forma autónoma por uno de los 
órganos multilaterales 
comprendidos en el apartado a). 

CAPÍTULO III. 

 
ÓRGANOS COMPETENTES EN LA 
FORMULACIÓN Y EJECUCIÓN DE 
LA POLÍTICA ESPAÑOLA DE 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
PARA EL DESARROLLO. 

 

SECCIÓN I. ÓRGANOS RECTORES. 

 

Artículo 15. El Congreso de los Diputados. 

1. Al Congreso de los Diputados 
corresponde establecer cada cuatro años, en 
la forma y modo que se determine y a 
propuesta e iniciativa del Gobierno, las 
líneas generales y directrices básicas de la 
política española de cooperación 
internacional para el desarrollo. A tal 
efecto, el Gobierno remitirá al Congreso de 
los Diputados, posteriormente a su 
aprobación, el Plan Director plurianual al 
que se refiere el artículo 8 para su debate y 
dictamen. 

2. El Congreso de los Diputados debatirá 
anualmente, en la forma y modo que se 
determine y a propuesta e iniciativa del 
Gobierno, la política española de 
cooperación internacional para el 
desarrollo. A tal efecto, el Gobierno 
remitirá a la Cámara, posteriormente a su 
aprobación, el Plan Anual al que se refiere 
el artículo 8 para su debate y dictamen. 

3. Se constituirá una Comisión 
Parlamentaria de Cooperación Internacional 
para el Desarrollo en el Congreso de los 
Diputados, de conformidad con lo que 
disponga el Reglamento de la Cámara. Esta 
Comisión será informada por el Gobierno 
del nivel de ejecución y grado de 
cumplimiento de los programas, proyectos 
y acciones comprendidos en el Plan 
Director y el Plan Anual, y recibirá cuenta 
de la evaluación de la cooperación, así 

como de los resultados que refleje el 
Documento de Seguimiento del Plan Anual 
del ejercicio precedente. 

Artículo 16. El Gobierno. 

El Gobierno define y dirige la política 
española de cooperación internacional para 
el desarrollo. 

A propuesta del Ministro de Asuntos 
Exteriores, el Gobierno aprueba el Plan 
Director y el Plan Anual. 

Artículo 17. El Ministro de Asuntos 
Exteriores. 

El Ministro de Asuntos Exteriores, 
responsable de la ejecución de la política 
exterior del Estado, es también el 
responsable de la dirección de la política de 
cooperación internacional para el desarrollo 
y de la coordinación de los órganos de la 
Administración General del Estado que, en 
el ámbito de sus competencias, realicen 
actuaciones en esta materia con observancia 
del principio de unidad de acción en el 
exterior. 

Artículo 18. Otros Ministerios. 

Los Ministerios que realicen actividades en 
materias de cooperación internacional para 
el desarrollo serán responsables de la 
ejecución de los programas, proyectos y 
acciones dentro del ámbito de sus 
competencias, que serán coordinadas a 
través de los órganos establecidos al efecto 
en esta Ley, con observancia del principio 
de la unidad de acción del Estado en el 
exterior. 

Artículo 19. La Secretaría de Estado para 
la Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica (SECIPI). 

1. La Secretaría de Estado para la 
Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica es el órgano del Ministerio de 
Asuntos Exteriores que, por delegación de 
su titular, coordina la política de 
cooperación para el desarrollo, administra 
los recursos a que se refiere el artículo 28.1, 
asegura la participación española en las 
organizaciones internacionales de ayuda al 
desarrollo y define la posición de España en 
la formulación de la política comunitaria de 
desarrollo. 
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2. La Secretaría de Estado para la 
Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica, como órgano superior del 
Ministerio de Asuntos Exteriores, asiste al 
titular del Departamento en la formulación 
y ejecución de la política de cooperación 
para el desarrollo y asume la programación, 
dirección, seguimiento y control de las 
actividades consiguientes. 

3. La Secretaría de Estado para la 
Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica, previo dictamen del Consejo 
de Cooperación al Desarrollo y de la 
Comisión Interterritorial de Cooperación, 
formula la propuesta del Plan Director y del 
Plan Anual, así como la definición de las 
prioridades territoriales y sectoriales a que 
se refiere el artículo 5. 

4. La Secretaría de Estado para la 
Cooperación Internacional y para 
Iberoamérica evaluará la política de 
cooperación para el desarrollo, los 
programas y proyectos financiados con 
fondos del Estado en curso de ejecución y 
los finalizados, desde su concepción y 
definición hasta sus resultados. La 
evaluación tendrá en cuenta la pertinencia 
de los objetivos y su grado de consecución, 
así como la eficiencia y eficacia alcanzadas, 
el impacto logrado y la viabilidad 
comprobada en los programas y proyectos 
ya finalizados. 

SECCIÓN II. 

COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y 
ENTIDADES LOCALES. 

Artículo 20. Cooperación para el desarrollo 
de las Comunidades Autónomas y 
Entidades locales. 

1. La cooperación para el desarrollo que se 
realice desde las Comunidades Autónomas 
y las Entidades locales, expresión solidaria 
de sus respectivas sociedades, se inspira en 
los principios objetivos y prioridades 
establecidas en la Sección II del Capítulo I 
de la presente Ley. 

2. La acción de dichas entidades en la 
cooperación para el desarrollo se basa en 
los principios de autonomía presupuestaria 
y autorresponsabilidad en su desarrollo y 
ejecución, debiendo respetar las líneas 
generales y directrices básicas establecidas 

por el Congreso de los Diputados a que se 
refiere el artículo 15.1 de la presente Ley y 
el principio de colaboración entre 
Administraciones públicas en cuanto al 
acceso y participación de la información y 
máximo aprovechamiento de los recursos 
públicos. 

SECCIÓN III. 

ÓRGANOS CONSULTIVOS Y DE 
COORDINACIÓN. 

Artículo 21. Órganos consultivos y de 
coordinación de cooperación para el 
desarrollo. 

Los órganos consultivos y de coordinación 
de cooperación para el desarrollo son: 

a. El Consejo de Cooperación al 
Desarrollo. 

b. La Comisión Interterritorial de 
Cooperación para el Desarrollo. 

c. La Comisión interministerial de 
Cooperación Internacional. 

Su composición, competencias, 
organización y funciones se establecen por 
las correspondientes normas de desarrollo 
reglamentario. 

Artículo 22. El Consejo de Cooperación al 
Desarrollo. 

1. El Consejo de Cooperación al Desarrollo 
es el órgano consultivo de la 
Administración General del Estado y de 
participación en la definición de la política 
de cooperación internacional para el 
desarrollo. 

2. En el Consejo de Cooperación al 
Desarrollo, además de la Administración, 
participarán los agentes sociales, expertos, 
organizaciones no gubernamentales 
especializadas e instituciones y organismos 
de carácter privado presentes en el campo 
de la ayuda al desarrollo. 

3. El Consejo de Cooperación al Desarrollo 
informará la propuesta del Plan Director del 
Plan Anual y conocerá los resultados del 
Documento de Seguimiento del Plan Anual 
y de la evaluación de la cooperación. 

4. Se someterán a informe previo del 
Consejo los anteproyectos de Ley y 
cualesquiera otras disposiciones generales 
de la Administración del Estado que 
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regulen materias concernientes a la 
cooperación para el desarrollo. De estos 
informes se dará conocimiento a la 
Comisión de Cooperación internacional 
para el Desarrollo del Congreso de los 
Diputados. 

5. El Consejo de Cooperación al Desarrollo 
será dotado con los recursos necesarios para 
poder cumplir sus objetivos. 

Artículo 23. La Comisión Interterritorial de 
Cooperación para el Desarrollo. 

1. La Comisión Interterritorial de 
Cooperación es el órgano de coordinación, 
concertación y colaboración entre las 
Administraciones públicas que ejecuten 
gastos computables como ayuda oficial al 
desarrollo. 

2. Las funciones de la Comisión se dirigirán 
a promover los siguientes objetivos: 

a. La coherencia y 
complementariedad de las 
actividades que realicen las 
Administraciones públicas en el 
ámbito de la cooperación para el 
desarrollo. 

b. El mayor grado de eficacia y 
eficiencia en la identificación, 
formulación y ejecución de 
programas y proyectos de 
cooperación al desarrollo 
impulsados por las distintas 
Administraciones públicas, 
plenamente autónomas a esos 
efectos, en el marco de sus 
respectivas competencias. 

c. La participación de las 
Administraciones públicas en la 
formación del Plan Director y del 
Plan Anual, así como en la 
definición de sus prioridades. 

3. Reglamentariamente se regulará su 
composición y funcionamiento, 
garantizándose la presencia e intervención 
de las Comunidades Autónomas, Entidades 
locales o de aquellas instancias de 
coordinación supramunicipal en quien éstos 
expresamente deleguen. 

Artículo 24. La Comisión Interministerial 
de Cooperación Internacional. 

1. La Comisión Interministerial de 
Cooperación Internacional es el órgano de 

coordinación técnica interdepartamental de 
la Administración General del Estado en 
materia de cooperación para el desarrollo. 

2. La Comisión Interministerial de 
Cooperación Internacional someterá a la 
aprobación del Gobierno, a través del 
Ministro de Asuntos Exteriores, las 
propuestas del Plan Director y Plan Anual y 
conocerá los resultados del Documento de 
Seguimiento del Plan Anual y de la 
evaluación de la cooperación. 

SECCIÓN IV. 

ÓRGANOS EJECUTIVOS. 

Artículo 25. La Agencia Española de 
Cooperación Internacional (AECI). 

1. La Agencia Española de Cooperación 
Internacional (AECI), Organismo 
autónomo adscrito al Ministerio de Asuntos 
Exteriores, a través de la Secretaría de 
Estado para la Cooperación internacional y 
para Iberoamérica, y presidido por su 
titular, es el órgano de gestión de la política 
española de cooperación internacional para 
el desarrollo, sin perjuicio de las 
competencias asignadas a otros 
Departamentos ministeriales. 

2. El personal al servicio de la Agencia 
Española de Cooperación internacional 
estará integrado por funcionarios públicos y 
personal sometido a derecho laboral. 

3. Los funcionarios de las distintas 
Administraciones públicas que pasen a 
prestar sus servicios en la AECI quedarán 
en la situación administrativa que 
corresponda de acuerdo con las normas 
aplicables a su situación de procedencia. El 
sistema de cobertura de destinos por parte 
del personal funcionario incluirá medidas 
que tiendan a favorecer su especialización 
en tareas de cooperación. 

3. En cuanto a su organización, fines, 
funciones y competencias se estará a lo que 
disponga su Estatuto, que será aprobado por 
el Gobierno, conforme a lo previsto en el 
artículo 62 de la Ley de Organización y 
Funcionamiento de la Administración 
General del Estado. 

Artículo 26. Las Oficinas Técnicas de 
Cooperación. 
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Las Oficinas Técnicas de Cooperación son 
unidades adscritas orgánicamente a las 
Embajadas que, bajo la dirección de su Jefe 
de Misión y la dependencia funcional de la 
Agencia Española de Cooperación 
Internacional, aseguran la coordinación y, 
en su caso, la ejecución de los recursos de 
la cooperación en su demarcación. 
Asimismo, colaborarán con los programas y 
proyectos impulsados por las demás 
Administraciones públicas. 

CAPÍTULO IV. 

RECURSOS MATERIALES. 

 

SECCIÓN ÚNICA. 

MODALIDADES DE FINANCIACIÓN 
Y EJECUCIÓN DE LA 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
PARA EL DESARROLLO. 

 

Artículo 27. Colaboración y cofinanciación 
de programas con Organismos 
internacionales. 

1. El Gobierno, a fin de coadyuvar al 
desarrollo de los países menos favorecidos 
a través de organizaciones internacionales, 
fomentará la participación de los agentes de 
cooperación en los programas y proyectos 
gestionados por esas instancias 
multilaterales, especialmente los de la 
Unión Europea. 

2. España participará en la cooperación 
multilateral para el desarrollo a través de las 
siguientes modalidades: 

a. Contribuciones a organizaciones 
internacionales de carácter 
financiero y no financiero. 

b. Aportaciones españolas a los 
programas de cooperación de la 
Unión Europea. 

c. Otros programas que se ejecuten en 
colaboración o en régimen de 
cofinanciación con Organismos 
internacionales. 

Artículo 28. Financiación y ejecución 
bilateral. 

La cooperación bilateral para el desarrollo 
se financia según las siguientes 
modalidades: 

1. Recursos gestionados por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores, 
vinculados a la ejecución de 
programas y proyectos de 
desarrollo social básico de las 
poblaciones beneficiarias, con 
cargo a los cuales se 
instrumentarán: 

o Dotaciones presupuestarías 
dirigidas a la concesión de 
microcréditos y de créditos 
rotatorios destinados a la 
mejora de las condiciones 
de vida de colectivos 
vulnerables y a la ejecución 
de proyectos de desarrollo 
social básico. 

o Donaciones. 
o Los instrumentos previstos 

en los apartados a), c) y d) 
del artículo 9. 

2. Recursos gestionados por el 
Ministerio de Economía y 
Hacienda, con cargo a los cuales se 
instrumentarán créditos 
concesionales en los términos 
internacionales vigentes en materia 
de crédito a la exportación con 
apoyo oficial. 

En el caso de créditos destinados a 
programas y proyectos de desarrollo social 
básico y que estén específicamente 
destinados a mejorar las condiciones de 
vida de los sectores más necesitados de la 
población, los recursos se administrarán 
conjuntamente por los Ministerios de 
Asuntos Exteriores y de Economía y 
Hacienda con arreglo a la normativa que se 
elaborará en desarrollo de la presente Ley. 

3. Estos recursos se aplicarán a 
programas y proyectos que se 
atengan a los principios, objetivos y 
prioridades que establece la 
presente Ley, garantizándose 
asimismo, su adecuada 
instrumentación, el rigor y control 
en la aplicación de los criterios de 
desarrollo para identificar y 
seleccionar los proyectos que se 
propongan financiar a través de 
estos créditos y se promoverán 
mecanismos que faciliten su 
adecuada coordinación con los 
programas de ayuda no 
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reembolsable, prestando especial 
atención a los países pobres 
altamente endeudados. 

CAPÍTULO V. 

 
PERSONAL AL SERVICIO DE LA 
ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 
ESTADO EN EL ÁMBITO DE LA 
COOPERACIÓN OFICIAL PARA EL 
DESARROLLO. 

Artículo 29. Personal en territorio nacional. 

Las actividades de la Administración 
General del Estado realizadas en España en 
el campo de la cooperación para el 
desarrollo serán ejecutadas por personal 
funcionario en situación de servicio activo, 
conforme a lo previsto en la Ley 30/1984, 
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública, y por personal 
laboral de la Administración del Estado, de 
acuerdo a lo regulado en su normativa 
específica y sin perjuicio de la participación 
de objetores de conciencia y de personal 
voluntario, en los términos que establece la 
Ley 6/1996, de 15 de enero, del 
Voluntariado. 

Artículo 30. Personal en el exterior. 

1. La Administración del Estado dispondrá 
de personal destacado en servicios en el 
exterior encargado de la realización de 
funciones en materia de cooperación oficial 
para el desarrollo. 

2. Los puestos directivos podrán ser 
desempeñados por personal contratado bajo 
una relación de carácter especial de las 
previstas en el artículo 2.1.a) del Estatuto 
de los Trabajadores. A este personal se le 
exigirá estar en posesión de titulación 
universitaria o, en su caso, acreditar una 
importante experiencia en la cooperación al 
desarrollo, junto a los requisitos que 
establezca la correspondiente convocatoria 
pública. Cuando tales puestos sean 
ocupados por funcionarios, éstos pasarán a 
la situación administrativa que prevé su 
Estatuto. 

3. El personal no directivo de la 
cooperación oficial para el desarrollo podrá 
ser contratado en los países donde se realice 

dicha cooperación, de acuerdo con el 
régimen jurídico local. 

4. Asimismo, en la cooperación oficial para 
el desarrollo podrá prestar servicios 
personal desplazado desde España por 
tiempo determinado, que se regirá por el 
Estatuto de los Trabajadores, en el caso de 
que se trate de personal laboral, o quedará 
en la situación administrativa que 
corresponda si se trata de personal 
funcionario. 

5. La Administración del Estado, con la 
finalidad de favorecer la estabilidad del 
personal de cooperación, establecerá 
reglamentariamente las condiciones y 
plazos aplicables en relación con el 
desempeño de los puestos de trabajo de la 
cooperación del Estado en el exterior. 

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores 
no excluye la participación de objetores de 
conciencia y personal voluntario en los 
programas y proyectos de cooperación para 
el desarrollo financiados por la 
Administración del Estado. 

CAPÍTULO VI. 

 
LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL 
PARA EL DESARROLLO. 

 

SECCIÓN I. 

LA COOPERACIÓN NO 
GUBERNAMENTAL. 

Artículo 31. Fomento de la cooperación 
para el desarrollo. 

El Estado fomentará las actividades de las 
organizaciones no gubernamentales de 
desarrollo y sus asociaciones para este fin, 
universidades, empresas, organizaciones 
empresariales, sindicatos y otros agentes 
sociales que actúen en este ámbito, de 
acuerdo con la normativa vigente y la 
presente Ley, atendiendo a las prioridades 
definidas en los artículos 6 y 7. 

Artículo 32. Las organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo. 

A los efectos de la presente Ley se 
consideran organizaciones no 
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gubernamentales de desarrollo aquellas 
entidades de Derecho privado, legalmente 
constituidas y sin fines de lucro, que tengan 
entre sus fines o como objeto expreso, 
según sus propios Estatutos, la realización 
de actividades relacionadas con los 
principios y objetivos de la cooperación 
internacional para el desarrollo. 

Las organizaciones no gubernamentales de 
desarrollo habrán de gozar de plena 
capacidad jurídica y de obrar, y deberán 
disponer de una estructura susceptible de 
garantizar suficientemente el cumplimiento 
de sus objetivos. 

Artículo 33. Registro de las organizaciones 
no gubernamentales de desarrollo. 

1. Las organizaciones no gubernamentales 
de desarrollo que cumplan con los 
requisitos establecidos en el artículo 
anterior podrán inscribirse en un Registro 
abierto en la Agencia Española de 
Cooperación Internacional, que será 
regulado por vía reglamentaria o en los 
registros que con idéntica finalidad puedan 
crearse en las Comunidades Autónomas. 

Se articularán los correspondientes 
procedimientos de colaboración entre la 
Agencia Española de Cooperación 
Internacional y las Comunidades 
Autónomas a fin de asegurar la 
comunicación y homologación de los datos 
registrales. 

2. La inscripción en alguno de dichos 
Registros constituye una condición 
indispensable para recibir de las 
Administraciones públicas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, ayudas o 
subvenciones computables como ayuda 
oficial al desarrollo. Dicha inscripción será 
también necesaria para que las 
organizaciones no gubernamentales de 
desarrollo puedan acceder a los incentivos 
fiscales a que se refiere el artículo 35. 

3. El Registro de Organizaciones no 
Gubernamentales de Desarrollo tiene 
carácter público, en los términos regulados 
por el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Artículo 34. Ayudas y subvenciones. 

Las Administraciones públicas, dentro del 
ámbito de sus respectivas competencias, 
podrán conceder ayudas y subvenciones 
públicas y establecer convenios estables y 
otras formas de colaboración, con los 
agentes sociales descritos en el artículo 31 
para la ejecución de programas y proyectos 
de cooperación para el desarrollo, 
estableciendo las condiciones y régimen 
jurídico aplicables que garantizarán, en 
todo caso, el carácter no lucrativo de los 
mismos. 

Artículo 35. Régimen fiscal de las 
organizaciones no gubernamentales de 
desarrollo y de las aportaciones efectuadas 
a las mismas. 

1. El régimen tributario de las entidades sin 
fines lucrativos regulado en el Capítulo I 
del Título II de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, resultará aplicable a las 
organizaciones no gubernamentales de 
desarrollo inscritas en los Registros a que se 
refiere el artículo 33 de la presente Ley, 
siempre que revistan la forma jurídica y 
cumplan con los requisitos exigidos en el 
mismo. 

2. La exención subjetiva prevista en el 
artículo 45.1.A.c) del Real Decreto 
Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, 
por el que se aprueba el texto refundido del 
Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, resultará de aplicación a las 
entidades contempladas en el mismo que 
realicen las actividades a que dicho 
precepto se refiere en el marco de la 
cooperación al desarrollo. 

3. Las actividades de cooperación para el 
desarrollo enumeradas en el artículo 9 de la 
presente Ley tienen la consideración de 
actividades de asistencia social a efectos del 
disfrute de la exención prevista en el 
artículo 20, apartado uno, número 8 de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido. 

4. Las aportaciones efectuadas por personas 
físicas y jurídicas a organizaciones no 
gubernamentales de desarrollo incluidas en 
el ámbito de la aplicación de la Ley 
30/1994, de 24 de noviembre, darán 
derecho al disfrute de los incentivos 
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contemplados en el Capítulo II del Título II 
de dicha Ley. 

5. El régimen tributario aplicable a las 
organizaciones no gubernamentales de 
desarrollo, cuando no cumplan los 
requisitos exigidos en el Capítulo I del 
Título II de la Ley 30/1994, de 24 de 
noviembre, será el establecido en el 
Capítulo XV de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, reguladora del Impuesto sobre 
Sociedades. 

6. La presente regulación de incentivos 
fiscales se entiende sin perjuicio de la que 
puedan establecer otras Administraciones 
públicas en virtud de la normativa vigente y 
sus competencias en la materia. 

Artículo 36. Incremento a los incentivos 
fiscales en las Leyes de Presupuestos. 

Las Leyes de Presupuestos del Estado de 
cada año podrán incluir entre las 
actividades y programas prioritarios de 
mecenazgo a que se refiere el artículo 67 de 
la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, 
determinadas actividades o programas 
realizados en el marco de la cooperación 
para el desarrollo, a efectos de la aplicación 
de los incentivos fiscales incrementados 
que dicho precepto contempla. 

 

SECCIÓN II. 

EL VOLUNTARIADO. 

Artículo 37. El voluntariado al servicio de 
la cooperación para el desarrollo. 

1. En la gestión o ejecución de programas y 
proyectos de cooperación para el desarrollo 
a cargo de entidades públicas o privadas 
españolas, sin ánimo de lucro, podrán 
participar voluntarios que ejecuten sus 
actividades a través de las mismas. 

2. Los voluntarios de cooperación para el 
desarrollo deberán ser informados, por la 
organización a la que estén vinculados, de 
los objetivos de su actuación, el marco en 
que se produce, sus derechos y deberes 
contractuales y legales en el extranjero, su 
derecho a la acreditación oportuna, así 
como su obligación de respetar las leyes del 
país de destino. 

3. Los voluntarios de cooperación para el 
desarrollo estarán vinculados a la 
organización en la que presten sus servicios 
por medio de un contrato no laboral que 
contemple como mínimo: 

a. Los recursos necesarios para hacer 
frente a sus necesidades básicas en 
el país de destino. 

b. Un seguro de asistencia en favor 
del voluntario que en todo caso 
cubra los riesgos de enfermedad y 
accidente durante el período de su 
estancia en el extranjero y gastos de 
repatriación. 

c. Un período de formación, si fuera 
necesario. 

4. Los voluntarios de cooperación para el 
desarrollo tendrán derecho a las exenciones 
fiscales, inmunidades y privilegios que se 
establecen en los acuerdos internacionales 
sobre la materia, suscritos por España. 

5. En lo no previsto en el presente artículo, 
será de aplicación supletoria la Ley del 
Voluntariado, sin perjuicio de la aplicación 
de las normas autonómicas cuando 
corresponda, de acuerdo con las 
competencias de las Comunidades 
Autónomas en este ámbito. 

SECCIÓN III. 

LOS COOPERANTES. 

Artículo 38.  

1. Son cooperantes quienes a una adecuada 
formación o titulación académica oficial, 
unen una probada experiencia profesional y 
tienen encomendada la ejecución de un 
determinado proyecto o programa en el 
marco de la cooperación para el desarrollo. 

2. Se regulará el Estatuto del Cooperante, 
en el que se fijarán, entre otros aspectos, 
sus derechos y obligaciones, régimen de 
incompatibilidades, formación, 
homologación de los servicios que prestan 
y modalidades de previsión social. 

SECCIÓN IV. 

FOMENTO DE LA PARTICIPACIÓN 
SOCIAL EN LA COOPERACIÓN 
PARA EL DESARROLLO. 
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Artículo 39. Medidas para promover la 
participación de la sociedad española en la 
cooperación para el desarrollo. 

Las Administraciones públicas, dentro del 
ámbito de sus respectivas competencias y 
con cargo a sus presupuestos ordinarios, 
promoverán por sí mismas o en 
colaboración con los agentes sociales 
descritos en el artículo 31 de la presente 
Ley, el fomento del voluntariado y la 
participación de la sociedad española en las 
iniciativas a favor de los países en 
desarrollo, así como la conciencia de la 
solidaridad y cooperación activa con los 
mismos por vía de campañas de 
divulgación, servicios de información, 
programas formativos y demás medios que 
se estimen apropiados para tal fin. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
PRIMERA.  

Programas presupuestarios plurianuales. 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 
61.2 del Real Decreto legislativo 
1091/1988, de 23 de septiembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria, podrán también 
adquirirse compromisos de gastos para 
financiar programas y proyectos de 
cooperación para el desarrollo que hayan de 
extenderse a ejercicios posteriores a aquél 
en que se autoricen, siempre que su 
ejecución se inicie en el propio ejercicio. 

Junto a los Presupuestos Generales del 
Estado, el Gobierno elaborará un informe 
que recoja de manera integrada los créditos 
de los distintos Ministerios y organismos 
públicos destinados a financiar programas 
de ayuda oficial al desarrollo. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
SEGUNDA.  

Modificación de la Ley del Impuesto sobre 
el Valor Añadido. 

Al artículo 20, apartado uno, número 8 de 
la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, se 
incorpora la siguiente letra: 

l. Cooperación para el desarrollo. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL 
TERCERA.  

Relaciones culturales y científicas con otros 
países.  

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
25, la Agencia Española de Cooperación 
Internacional asumirá las funciones y 
competencias atribuidas al Ministerio de 
Asuntos Exteriores para la promoción y el 
desarrollo de las relaciones culturales y 
científicas con otros países en estrecha 
colaboración con los Ministerios de 
Educación, Cultura y Deporte y de Ciencia 
y Tecnología y sin perjuicio de las 
competencias de otros Departamentos. 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias en orden a la 
aplicación y desarrollo de lo previsto en la 
presente disposición adicional. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA.  

Delegación de competencias en las 
Misiones diplomáticas y Oficinas 
Consulares de España en el Extranjero.  

La Agencia Española de Cooperación 
Internacional podrá delegar el ejercicio de 
las competencias que le atribuye la presente 
Ley, incluidas las mencionadas en la 
Disposición Adicional Tercera, en las 
Misiones diplomáticas y Oficinas 
consulares de España, especialmente en 
aquellos países en los que no cuente con 
órganos propios de gestión. 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias en orden a la 
aplicación y desarrollo de lo previsto en la 
presente disposición adicional. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
PRIMERA.  

Estructura orgánica del Consejo de 
Cooperación al Desarrollo y de la Comisión 
Interministerial de Cooperación 
Internacional. 

En tanto no se establezca el desarrollo 
reglamentario previsto en esta Ley, seguirá 
subsistente la estructura orgánica recogida 
en los Reales Decretos 795/1995, de 19 de 
mayo, por el que se crea y regula el 
Consejo de Cooperación al Desarrollo, y 
451/1986, de 21 de febrero, por el que se 
crea la Comisión Interministerial de 
Cooperación Internacional. 
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DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
SEGUNDA.  

Regulación de la Comisión Interministerial 
del Fondo de Ayuda al Desarrollo. 

Hasta que se elabore la normativa a la que 
se refiere el artículo 28.2, la Comisión 
Interministerial del Fondo de Ayuda al 
Desarrollo seguirá rigiéndose por su 
regulación específica e informará los 
proyectos a que se refiere dicho precepto. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
TERCERA.  

Hasta la entrada en vigor de la 
reglamentación que desarrolle las 
disposiciones del artículo 28.1, el 
Ministerio de Asuntos Exteriores podrá 
disponer mediante Resolución ministerial 
de los fondos habilitados anualmente en el 
Capítulo VIII de los Presupuestos 
Generales del Estado, para aplicación de 
dicho artículo 28.1. 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 
ÚNICA.  

Normas derogadas. 

1. Quedan derogadas todas las normas de 
igual o inferior rango en lo que contradigan 
o se opongan a lo dispuesto en la presente 
Ley. 

2. Sin perjuicio de lo previsto en la 
disposición transitoria primera, quedan 
derogadas expresamente las siguientes 
disposiciones: 

• Real Decreto 795/1995, de 19 de 
mayo, por el que se crea y regula el 

Consejo de Cooperación al 
Desarrollo. 

• Real Decreto 451/1986, de 21 de 
febrero, por el que se crea la 
Comisión Interministerial de 
Cooperación Internacional. 

3. Queda, asimismo, derogada la 
disposición adicional segunda de la Ley 
6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado. 

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA. 
Desarrollo reglamentado. 

Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas 
disposiciones de aplicación y desarrollo de 
la presente Ley sean necesarias, incluidas 
las relativas al régimen económico y 
presupuestario. 

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA.  

El Gobierno promoverá cuantas acciones y 
reformas legislativas sean precisas para la 
aprobación en el plazo de un año del 
Estatuto del Cooperante, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 38 de esta Ley. 

DISPOSICIÓN FINAL TERCERA. 
Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado. 

  

Por tanto, mando a todos los españoles, 
particulares y autoridades que guarden y 
hagan guardar esta Ley. 

Madrid, 7 de julio de 1998. 

- Juan Carlos R. - 

 


